
en la función reglamentaria ambiental, sino qué puede consti­
tuirse en un escollo para la evolución de éstos hacia una real 
participación popular, por cuanto la Administración dispone de 
una vía paralela informal, y evidentemente, menos rigurosa, de 
lograr la eficacia de sus disposiciones.  

· · 

Una vez constatado este cauce extrajurídico de participación 
en el nacimiento · de las disposiciones ambientales reglamenta­
rias, entraremos en el análisis de las posibilidades que ofrece de 
por sí el ordenamiento para que los individuos o los colectivos 
intervengan en el proceso reglame�tador de las diferentes admi­
nistraciones. Para ello, hemos de atender, básicamente, a tres 
órdenes normativos. En primer lugar, el principal punto de refe­
rencia positivo lo constituye el artículo 105 a) de la Constitu­
ción de 1978. Las posibilidades a que dé lugar este precepto 
condicionarán, a su vez, los cauces previstos eri los otros dos 
bloques legales: la legislación ge11eral sobre procedimiento 
administrativo, por una parte, y la legislación sectorial que reco­
ge mecanismos específicos de participación en la elaboración de 
reglamentos, por otro lado. 

El nombrado artículo 105 a) de la Constitución dispone lo 
siguiente: 

«La ley regulará: a) la audiencia de los ciudadanos,  
directamente o a. través de las organizaciones y asocia­
ciones reconocidas por la ley, en el procedimiento . de 
elaboracióp. de las disposiciones administrativas que les 
afecten». · 

Este precepto nos revela ya cuál va a ser el contenido de la 
participación ciudadana en la elaboración de reglamentos: el 
trámite de audiencia, ya individual o colectiva; esto es, el dere­
cho de los particulares o colectivos' afectados por una reglamen­
tación ambiental en curso a ser oídos por la administración 
competente antes de que dicha norma sea introducida en el 
ordenamiento. Resta a partir de este punto completar la respues­
ta a las diferentes cuestiones que se plantean en esta afirmación. 
Básicamente, es preciso determinar quiénes resultan en cada 
caso los sujetos afectados por el reglamento ambiental, qué 
grado de vinculatoriedad paede suponer para la Administración 
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la opinión de dichos sujetos, en qué momento concreto del pro­
cedimiento· debe realizarse el trámite de audiencia, si cabe 
entender las dos.formas de participación (individual y colectiva) 
como disyuntivas o como cumulativas y, finalmente, es necesa­
rio también limitar el margen d.el que dispone el legislador para 
regular cada una de estas cuestiones. Ante todo, es preciso afir� 
mar, respecto a este último inciso, que el Parlamento no ha dic­
tado aún la ley que se anuncia en el artículo 1 05 ,  lo que nos 
obliga a remitimos a �a legislación preconstit).lcional sobre pro­
cedimiento administrativo (7) . 

La Ley de Procedimiento Administrativo de 1958 prevé en 
su articulado un capítulo específico para regular el procedimien­
to de elaboración de disposiciones de carácter general (8). El 
precepto clave para nuestros intereses es el artículo 1 30, cuya 
r.edacción completa es fa siguiente: 

« 1 .  Los proyectos de disposición de carácter general, ·. 
antes de ser sometidos al órgano competente para promul-· 
garlas, habrán de ser informados por la Secretaría General 
Técnica o, en su defecto, la Subsecretaría del Departa­
mento respectivo, o el Estado Mayor, si se trata de los 
ministerios militares . 

. 2. Cuando se trate de fas materias en el apartado 7 dd 
artículo 1 3  de la Ley de Régimen Jurídico de la Adminis­
tración del Estado, se requerirá, además, la aprobación de 
la Presidencia del Gobierno, de acuerdo con lo preceptua­
do en dicha Ley. Se entenderá concedida la aprobación si 
transcurren ocho dfas desde aquél en que se hubiese reci­
bido el proyecto en la Presidencia, sin que ésta haya for­
mulado objección alguna. 

3 .  Cuando alguna disposición así lo establezca o el 
Ministro lo estime pertinente, el proyecto se someterá a 
dictamen del órgano consultivo que proceda. 

(7) Ley de Procedimiento Administrativo de 1 7  de julio de 1958, refonnada 
por la Ley 164/63 de 2 de diciembre. 

(8) Capítulo l .º del título 6.g, arts. 129 a 132. 
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4. Siempre que sea posible y la índole de la disposi­
ción lo aconseje, se concederá a la Organización Sindical 
y demás entidades que por ley ostenten la representación o 
defensa de intereses de carácter general o corporativo 
afectados por dicha disposición, la oportunidad de expo­
ner su parecer en razonado informe en el término de diez 
días, a contar desde la remisión del proyecto, salvo cuan� 
do se opongan a, ello razones .de interés público debida­
meQte consignadas en el anteproyecto . 

. 5. Cuando, a juicio del Ministro, la naturaleza de la 
disposición lo aconseje, será sometida a información 
pública durante el plazo que en cada .caso se señale. 

6. Por razones de urgencia, y mediante acuerdo moti­
vado del Ministro, podrán exceptuarse de lo prevenido en 
los párrafos .anteriores las Ordenes ministeriales que no 
sean sobre materias de estructura orgánica, régimen de 
personal o procedimiento.» 

Hay que hacer constar que la regulación de este procedimien­
to de elaboración de disposiciones generales .constituyó en su día 
una novedad, incluso a nivel comparado (9). Como puede obser­
varse, en el apartado 4º de este artículo se alude al trámite de 
audiencia, por medio de un informe razonado, a favor de las enti­
dades que por ley tengan la representación de intereses de carác­
ter general o corporativo afectados por la disposición que se ela­
bora. Es preciso, pues, comparar el contenido de este artículo con 
el del precepto 105 a) de la Constitución para comprobar la posi­
ble virtualidad de aquél como desarrollo normativo de éste. 

En primer lugar, debe decirse que el espectro abarcado por 
el artículo 1 30.4 de la LPA resulta sensiblemente menor que el 
previsto en el texto constitucional. En efecto, Rebollo Puig afir­
ma acertadamente que «el artículo 105 a) de la Constitución 
exige un desarrollo legislativo que ni la interpretación más 
amplia del artículo 1 30.4 LPA puede suplir completamente» 

(9) PARADA VAZQUEZ. Come,ntarios al artícul!) 105 de la Constitución. 
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( 10). Ahondando más en las razones de ésta aseveración, el 
mismo autor señala más adelante: «En cualquier caso, el trámite 
de audiencia, tal y como está preyisto en la LPA,' no pemiite 
nunca la audiencia dii;ecta de los ciudadanos afectados por la 
disposición proyectada, que, sin embargo, encuentra respaldo en 
el artículo 105 a) de la Constitución (11 ). · De otro lado, éste no' 
limita de ninguna manera los intereses que pudieran encontrar 
un cauce de expresión en la audiencia que prevé y en la que 
habrían de tener cabida los llamados intereses difusos y colecti­
vos, mientras que el artículo 1 30.4. LPA no podría nunca tener 
tal amplitud» ( 1 2). ' 

De este modo, dos resultan ser, principalmente, los posibles 
campos abarcados desde la redacción del artículo 105 a) de la 
Constituci6n y no inmersos en el contenido del artículo 130 de 
la LPA. Por un lado, la posibilidad de audiencia directa de los 
ciudadanos sin necesidad de su canalización a través de asocia­
ción ni entidad ninguna. Por otra parte, la supuesta extensión 
del precepto constitudonal a los intereses difusos y colectivos, 
no comprendidos, según esta interpretación, en el ámbito de lo 
previsto en la ley procedimental. Sin embargo, si la existencia 
del primer campo parece evidente, no es pacífico, en cambio, lo 
anteriormente afirmado respecto a los intereses aludidos por el 
artículo 1 30.4 ( 1 3). En efecto, Sánchez Morón defiende que la 
alusión que este precepto realiza a entidades de cari¡cter corpo­
rativo debe entenderse, tras la· aprobación del texto constitucio-

( 10) REBOLLO PUIG; La participación de las entidades representativas de 
intereses en. el procedimiento de elaboración de disposiciones adminis­
trativas generales. En RAP n.0 1 15, 1 988, p. 139. 

( 1 1) La Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de marro de 1 987 (Ar. 1 .825), 
citada también por el autor, obliga efectivamente a la audiencia directa 
ele los particulares afectados, con base en el art. 105 a), sin aludir al art. 
130 LPA. No deja de ser curioso que otra sentencia de la misma fecha y 
sala (Ar. 1 .832) niegue el carácter vinculante de la audiencia del art; 1 30, 
corroborando as{ una copiosa jurisprudencia. 

( 12) RE�OLLO PUIG. La participación de las entidades represeniativas de 
intereses en e\ procedimiento de elaboración de disposiciones adminis­
trativas generales, p. 140. 

( 13) La posibilidad de esta discrepancia es admitida por este autor, eh la 
misma obra, p. 14 1 ,  nota 91 .  

· 
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nal, realizada también a entes y asociaciones portadoras de inte­
reses colectivos ( 14). 

Esta discusión no es precisamente gratuita a nuestros efectos. 
No en vano, si se consideran incluidos los intereses difusos y 
colectivos en aquellos aludidos por la LPA, resultará que el 
mecanismo participativo previsto en su artículo 130.4 tiene plena 
aplicación en la materia ambiental, por cuanto ésta constituye 
uno de los casos comúnmente entendidos como interés difuso. 
En casq contrario, si concluimos que este tipo de intereses no 
tienen cobijo, respecto a la elaboración de reglamentos, fuera del 
artículo 105 a) de la Constitución, parece que tendríamos que 
conformarnos con esperar a que se produjera la legislación de 
desarrollo anunciada en este precepto para poder poner en prácti­
ca el límite de audiencia como mecanismo de participación en la 
elaboración de reglamentos que afecten al medio ambiente. Esto 
último, sin perjuicio de que, a través de la legislación sectorial, 
se concretara esta a\}diencia con respecto a determinadas mate­
rias relativas a la protección del entorno. Resultaría, por todo ' 
ello, interesante que la doctrina se pusiera de acuerdo respecto a 
la amplitud de la fórmula intereses de carácter general o corpo­
rativo consagrada por el legislador de 1958. 

En defensa de la postura de que el interés ambiental queda 
incluido en la redacción del artículo 1 30.4 LPA, puede señalarse 
que así parecen entenderlo Alonso Gardia ( 1 5) y Sánchez 
Morón ( 1 6),  cuando al hablar de participación ciudadana en 
materia: ambiental, entran a citar este precepto sin hacer referen­
cia a la aludida discusión. 

Sin embargo,· la postura contraria, defendida por Rebollo 
Puig, es sólidamente argumentada, llegando a cit;µ-, expresamen-

(14) SANCHEZ MORON, La participación del ciudadano en la Administra­
ción Pública. Madrid: CEC, 1980, p. 1 83, nota 17. 

(15) ALONSO GARCIA, Enrique. La participación de individuos en la toma 
de decisiones relativas al medio ambiente en España. En REDA n.º 61 ,  
1989, p .  53. 

( 16) SANCHEZ MORON, Miguel. La participación del ciudadano en la pro­
tección y gestión del medio ambiente. En Derecho y medio ambiente. 
Madrüi: MOPU, 198 1 ,  p. 170. 
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te, la inadecuación del interés ambiental al artículo 130.4 de la 
LPA: «Aunque se admita, y el artículo 1 30.4 LPA tratara de ade­
cuarse a la amplitud del artículo 105 a) de la Constitución, nunca 
podrá conseguirlo en su totalidad. Por una parte, porque se refie­
re a entidades que por ley ostenten la representación o defensa 
de tales intereses, lo que no parece que pueda incluir en su totali­
dad a las asociaciones portadoras de intereses difusos. Por otra 
parte, porque concretamente sólo menciona a la Organización 
sindical, en cuya po!)ición, tras haber desaparecido, sólo se pue­
den entender subrogadas las entidades que defienden intereses 
empresariales, laborales o, en general, profesionales. También 
éstos pueden considerarse, tal vez, intereses difusos, pero, desde 
luego, no serían nada más que un tipo relativamente reducido de · 

ellos ( . . .  ). Pero no parece factible incluir a estas asociaciones en 
las previsiones del artículo '130.4 LPA. Lo mismo podría decirse 
del medio ambiente, en el que se reconoce comúnmente uno de 
los casos prototípicos de interés difuso. Este artículo realmente 
sólo da cauce a intereses profesionales o similares.» ( 17) · 

A nuestro entender, a pesar de reconocer el peso de los 
argumentos recién expuestos, es preciso incluir el mecanismo 
del artículo 130.4 LPA como un cauce participativo aplicable a 
la materia ambiental, tras una lectura del mismo concorde a la 
Constitución. Queda ya dicho que este precepto no agota el 
campo abarcado por el artículo 105 a) de la Carta Magna, pero 
constituye en la actualidad el único referente de desarrollo de 
éste. El significado de esta postura consistiría en obviar la refe­
rencia legal a la organización sindical, y en entender los intere­
ses ambientales, reconocidos como difusos, comprendidos en el 
ámbito de los intereses de carácter general a que alude el pre­
cepto. No debemos olvidar que la LPA procede de 1958, época 
en la que no resultab� previsible una alusi�n legal a los intere­
ses difusos o ·colectivos. Por otra parte, la expresión intereses de 
carácter general resulta paralela a la de disposiciones de carác­
ter general que figura en la cabecera del capítulo. Si entre las 

(17) REBOLLO PUIG, La participación de las entidades representativas de 
intereses en el proceqimiento de elaboración de disposiciones adminis­
trativas generales, p. 141 ,  nota 91 .  
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disposiciones 'de carácter general o reglamentos podemos 
encontrar con facilidad aquellos que regulan diferentes materias 
conformadoras de intereses difusos, lógico es considerar que 
esto es debido a que estos intereses revisten el carácter general . 
exigido por .el apartado 42 del artículo 1 30. 

. Para realizar esta concreción de la· expresión intereses de 
carácter general, debemos hoy, lógicamente, apoyarnos en el 
propio artículo 105 a) de la Constitución. La Ley Orgánica del 
Poder Judicial obliga a interpretar la legislación conforme al 
texto constitucional ( 18) y, por otra parte, es falso que este 'pre­
cepto carezca de virtualidad en cuanto no se dicte la legislación 
que lo desarrolle. En primer lugar, porque el tan aludido artículo 
1 30.4 LPA debe ser considerado como un desarrollo parcial 
(aunque, sin duda, no celebrado) del .precepto. En segundo lugar, 
porque el Tribunal Constituéional ha declarado que cuando la 
Constitución remite determinada regulación a una ley posterior. 
no quiere ello decir que la ConstitiJción. no resulta de aplicación 
directa en tanto tal legislación se produ�e. sino que lo que el 
constituyente quiso evitar fue la regulación de dicha materia por 
medio de normas de rango inferior. Esta opinión es corroborada 
por el alto tribunal precisamente respecto al artículo 105 c) de la 
Constitución, afirmando que «debe señalarse que la reserva de 
ley que efectúa en este punto el artículo 105 de la Norma Funda­
mental no tiene el significado de diferir la aplicación de los 
Derechos fundamentales y Libertades públicas hasta el momento 
en que se dicte una ley posterior a la Constitución, ya que en 
todo caso sus principios son de aplicaCión inmediata» (19). 

Resumiendo, podemos decir que, a nuestro entender, sería 
muy conveniente, en primer lugar, que se di.ctara la legislación 
anunciada en el artículo 1 05 ,  en el sentido de asegurar la 

( 18) art. 5 . 1  de la LO 6/85 de 1 de julio: «U Constitución es la  norma supre­. 
ma del ordenamiento jurídico, y vincula a todos los Jueces y Tribunales, 
quienes interpretarán y aplicarán las leyes y los reglamentos según los 

1 preceptos y •principios constitucionales, conforine a 111. interpretación de 
los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Cons­
titucional». 

(19) Sentencia del TC de 8 de junio de 1981,  fundamento juTI;dico 5.12• 
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audiencia, tanto individual como colectiva, a todos los afecta­
dos, en la e laboración de los reglamentos concernientes al 
medio ambiente. En segundo lugar, en tanto en cuanto no se 
produce esta legislación, debe hacerse un esfuerzo por parte de 
la Administración y los tribunales contencioso-administrativos 
en asegurar la aplicabilidad del principio participativo que ins­
pira est(} precepto constitucional, especialmente respecto a 
aquel las normas que pretendan afectar a intereses difusos o 
colectivos. Por último, que el trámite de audiencia en la elabora­
ción de disposiciones de carácter general que prevé la LPA debe 
considerarse, mientras tanto, . extendido también al supuesto de 
los reglamentos ambientales, aunque ello resulte . extremada� 
mente difícil en la práctica; por una parte por la, a nuestro · 

modo de ver, equivocada opinión jurisprudencial que con idera 
este trámite auditivo �orno facultativo para la Administración; 
por otro lado, por la dificultad que genera el hecho de que las 
eritidades participantes deban ostentar la representación de estos 
intereses por ley. Esto ne obstante, Sánchez Morón afirma que 
esta audiencia tiende a hacerse más frecuente, precisamente en 
la materia ambiental (20) . 

. 

En relación con el juego del artículo 1 30.4 LPA respecto a 
la  audiencia colectiva en la elaboración de reglamentos 
ambientales, debemos considerar tres cuestiones principales. 
En primer lugar, el carácter facultativa u obligatorio de este 
trámite auditivo en la actualidad. Posteriormente, ha de darse 
respuesta a la pregunta de cuáles son lo c.olectivos ambienta­
'Jes qué pueden optar a este tipo de participación. Por último, 
debe determinarse en qué momento del procedimiento cabe 
realizarse 6Ste trámite de audiencia. 

Respecto a la interpretación de la audiencia contenida en la 
LPA como un trámite facultativo o preceptivo, hay que eñala:r, 
ante todo, que la jurisprudencia al .respecto, aunque copiosa, 
resulta contradictoria. Antes de la entrada en vigor del texto 
constitucional, el Tribunal Supremo optó mayoritariamente por 
considerar que la concesión de auqiencia en la elaboración . de 

(20) SANCHEZ MORON, Miquel. La participación del ciudadano en la .pro­
tección y gestión del medio ambiente, p. 1 70. 
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reglamentos era una facultad discrecional de la Administración. 
En esta línea encontrarnos abundantes sentencias. La de 6 de 
diciembre de 1977 (21) señala literalmente: 

«que basta con tener a la vista el único precepto legal 
invocado para comprobar que la LPA, en dicho artículo 
130.4, no impone el trámite de consulta a la Organización 
Sindical y demás entidades aludidás en el mismo, en todo 
supuesto, sino que. por el contrario, concede un margen 
de discrecionalidad bastante amplio, pues lo condiciona a 
la circunstancia de' que sea posible y a que la índole de la 
disposición lo aconseje, reforzando inciuso ia posibilidad 
de no pedir el parecer de dichas Organización y entidades 
cuando se opongan a ello razones de interés público debi­
. <lamente consignadas en el anteproyecto» (22). 

Claro que, una cosa es el carácter discrecional o no de la 
concesión de la audiencia a las entidades citadas en el precepto, 
y otra la existencia de límites al trámite de audiencia, cuya fis­
calización no debiera quedar en manos de la Administración 
extlusivamente. 

En la misma línea se sitúa la Sentencia del Tribunal Supre­
mo de 25 de octubre de 1978 (23), que afirma rotundamente el 
carácter discrecional de la audiencia: 

· 

«en cuanto a la falta de informe de la organización 
sindical, aparte el carácter facultativo que le atribuye el 
artículo 1 30.4, subrayado por una reiterada interpretación 
jurisprudencia! que impide considerar el procedimiento 
viciado por su omisión . . . » (24). 

Corno muestra de la copiosa jurisprudencia preconstitu­
cional de la misma opinión, citaremos aquí ot.ras sentencias 

· del Tribunal Supremo en el mismo sentido. Así, encontrarnos, 
entre otras, las de 29 de diciembre de 1 964 (25), 6 de diciern-

(21)  Ref. Ar. 4.877. 
(22) .considerando 3.Q 
(23) Ref. Ar. 3.35 1 
(24) considerando 2.Q 
(25) Ref. Ar. 5.569 
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bre de 1 966 (26), 17  de junio de 1 970 (27), 6 de marzo de 
1 972 (28), 14 de diciembre de 1 972 (29), 25 c:Ie septiembre 
de 1973 (30), 1 7  de octubre de 1973 (3 1 )  y , 6 de diciembre de 
1 977 (32). 

No obstante, eorno tampo o sucederá tras la aprobación de 
la Carta Magna, la jurisprudencia no es en este perfodo unáni­
me. Pueden ehconll'ar e, en efecto, algunas sentencias aisladas 
en sentido opuesto. Una de éstas e la ae 1 6  de mayo de 1 972 
(33), que abre su' cuarto conside.rando diciendo: 

«ciertamente, el párrafo 4-º- del artíoulo 1 30 de la Ley 
de 1 958 comienza diciendo "sjempre que ea po ible y la, 
índole. de La dispo ición asf lo aconseje" al referirse a los 
informes de l as entidade , interesadas·  pero emejante 
autorización comprensible comQ cautela del interés . 
público ante la extrema variedad y el delicado alcance 
que pueden revestir algunas de las disposiciones genera­
les, no constituye. la expresión de una discrecionalidad de 
arbitrario o infundado uso sino que queda supeditado a 
lo que el propiQ párrafo consigna al final "salvo cuando 
se opongan a ello razones de interés público debidamén-
te consignadas en el anteproyecto".»  

Sin embargo, nuesn-o mayor interés radica e'n considerar la  
.influencia que sobre el  contenido de este artículo ha tenido la  
aprobación de la Constitución. En concreto, es _preciso decantar­

e �obre � el artículo 1 05 a) de la Carta Magna ha alterado el 
carácter del trámite de la LPA, en el sentido de que éste deba 
considerarse hoy como preceptivo para la Administraeión. 

En principio, hay que afirmar que la jurisprudencia mayori­
taria sigue siendo favorable a entender la audienda como facul-

(26) Ref. Ar. 338 de 1967. 
(27) Ref. Ar. 3 . 133.  
(28) Ref. Ar. 1 . 1 75.  
(29) Ref. Ar. 5.324. 
(30) Ref. Ar. 3.406. 
(3 1 )  Ref. Ar. 4.047. 
(32) Ref. Ar. 4.877. 
(33) Ref. Ar. 2.97 1 .  
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tativa (34)1 Para esta tendencia jurisprudencia� la presencia del 
artículo 1 05 a) de la Constitución no convierte en preceptivo el 
trámite de la  LPA en tanto en cuanto no lo señale así una ley de 
desarrollo de aquél .  Esta opi,nión está manifiesta en la sentencia 
de 3 julio de 1 986 (35): 

«por lo que se trata (el artíeulo l 05 a) de la Consti­
tución) de un mandato a1 legislador parn que regule los 
casos ciréunstancias y disposiciones en que se ha de 
conceder esa audiencia, y mientras no se regule por la 
ley pos.terior a la Constitución, habrá de seguir  apl · can­
do las normas antedores qu.e no sean contrarias a la 
misma; este precepto por sí mismo, no impone esa exi­
gencia insoslayable de oír al Consejo General de los 
Médicos .. .  » (36). 

La Sentencia de 30 de diciembre de 1 986 (37) también 
comienza su exposición con el mismo argumento: 

«En primer lugar se solicita en la demanda la nuli­
dad de la Orden Ministerial ( . . .  ) por incUIIlpl imiento del 
trámite de audiencia previsto en los art(culos 105 a) de 
la Constitución y 1 30.4 de la LPA nul idad que no se da 
en el presente oa ·o -porque el  artículo l 05 a) de la 
Constitución envía a las leye ordinarias e l  estableci­
miento y regulación del derecho de audiencia, de modo 
que en tanto tal trámite n<;> haya sido objeto de la regula­
ción indicada no cabe estimar su falta como causa de 
nulidad formal» (38). 

(34) En este sentido, muchas sentencias no aluden al arL. l05 de la Conslitu­
ción para -señalar que el trámite del art. 1 30.4 LeA es discrecional . Entre 
otras, las sent:encias de 2 1  de febrero de l 979 (Ar. 775), 1 1  de junio de 
1 980 (Ar. 3. 1 74), 1 0  de juruo de 198 1  (Ar. 2.455), 25 de mayo de 1982 
(Ar. 2.806), 4 de octubre de 1983 (Ar'. 5.063), 20 de enero y 24 de mayo 
de 1 984 (Ar. J 73 y 3 . 132), 30 de abril de 1985 (Ar. 1 990), 24 de enero y 
24 de junio d 1 986 (Ar. 1.5 y 3. 776) y 2 de marzo de 1 987 (Ar. 1 .832). 

(35) Ref. Ar. 3.853. 
(36) Primer fundamento de derecho. 
(37) Ref. Ar. 7.632. 
(38) Primer fundamento de derecho. 
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Con inusitada claridad y en el mismo sentido se expresa 
también la Sentencia de 21 de octubre de 1986 (39), particular­
mente en su fundamento de derecho segundo'(40). 

A pesar de esta reiterada doctrina jurisprudenoial negando 
efecto alguno al artículo 105 a) de la Constitución y proclaman­
do, consiguientemente, la discrecionalidad del trámite previsto 
en el precepto 130.4 de la LPA, es lo cierto que también tras . la 
aprobación de la Constitución, el Tribunal Supremo se pronun­
cia en.sentido contrario más de una vez. 

De esta línea destacaremos principalmente dos sentencias, 
que defienden la obligatoriedad de la audiencia, con desigual 
argumentación .. En efecto, la Sentencia del Tribunal Supremo 
de l de diciembre de 1982 (4 1 )  considera el informe de las 
entidades representativas como preceptivo, pero Jo hace en 
función, exclusivamente, del propio artículo 1 30.4 y sin alu­
dir para ello al 1 05 a) de la nom1a fundamental. A · SU vez, 
esta breve sentencia destaca cuáles son los límites teóricos de 
tal preceptividad: 

«El que acaba de citarse (el del artículo 130.4 de la 
LPA) es asjmismo un iQ.forme preceptivo, cuyo carácter 
y naturaleza presentan una indudable y estrecha afinidad 
con el trámite de los interesados que se exige en el pro­
cedimiento administrativo ordinario, según se expresa en 
la Sentencia de esta sala de 1 6  de mayo de 1972 (42), si 

' bien su exigencia está condicionada a tres circunstancias: 
1) que sea posible; 2) que la índole de ·1a disposición así 
lo aconseje y 3) que no se opongan a ello razones de 

(39) Ref. Ar. 5.498. 
(40) «Tampoco puede invocarse el artículo 1 05 a) de la Constitución para 

insistir en el carácter preceptivo de los informes colegiales, por tratarse 
de una norma necesitada de un previo desarrollo legislativo. Sólo cuando 
éste tenga lugar y se regule la audiencia de los ciudadanos, ·directamente 
o a través de organizaciones o asociaciories reconocidas por la ley, en el 
procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter generál, 
quedará definido el alcance del mandato constitucional». 

(41 )  Ref. Ar. 7.73 1.  
(42) Véase la nota 33. 
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interés público debidamente consignadas en el antepro­
yecto» (43) (44). 

Obséf\.(.e e la equiJ>aración que e quie.re hacer entre l a  
audiencla en el procedimiento d e  elaqoración de disposiciones 
generales y la audiencia del pIOcedimiento ordinario (45�. trá­
m ite cuya finalidad es de garantía, no tanto de participac1ón. 
Esta consideración del tTámite del artículo 1 30.4 LPA como un 
mecanismo de garantía, no puede er compartida poI nosotros, 
que queremos ver en él una modalidad de participación ciuda­
dana en la elaboración de los reglamentos ambientales (46). 

La Sentencia de 29 de diciembre de 1 986 (47), por su parte, 
es realmente importante por la abundante y, a nuestro juicio, 
correcta argurnentaeión que ofrece respecto a la obligatoriedad 
de la audiencia del artículo 130.4 LPA. 

En efecto el pronunciamiento del Supremo habla aquí de 
<<informe preceptivo bien que mat izado varios conce.ptos jurfdi .. 
c::os indeterminados» (48). Lo realmente relevante para _nosotros 
e la justificación que realiza el Tribunal de esta obl igatoriedad 
de la audiencia atendiendo al artí ulo 1 05 a) de la Consl i lución. 
En concreto, el fundamento jurídico 4� señala: · 

«Este carácter preceptivo del trámite se corrobora 
,atendiendo a criterios de mayor relevancia hermenéutica. 
( . . . ) B) El principio de interpretación conforme a la Cons­
titución de todo el ordenamiento ju.rf dioo (artículo 5 de la 
LOPJ) intensifica la conclusión apuntada. El artículo 9.2 
de la Constitución a plra a obtener una intensa "participa-

(43) 6.º considerando. 
(44) Con el mismo espíritu la Sentencia de 22 de diciembre de 1 982 

(Ar. 8.081) .  
(45) art. 9 1  de la LPA. 
( 46) En este sentido, apoyando nuestra opinión, está el fdto. jco.3.2 de la Sen­

tencia 6/8� del Tribunal Constitu�ional, de 8 de mayo. El artículo 105 a) 
es visto desde la perspec1iv11 participativa por GARRIDO FALLA y 
desde la .gamntista por PARADA VAZQUEZ. 

(47) Ref. Ar. 1 .675 de 1 987. 
(48) Tercer fundamento de derecho. La misma idea se repite en el fun­

. damento 5.2• 
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ción" ciudadana y en esta l '  ea su artículo 105 a) prevé 
la audiencia de los eludadanos, directamente o a través de 
las organizaciones o asociaciones reconocidas por la ley, 
ea el procedimiento de elaboración de las disposicioneS' 
administrat ivas que les "afecten" :  el • consejo" del artí­
culo 1 30.4 de la Ley de Procedimiento, entendido confor­
me a la Constitución es claramente una "exigencia"» 

Aquí puede basar e, pues, la tesis de entender que la pro­
mulgación de la Constitucjón, en cuanto que procura un ólaro 
impulso a la participación popular, ha transformado el mecanis­
mo del artículo 1 30.4 LPA en un instrumento de aso preceptivo, 
y no d iscrecional, euya exígencia estará en función de lo. con­
ceptos juríd ioo in.determinados del propio precepto. 

La auténtica justificación de Ja necesidad de la partiéipaoión 
popular en el proceso de elaboración de reglamentos por la 
Administración, está claramente formulada en el fundamento 
jurídico 6!!, que tras señalar la esencialidad del vicio de omisión 
del trámite del artículo 130.4, dispone que: «La potestad regla­
mentaria, aun con intenso límites reglados, tiene inevitable­
mente aspectos discrecionales. Es cierto que la doctrina ha veni­
do alumbrando técnicas cada vez más eficaces, para el control 
de la discrecionalidad administrativa ( . . .  ). Pero aun así hay 
siempre un ú ltimo núcleo de oportunidad, allí donde son pó. i­
bles varias soluciones igualmente justas, en el ' que no cabe sus­
tituir la deeisión administrativa por una decisión judicial. Y es 
en esta zona de pura oportunidad donde la partieipación ciuda­
dana va a resultar esencial :  para garantizar la ''legalidad ' del 
reglamento el recurso jurisdiccional es una v(a p lenamen.te ade­
cuada. En cambio ya no lo es, tanto para asegurar u "acierto y 
oportunidad' . En e te teneno pueden existir alegaciones que 
hechas .en la v.fa administrativa por el  cauce del art. 1 30.4 de la 
LPA podrían dar l ugar a una rectificacipn del cri terio de la 
Administración y que sin embargo fonnUladas en sede jurisdic­
cional resulten inoperantes». 

Esta explicación resulta plenamente trasladable re pecto a 
las d isposiciones generales que afectan al medio ambiente, 
máxime si  recordamos la necesidad insoslayable para el Dere-
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cho ambiental de articular cauces de participación eminente­
mente preventivos, por cuanto. como sabemos, Ja tutela juris­
diccionaJ puede resultar frecuentemente tardía para los fines de 
protección ambiental perseguidos. 

Coipo puede observarse, tanto Ja Sentencia de 1 de diciem­
bre de 1982 (49) como la recién expuesta de 29 de diciembre de 
1 986, defienden el tFámite de audiencia colectiva como precep­
tivo. Sin embargo, mientras }a pdmera lo configura como un 
mecan\smo garant ista, asimilable a Ja audiencia del procedi­
miento administrativo ordinario en esta ú l tima, el artículo 
1 30.4 es entendido como un medio participativo, a l  igual que ·e1 
artículo 1 05 a) de la Constitución (50). Es de tacable este carác­
ter parti ipativo del trámite previsto en la LPA, por cuanto nos 
ayuda a anudarlo directamente al de. arrollo del precepto consti­
tucional citado, que fue declarado. a su vez por el Tribunal 
Constitucional como un cauce de participación funcio;ial. Así se 
señala en la Sentencia de 8 de mayo de 1 985: 

«La audiencja de los ciudadanos, dírectamerite o a 
través de- organizaciones y asociaciones (articulo 105 a� 
de la Constituc::ión) no c0nstituye· ni a aquél los ni a éstos 
en interesados en el sentido de partes p.rocedimentaJes 
nece arias. Se ttata de un c�o de participación funciona1 
en la elaboración de disposiciones de carácter general, 
directamente o mediante organizaciones de representa­
ción de intereses». (5 1 )  

Nuestra p stura, favorable a l a  preceptividad del informe 
requerido por La LPA tras la interpretación de ésta conforme a 
la Constitución encuentra ñnalmente también su apoyo en l a  
docLTina. Efectivamente, Parada Vázquez, al comentar e l  artícu­
lo J 05, concluye: «Esta exigencia hay que entenderla, a nuestro 
jtúcio, en el sentido de que, de ahora en adelante, ese requisito 
de la audiencia de las corporaciones o asociaciones representati-

( 49) Véase la nota 4 1 .  
(50) En este scnlido, D E  LA CRUZ FBRRER. Nulidad de reglamento por 

violación de los principios generales del Derecho y omisión de la 
audienci¡¡ a los imeresados . En REDA n.0 52, 1986, p. 612. 

(51 )  Sentencia 61/85 de 8 de mayo, fdto. jco. 3,11. 
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vas de intereses, es preceptiva y no dispensable, de tal suerte 
que su falta provocaría la nulidad de la disposición en cuestión. 
El argumento que permite llegar a esta conclusión es que la 
constitucionalización de este trámite carece de sentido si no es 
para reforzar su exigencia, hacer de esa audiencia un requisito 
esencial y no dispensable. Para dejar las cosas como estaban, es. 
decir, para que constituyera una simple facultad discrecional de 
la Administración el oír o no a esas corporaciones y asociacio­
nes representativas de intereses, para eso no era necesario citar 
en la · Constitución dicho trámite de audiencia, emplazando al 
legislador ordinario para su re�ulación.» (52) 

Señalábamos anteriormente como necesario, fijar el mómen­
to adecuado del procedimiento en el que debe tener lugar el 
informe que se cita en el párrafo 49 del artículo 1 30. Descartado 
el paralelismo entre este trámite participativo y el de audiencia 
del interesado, previsto en el artículo 9 1  de la misma ley proce­
dimental, no deben condicionar las expresiones presentes en este 
último precepto el momento en que deba tener lugar la participa­
ción .que aquí estudiamos. Siguiendo a Rebollo Puig, concluire­
mos que los informes correspondientes deben ser solicitados, 
una vez elaborado ya un proyecto de disposición, antes de su 
remisión al órgano competente para su aprobación (53). Por otra 
parte, resulta acertada la crítica que Sánchez Morón realiza a la 
brevedad del plazo dado por la ley para fa redacción del informe 
razonado (54). Este plazo, de diez días, resultará muchas veces 
insuficiente en cuestiones ambientales complejas (55). 

El problema más grave que encontramos en la aplicación 
del artículo 1 30.4 LPA, respecto a la materia que nos ocupa, 

(52) PARADA VAZQUEZ, Comentarios al artículo 105 de la Constitución, 
p. 3 16. 

(53) REBOLLO PUIG, La participación de las entidades representativas de 
intereses en el procedimiento de elaboración de disposiciones adminis­
trativas generales, p. 163. Véase también la Sentencia del Tribunal Supre­
mo de 6 de julio de 1 982 (Ar. 5349), �n su considerando 4.2• 

(54) SANCHEZ MORON, .La participación del ciudadano en la protección y 
gestión del medio ambiente, p. 170. 

(55) Los plazos establecidos en la LPA pueden ser prorrogados por la Admi­
nistración, a lo sumo, en la mitad de su duración, según el art. 57. 
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es el de determinar cuáles son los colectivos a los que debe 
ller concedida la posibilidad de emitir un informe en torno al 
proyecto de disposición elaborado. Aquí chocamos con ei 
tenor literal del precepto, que alude a «entidades que por ley 
ostenten la representación o defensa de intereses de carácter 
general». Hay, pues, una sustancial diferencia entre esta fór­
mula y la empleada en el a1:1ículo 105 a) de la Constitución, 
que se refiere a «organizaciones y asociaciones reconocidas 
por la ley». En este segundo caso, a diferencia de lo estable­
cido en la LPA', la entidad en cuestión no precisa el que la 
ley le otorgue o reconozca la representación o defensa de los 
intereses respectivos. 

En tanto en cuanto no existe ley que señale. cuáles son los 
colectivos representativos de los intereses ambientales, la solu­
ción a la pregunta de cuáles son las asociaciones que . tienen 
derecho a la audiencia en la elaboración de reglamentos que 
afecten· al medio ambiente, se toma compleja. A este respecto, 
podríamos pensar en. dos tipos de respuestas. La primera, más 
aventurada, consistiría en considerar que, dado que venimos 
estimando el artículo 1 30.4 LPA _como el único precepto que 
actualmente sirve de desarrollo al· artículo 105 a) de la Consti­
tución, debe aquél ser hoy interpretado de conformidad con 
éste. Por tanto, la aprobación de la Norma Fundamental habría 
supuesto la ampliación del derecho a la audiencia del artículo 
1 30.4 LPA a todas aquellas asociaciones simplemente recono­
cidas por la ley, y que representen o defiendan intereses que se 
vean afectados por la futura disposición general, de forma 
directa y relevante, no resultando ya preciso que tal representa­
ción o defensa venga configurada en virtud de una norma legal. 

. Al margen de esta solución, las posibilidades de interven­
ción de colectivos en la elaboración de los reglamentos relativos 
al entorno, se reducen. Y se hace preciso hurgar en el ordena­
miento para encontrar apoyos que permitan legitimar la partici­
pación de entidades en la materia que nos ocupa. Comienza a 
vislumbrarse en este punto, la necesidad de que se busquen fór­
mulas legales que legitimen la actuación participativa de colec­
tivos en cuestiones ambientales, a semejanza de lo que se ha 
realizado en otras materias. 
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En este sentido, hay que afirmar que la existencia de una 
legislación sectorial en otros campos,  preocupada por la 
audiencia de las entidades en la elaboración de . las normas 
reglamentarias, consigue una doble finalidad. Por un lado, hace 
ociosa la díscusión referente a la preceptividad o discr�cionali­
dad del trámite previsto en el artículo 1 30.4 LPA, por cuanto la 
participación funcional a que nos referimos se produce en estos 
casos en virtud de otro precepto legal específico (56). Por otra 
parte, aclara quiénes son los sujetos que ostentan este derecho 
a la audiencia sobre los proyectos de reglamento. Encontramos 
ejemplos de esta regulación en la legislación social (57), así 
como en la relativa a Colegios Profesionales (58) (59) y defen­
sa de los consumidores y usuarios (60). Dentro de este último 
campo, destacamos el artículo 22 de la Ley General de Defensa 
de los Consumidores y Usuarios, modelo actual de regulación 
de la participación en la elaboración de disposiciones generales 
y que, además, puede afectar a los ciudadanos como usuarios 
de servicios públicos éte gestión ambiental. El artículo en cues­
tión señala lo siguiente: 

« 1 .  Las Asociaciones de consumidores y usuarios serán 
oídas, en consulta, en el procedimiento de elaboración de 
las disposiciones de carácter general relativas a materias 
que afecten directiunente a los consumidores o usuarios. 

(56) Véase, en este sentido, el 2.Q considerando de la Sentencia de 1 5  de octu­
bre de 1982,. (Ar. 5.771) ,  alusiva al art. 2.2 de la Ley de Colegios Pro­
fesionales. 

(57) Pueden señalarse al respecto, la disp. adicional 1 .11 de la Ley 8/80 de 10 
de marzo, (Estatuto de los trabajadores) y el art. 7.5 del Decreto 2.065/74 
de 30 de mayo, que aprueba la Ley general de la Seguridad Social. 

(58) La Ley 2/74 de 13 de febrero, de Colegios Profesionales, señala en su 
art. 2.2: «Los órganos supenores de las profesiones informarán precepti­
vamente los proyectos de Ley o de disposiciones de cualquier rango que 
se refieran a las condiciones generales de las funciones profesionales, 
entre las que figurarán el ámbito, los títulos oficiales requeridos, el régi­
men de incompatibilidades con otras profesiones y el de honorarfos, 
cuando se rijan por tarifas o aranceles». Véase también el art 9. 1 i) y j) 
de la misma Ley. 

(59) Véase Ja disp. adicional de la Ley 3/80 de 10 de enero, de Cinematogra­
fía y Cinematógrafos. 

(60) Ley 26/84 de 19 de julio. 
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2. Será preceptiva su audiencia en los siguientes casos: 

a) Reglamentos de aplicación de esta Ley. 

b) Reglamentos sobre productos o servicios de uso y 
consumo. 

c) Ordenación del mercado interior y disciplina del 
mercado. 

d) Precios y tarifas de servicios, en cuanto afecten 
directamente a los consumidores o usuarios, y se encuen­
tren legalmente sujetos a control de las Administraciones 
Públicas. 

e) Condiciones generales de los contratos de Empresas 
que presten servicios públicos en régimen de monopolio. 

f) En los casos ·en que una ley así lo establezca.» 

Para la problemática ambiental que nos ocupa, en conse­
cuencia, una mayor vigorización de la participación en la elabo­
ración de reglamentos puede venir, tanto por el desarrollo legis­
lativo del artículo 1 05 a) .de la Constitución, como por una 
legislación sectorial ·ambiental a semejanza de la establecida en 
materia de consumo. 

Como señala Alonso García, «ninguna ley relacionada con el 
medi0' ambiente establece el derecho de las organizaciones o ciu­
dadanos a participar en el procedimiento. Probablemente ello se 
debe al hecho de que en este área, contrariamente a lo que ocurre 
en el ámbitQ profesional y en sectores laborales e industriales, no 
hay organización representativa mayoritaria» (61). 

Entretanto, para determfnar cuáles son las entidades con 
derecho a la audiencia para los proyectos de reglamentos 
ambientales, o consideramos que a la luz del artículo 1 05 a) de 
la Constitución se ha extendido esta facultad a las organiza:cio­
nes y asociaciones reconocidas por la ley, o buscamos referentes 
legales que nos acerquen a la expresión «entidades que por ley 

(61 )  ALON�O GARCIA, Enrique, La participación de individuos en la toma 
de decisiones relativas al medio ambiente en España, p. 54. 
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ostenten la representación o defensa de intereses de carácter 
general» (o ambiental). En este sentido, podemos aludir aquí a 
las siguientes posibilidades legales: 

A) En virtud del artículo 15 '  de la Ley de Agricultura de 
Montaña (62), los afectados directa o indirectamente por 
. dicha norma, pueden constituirse en Asociación de Mon­
taña de su zona respectiva. La misma ley recoge expresa­
mente que el objeto de estas asociaciones será servir de 
cauce de participación. Asimismo, el .artículo 1 6  de la 
ley les reconoce el derecho a participar en la elaboración 
de programas de ordenación y promoción de recursos 
agrarios de montaña, así como en su ejecución, estando 
facultadas para, en todo momento, solicitar información 

. a la Administración o plantear iniciativas o sugerencias. 
Para todo ello·, estas asociaciones deberán inscribirse en 
un registro especial, creado al efecto (63). 

B) En virtud de. la legislación sobre Espacios Naturales Pro­
tegidos. (64), para colaborar con el Instituto Nacional 
para la Conservación de la Naturaleza �n las funciones 
que ostenta, se constituirá en cada espacio natural prote­
gido, un Patronato. o Junta, cuya composición, cometido 
y funcionamiento se especificarán en cada ley o regla­
mento correspondiente (65). En los patronatos de los 
Parques Nacionales, cuyó régimen jurídico se establece 
por ley, se prevé ,la presencia de representantes de aso� 
ciaciones que por sus estatutos se dedican a la defensa de 
la naturaleza (66). 

C) La Ley catalana de protección de animales y plantas 
(67), también contempla en su artículo 39 la posibilidad 
de reconocer como Asociaciones de Defensa y Protec-

(62) Ley 25/82 de 30 de junio. 
(63) arts. 17 y 6 b) de la Ley 25/�2. 
(64) Ley 4/89 de 27 de marzo. . 
(65) art. 20 de la Ley 4/89. 
(66) Véanse los arts. 8 . 1  de la Ley i5/80 de 3 de mayo y 5 . 1  de la Ley 91n8 

de 28 de diciembre. 
(67) Ley 3/88 de 4 de marzo. 
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•, 

ción de los animales, a .aqeéllas que estén legalmente 
constituidas y que tengan por única finalidad este defen­
sa y protección. Dichas asociaciones se inscribirán en un 
registro creado por el Departamento catalán de Agricul­
tura, reconociéndoseles por ello la condición de entida­
des colaboradoras, pudiendo optar así a la percepción de 
ayudas y al conve,nio con la Administración en tareas de 
protección de los animales. 

En estos casos podemos referimos a estas entidades o asocia­
ciones como ostentadoras, en virtud de una ley, de la representa­
ción y defensa de. intereses ambientales. A éstos podría sumarse 
el supuesto de las asociaciones de consumidores y usuarios en 
cuanto sus miembros sean usuarios de determinado servicio de 
gestión ambiental. A nuestro entender, pues,. todas estas asocia­
ciones deben ser consultadas en la elaboración de reglamentos, 
en el campo específico que les concierna, máxime cuando han 
sido objeto de registro por la Administración, por mandato de 
una norma de rango legal. La misma opinión es susteptada por 
Alonso García, si bien la práctica, tanto ac,lministrativa como 
jurisdiccional, parece estar lejos aún de esta tesis (68). 

Es preciso también aclarar si es posible que la Administración 
conceda la posibilidad de emitir informe razonado sobre el pro­
yecto de disposición general solamente a algunas de estas, entida­
des (69). En este sentido, el Tribunal Supremo ha declarado: 

«El trámite de audiencia de las Organizaciones 
profesionales de Detectives Privados ( . . .  ) ,  no puede 
conducir a que la audiencia a que el precepto se refiere 
exija de una forma exhaustiva oír a todas las Organiza­
ciones Profesionales de Detectives Privados, existentes 
en España, sino tan _ sólo a las que se estimen necesa-

.(68) ALONSO GARCIA, Enrique. La participación de los individuos en la 
toma de decisiones relativas al medio ambiente en España, p. 56. 

(69) A este respecto, puede verse REBOLLO PUIG, La participación de las 
entidades representativas de intereses en el procedimiento de elaboración 
de disposiciones administrativas generales, p. 154 y ss. y. SANCHEZ 
MORON, La participación del ciudadano en la protección y gestión del 
medio ambiente, p. 1 70. 
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rias para que· la Administración pueda llegar a tener 
conocimiento de los deseos y preocupaciones corpora­
tivos de las Organizaciones Profesionales de Detecti­
ves Privados . . .  » (70) 

Parece que este tema debería unirse al concepto de tepre­
sentatividad �e cada entidad, de modo que se establezcan cri­
terios que aseguren la audiencia a los colectivos cuyos inte­
reses tienen un mayor arraigo demostrado. No obstante, 
reconocido el derecho a la audiencia a una asociación, no 
parece que éste pueda negarse discrecionalmente por la 
Administración, sino sólo para aquellos casos en los que la 
realización del trámite exigido por el artículo 1 30.4 LPA 
para con todas las entidades legitimadas, resulte notoriamen­
te penoso y perjudicial para los propios intereses que se pre­
tenden proteger rilediante la reglamentación a aprobar. Entra 
así esta . cuestión dentro del campo de los conceptos indeter-
minados de este precepto. 

· ' 

Analizadas, pues, las posibilidades actuales que ofrece el 
trámite de audiencia para la participación en la elaboración de 
reglamentos ambientales, y visJas sus persistentes limitaciones, 
es consecuencia lógica resaltar la necesidad de que salga a la 
luz una adecuada legislación de desarrollo del artículo 105 a) de 
la Constitución, así como la conveniencia de una legislación 
sectorfal en que se prevea, igualmente, este mecanismo, se espe­
cifiquen las entidades representativas que deben ejercerlo y se 
arbitren plazos más amplios para el mismo. 

Por lo que respecta a la legislación de desarrollo del precepto 
constitucional citado, su interés primordial estaría ·en la exten­
sión del aspecto subjetivo de esta fórmula de participación,' en un 
doble sentido . . Por una parte, accederían a la audiencia las orga­
nizaciones y asociaciones simplemente reconocidas por la ley y 
afectadas por la disposición. Por otro lado, este mecanismo se 
extendería también a los ciudadanos individualmente considera­
dos, cuya forma de intervenir hoy día en la elaboración de dispo­
siciones de carácter general se ryduce a la posibilidad de que el 

(70) Sentencia .de 6 de diciembre de 1985 (Ar. 644), fundamento de derecho 3.Q. 
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ministro correspondiente acuerde el sometimiento de la disposi­
ción a un plazo de información pública (7 l). 

Finalmente, respecto al carácter cumulativo o disyuntivo de 
ambas formas de participación (individual y colectiva), parece 
acertada la opinión de Garrido Falla, quiell' se inclina por la pri­
mera hipótesis, afirmando respecto a la redacción del artículo 
105 a) que «parece tener más carácter copulativo que disyuntivo 
y que, en todo caso, podría servir para simultanear la participa­
ción de las organizaciones mediante el trámite de audiencia en 
sentido estricto (notificación individualizada del proyecto con 
emplazamiento para alegaeiones) y la de los ciudadanos en 
general a través de la: información pública» (72). 

2. La participación en la elaboración de planes y programas 

El desarrollo de una correcta planificación en la materia 
ambiental reviste tan.ta importancia como el acierto adminis­
trativ:o en la elaboración de los reglamentos administrativos 
relativos al medio ambiente. No en vano, ambas funciones, 
planficadora y reglamentaria, constituyen el grueso de una 
política sobre el entorno de corte preventivo. Es por ello que 
éste debe ser, igualmente, un espacio idóneo para el fomento 
de la participación popular. La importancia de la planifica­
ción y de la programación respecto a la protección del medio 
ambiente en el que habitamos se entiende con facilidad, y 
viene a exigir la disposición de una serie de cautelas que, por 
una parte, legitimen ampliamente la adopción de un marco 
de juego destinado a ser duradero y, por otro lado, ayuden a 
la toma de decisiones correctas y oportunas para los fines 
que se persiguen. 

La planificación se revela como una técnica idónea respecto 
a la materia ambiental (73). Para reafirmar esta aseveración, 

(7 1) apartado 5.º del art. 1 30 LPA. 
(72) GARRIDO FA{..LA. Comentarios a la Constitución. Madrid: Civitas, 

1985, p. 1 .055. 
(73) En este sentido, FERNANDEZ RODRIGUEZ. Derecho, Medio Ambien­

te y desarrollo. En REDA n.º 24, 1980. 
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baste recordar lo proclamado en la Declaración de Estocolmo 
de 16 de junio de 1 972 (74): 

«A fin de lograr una ordenación más racional de los 
recursos y mejorar as{ las condiciones ambientales, los 
Estados deberían acordar un enfoque integrado y coordi­
nado de la planificación de su desarrollo, de manera que 
quede asegurada la compatibilidad del desarrollo con la 
necesidad de proteger y mejorar el medio humano en 
beneficio de su población» (75). 

«La planificación racional constituye un instrumento 
indispensable para conciliar las diferencias que puedan 
surgir entre las exigencias del desarrollo y la necesidad 
de proteger y mejorar el medio» (76). 

De hecho, el Estado, en la actualidad, ejerce permanente,. 
mente •una labor planificadora en numerosos sectores. El Esta­
do es el gran agente de la Economía y de la vida so9ial de 
cada país y programa, en consecuencia, gran parte de la activi­
dad de éste, con mayor o menor grado de vinculatoriedad; 
abarcando tanto actividades públicas como privadas. En la 
génesis de este fenómeno se encuentra la creciente interrela­
ción de intereses y la cada vez mayor trascendencia de los 
intereses generales y colectivos. 

Precisamente, el cuidado del ambiente es uno de esos 
intereses de carácter suprapersona� que no queda asegurado, 
como sabemos, con el cumplimiento individual del deber de 
conservación del entorno inmediato. Antes bien, es precisa la 
intervención de un agente que programe y oriente la actua­
ción sobre el medio de todos los individuos y colectivos de 
determinado marco geográfico. A su vez, la magnitud e inte-

(74) Declaración hecha por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Medio Humano, reunida en Estocolmo del 5 al 16 de junio de 1972. 
Véase también, por ejemplo, el a�. 2 e) del Reglamento general para el 
desarrollo y ejecución de la Ley 22/88 de 28 de julio (en Decreto 
1 .471/89 de 1 de diciembre). 

(75) Principio 13 .  
(76) Principio l4. 
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racción de los fenómenos ambientales provocan que esta pla­
nificación se adecúe geográficamer,tte en una doble dirección. 
Por una parte, la programación ambiental debe realizarse 
sobre espacios cada vez más definidos, en orden a depurar 
con precisión los orígenes de los desajustes produ idos en 
nuestro medio. Al mismo tiempo, por otro lado los desequili­
brios ambientales van siendo constatados como una cue tión 
que no conoce fronteras ni límites territoriales artificiales, y 
que exige por tanto, una ampliación de les ámbitos de su -pla.­
nificación .  Cuestión ésta, que va iendo superada con dificul­
tad por el Derecho, aún muy vinculado a la .e tructutas polí­
ticas de cada Estado. 

La función de la planificación ambiental es, en consecuen­
cia, doble. Trata, en un primer sentido, dé establecer un marco 
de actuación global sobre el entorno, afeotante tanto a sujetos de 
derecho privado como público. Ello se consigue, en ocasiones 

· median.te normas vinculantes, y otras veces mediante meras 
recomendaciqnes y directrices que, a su vez, preparan el cambio 
frecuentemente a posteriores reglamentaciones ambientales o a 
actos no normativos con trascendencia para el medio. 

· En segundo lugar, mediante los planes y programas se con­
sigue ofrecer una certeza al conjunto social, un referénte sobre 
las actuaciones posible las aconsejables y las indeseadas, de,s­
tlnado a perdurar durante un espacio de Liempo determinado. En 
este segundo entido, Ja planificación ofrece a la sociedad civil 
un margen de seguridad jurídica en la materia ambiental, nrocli­
ve, por otro lado� al rie go de ser objeto de una normación exce­
siva y espontánea por parte de la Administración. La elabora­
ción de los planes ofrece así un necesario componente reflexivo 
a cuestiones de importancia para el conjunto de la sociedad. 

Tampoco puede dejarse a un lado la importancia de la plani­
ficación ambiental en cuanto técnica de coordinación adminis­
trativa, máxime si consideramos la dispersión de las competen­
cias ejecutivas en la materia y la consiguiente confusión que 
ésta pµede generar de cara a los agentes sociale . 

Debemos a continuación plantear la cuestión del papel que 
juega respecto a la planificación o programación ambientales la 
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participación ciudadana. Para ello, es preciso aludir a las formas 
de elaboración de los citados planes y programas. 

· 

Atendiendo a la Constitución española de 1978, respecto al 
concepto de planificación encontramos una única referencia 
(77) en el artículo 1 3 1 ,  cuyo tenor literal es el siguiente: 

« l .  El Estado, mediante ley, podrá planificar la actividad 
económica general para atender a las necesidades colec­
tivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regional y sec­
torial y estimular el crecimiento de la renta y de la rique-

. za y su más justa distribución. 
· 

. 

2. 'El Gobierno elaborará los proyectos de planificación, de 
acuerdo con las previsiones que le sean suministradas 
por las Comunidades Autónomas y el asesoramiento y 
colaboración de los sindicatos y otras organizaciones 
profesionales, empresariales y económicas. A tal fin se 
constituirá un Consejo, cuya composición y funciones se 
desarrollarán por ley». 

En esta referencia constitucional a la programación econó­
mica, lo interesante, a nuestros efectos, es el hecho de que la 
aprobación de tal labor programadora deba realizarse por medio 
de una ley. El objetivo de tal previsión es, sin duda, asegurar la 
legitimidad de un acto con una grave trascendencia para el con­
junto del Estado y dotarle de un procedimiento, el parlamenta­
rio, que asegure su reflexividad y su carácter democrático. 

Sin embargo, no todos los planes y programas siguen el 
mismo camino para llegar a su aprobación. Mientras que en 
algunos c,asos, es requerida efectivamente la presencia de una 
ley para la culminación del Plan (78),  en otros sectores de la 
planificación ambiental no está presente dicha exigencia. En 
este caso, se busca a veces dar una mayor legitimidad al Plan 
remiti�ndolo, para su debate· . .Y discusión, al poder legislativo 

' 

(77) Además de su mención como competencia de titularidad estatal, en el 
art 149. L3 .2. 

(78) Este es el caso, por ejemplo, del Plan Hidrológico Nacional, en virtud 
del art. 43 de la Ley 29/85 .  
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(79). Eri otros supuestos, la elaboración del plan o programa 
queda totalmente dentro de la esfera de actuación del poder eje._ 
cutivo o de la Administración. Es precisamente en esta última 
hipótesis donde la necesidad de la participación ciudadana . 
adquiere una clara justificación. En efecto, para fos prográmas y 
planes no respaldados de alguna manera por el poder legislati­
vo, se hace precisa la instauración de un cauce participativo 
popular con una entidad suficiente para poder dotar a aquéllos 
de una mayor legitimidad. Legitimidad' necesaria dada l(\ tras­
cendencia de lo contenido en el plan y su vocación de perma­
nencia. En esta misma línea se sitúa el artículo 4.2. de la Ley 
del Suelo, de redacción anteriot al texto constitucional: 

«La gestión pública suscitará, en la medida más 
amplia posible, la iniciativa privada y la sustituirá, cuan­
do ésta no alcanzare a cumplir los objetivos necesarios, 
con las compensaciones que esta Ley establece. En la for­
mulación, tramitación y gestión del planeamiento urba­
nístico, los Organos competentes deberán asegurar la 
mayor participación de los interesados y en particular los 
derechos de iniciativa e información por parte de las Cor­
poraciones, Asociaciones y particulares.» 

La función legitimadora de la participación popular en la 
elaboración de planes y prognunas de naturaleza ambiental es 
también destacada desde la doctrina y debe ser entendida como 
definitivamente reforzada a partir de la entrada en vigor de la 
Constitución (80). En este sentido, son destacables las palabras 
de Fernández Rodríguez, suscritas también por Martínez Martín 
(8 1) :  «Esta participación ciudadana desde el principio hasta el 
final del proceso de planeamiento, unida a la representatividad 
de los gestores de la cosa pública que tienen que aprobarlo 
finalmente, asegura a partir de ahora a los planes de la legitima-

(79) Ejemplo de este supuesto lo sería el Plan Energético Nacional de 1983, 
aprobado por el Pleno del Congreso el 28 de junio de 1 984, tras su deba­
te en comisión. 

(80) arts. 1 . 1 ,  9.2 y 45.2 de la Carta Magna. 
(8 1 )  MARTINEZ MARTIN, Las funciones de las administraciones públicas 

en el'medio ambiente: intento de sistematización, p. 330. 
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ción democrática de la que venían careciendo y garantiza de ese 
modo su arraigo en la colectividad, proporcionando una base 
firme de partida a la política de gestión del medio ambiente». 

Por otra parte, la participación de particulares en la planifi­
cación ambiental puede encontrar una justificación complemen­
taria en la incorporación de la opinión de técnicos o especialis­
tas que, con unos conocimientos cualificados, puedan contribuir 
al acierto en el ejercicio de esta función administrativa. 

Vista, pues, la causa y función que ejerce la participación 
popular en el apartado que ahora nos ocupa, hemos de conside­
rar a continuación las técnicas o cauces a través de los cuales 
se ve.rtebra esta participación en la elaboración de la planifica­
ción ambiental. 

Desde un punto de vista sustantivo, la función programado­
ra o planificadora de la administración con respecto al . medio 
ambiente abarca una gran variedad de supuestos (82) .  S in 
embargo, en el aspecto formal, los instrumentos participativos 
en dicha función se reducen casi exclusivamente al trámite de la 
información pública, sin perjuicio de la siempre presente facul­
tad de formular iniciativas no vinculantes para la administración 
correspondi�nte. 

El cauce de la información pública, previsto ·para la elabora­
ción de las disposiciones de carácter general en el artículo 130.5 
de la Ley de Procedimiento Administrativo y para los actos 

(82) Entre los planes y programas ambieqtales que se prevén en la legislación 
actual o que han sido instados desde la Administración, pueden citarse, 
entre otros: el señalado Plan Energético Nacional; al Plan Hidrológico 
Nacional y los Planes Hidrológicos de Cuenca (art. 38 de la Ley 29/85), 
los programas de ordenación y promoción de recursos agrarios de mon­
taña (art. 10 de la Ley 25/82); planificación general en materia de com­
bustibles gaseosos (art. 3 de la Ley 10/87); Planes de ordenación de los 
recursos naturales (art. 4 de la Ley 4/89); Plan Nacional de residuos tóxi­
cos · y peligrosos (art. 1 1  de la Ley 20/86). Como ejemplo de planifica­
ción autonómica afectante al medio ambiente, Plan general de carreteras 
del País Vasco, en Ley 2/89 de 30 de mayo. Por supuesto, reviste en esta 
materia una gran importancia la normativa sobre ordenación del territo­
rio, contenida en la Ley del Suelo (Decreto ¡ .346n6 de 9 de abril) y en 
el Reglamento de Planeamiento (Decreto 2. l 59n8 de 23 de junio). 
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administrativos en el artículo 87 del mismo cuerpo legal, carece 
de un respaldo expreso en la Constitución de 1978. Sin embar­
go, visto el decidido apoyo que ésta realiza de la partieipación 
ciudadana, especialmente en su artículo 9.2, no pu�de menos 
que entenderse que el trámite de información pública, que ase­
gura un mínimo de participación en la elaboración de los planes 
ambientales, es no sólo concordante, sino también exigido por 
el espíritu de la Carta fundamental. 

' 

Esto no obstante, resulta imprescindibly también que las 
propias normas que prevén la elaboración de estos planes y pro­
gramas mencionen y regulen, en su caso, el procedimiento con­
creto a través del cual este· mecanismo se va a llevar a la prácti­
ca (83). Ello está referido, principalmente, a aquellos planes y 
programas que no llegan al Parlamento en ningún momento de 
su elaboración (84). 

Quizás el caso paradigmático de regulación del trámite de 
informacióp pública para la función planificadora de la Admi­
nistración lo constituye el artículo 41  de la Ley del Suelo. No 
podemos olvidar que la ordenación territorial va a disponer d� 
una trascendental importancia respecto a las cuestiones 
ambientales que nos preocupan. En efecto, como señala Sán­
c_hez Morón, «la normativa sobre ordenación del territorio, la 
Ley del Suelo y sus. disposiciones complementarias, sí que per­
miten un enfoque global, en cuanto que va a dar_ lugar a una 
delimitación de los diferentes usos del suelo mediante planes 
urbanísticos, . en especial los Planes Directores Territoriales de 

(83) Véanse, a este respecto, los arts. 1 10, 1 16, 120.2, 1 25, 1 28, 138 .2, 140.4, 
141 .2, 14i2, 147.3, 1 5 1 .2, del Reglamento de Planeamiento (decreto 
2.159/78 de 23 de junio; arts. 27.2 y 41 del Texto Refundido de la Ley 
sobre régimen del suelo y ordenación urbana (decreto 1 .346/76 de 9 de 
abril), art. 10 de la Ley ,de agricultura de montaña (Ley 25/82 de 30 de 
junio); art. 6 de la Ley de Espacios Naturales Protegidos (Ley 4/89 de 27 
de marzo). 

(84) El ya citado Plan General de carreteras del País Vasco contiene este trá­
mite de información pública durante, al menos, dos meses, en virtud del 
art. 12.3 de la Ley 2/89 de 30 de mayo. El Plan General de carreteras del 
Estado para 1984-1991 ,  por su parte, fue ratificado por el Congreso el 20 
de marzo de 1986. 

· 
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coordinación y los Planes Generales municipales. De su correc­
ta aplicación depende en buena parte el futuro de nuestro 
medio ambiente» (85). 

En este sentido, la misma legislación urbanística es vista 
cqn optimismo, respecto al tema de la participación popular, por 
Bastida, quien asegura que «el paso de un planeamiento (década 
de los 60) sectorial, tecnocrático y desarrollista a otro (década 
de los 80) in�egral, participativo y de crecimiento moderado no 
partió sólo de las esferas de técnicos o responsables políticos, 
sino que confluyó en numerosos movimientos cívicos reivindi­

. cativos de un mayor protagonismo. Es así como en 1 975, en la 
Ley de reforma de la Ley del Svefo y Ordenación Urbana, la 
necesida4 de la participación pública (objetiva, global, universal 
y responsable) en el planeamiento urbano, consagrada definiti­
vamente en el posterior Reglamento de Planeamiento ( . . .  )» (86). 

En fin, el aludido artículo 41 de la vigente redacción de la 
Ley del Suelo se refiere, eri su apartado primero, al trámite de la 
información pública con el siguiente tenor: 

«Aprobado inicialmente el Plan Parcial, Programa de 
Actuaciórt Urbanística o Proyecto de Urbanización por la 
Corporación u Organismo que lo hubiese redactado, éste 
lo someterá a información pública durante un mes, y 
transcurrido el plazo, si se tratare de Planes, Programas o 
Proyectos no redactados por el Ayuntamiento respectivo, 
se abrirá otro período de igual duración para dar audiencia 
a las Corporaciones locales a cuyo territorio afectaren». 

Queda por saber, finalmente, si el referido trámite de infor­
mación pública resulta ser un instrumento·adecuado para la par­
ticipación popular respecto a la elaboración de planes afectantes 
al medio ambiente. En este punto, y coincidiendo sustancial-

(85) SANCHEZ MORON. La participación del ciudadano en la protección y 
gestión del medio ambiente. En Derecho y Medio Ambiente, CEOTMA­
MOPU, 1981 ,  p. 174. 

(86) BASTIDA, G. Las Evaluaciones de Impacto Ambiental en la ordenación 
del territorio: el caso de las Obras Públicas. En Ordenación del Territo­
rio y Medio Ambiente, IVAP, Oñate, 1988; p. 53 1 .  
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mente con Alonso· García (87),  señ.alaremos dos aspectos 
importantes que inciden, el uno positivamente y el otro de modo 
negativo, en esta evaluación. 

En primer lugar, es preci�o señalar que, gracias al mecanis­
mo de la información pública, los particulares, individual o 
colectivamente, _pueden articular propuestas,  iniciativas o suge­
rencias respecto al proyecto de plan o programa que la Adminis­
tración presente. Al ejercer esta faceta participativa, estos parti­
culares vienen a constituirse en personas interesadas en el proce­
dimiento administrativo (88), con facultad, en su caso. de com­
batir la disposición final (89). Por tanto, ostentando la represen­
tación de intereses no directos difusos o colectivos, puede conse­
guirse el status de interesado por medio de la formulación de 
propuestas durante el trámite de la información pública. 

Por otró lado, sin embargo, no existe base sólida para 
defender que la Administración actuante esté obligada a res­
ponder directamente a tales alegaciones. La Administración 
viene obligada a considerar y tener en cuenta las sugerencias 
he.chas por el público, pero la falta de preceptividad de una 
contestación razonada a estas consideraciones puede diluir 
gran parte de la virtualidad de este trámite como mecanismo 
realmente participativo. Sería, por tanto, deseable que la nor­
mativa que prevea la técnica de la información pública en el 
procedimiento de elaboración de los planes que afectan al 
medio ambiente disponga también la obligación administrativa 
de responder motivadamente a las sugerencias realizadas por 

(87) ALONSO GARCIA. La participación -de individuos en la toma de deoi­
siones relativas al medio ambiente en España. En REDA rr.2 6 1 ,  1989, 

1 p. 58. 
. 

(88) art. 23 de la LPA. 
(89) Esto resulta importante si consideramos que la Jurisprudencia defiende 

que, reconocida la legitimación en vía administrativa, no puede ésta ser 
negada ante los tribunales de la jurisdicción contencioso-administrativa. 
En este sentido, la Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de octubre de 
1978 (Ref. Ar. 3.688) declara expresamente que «como nuestro más alto 
Tribunal tiene declarado reiteradamente, no puede desconocerse en vía 
contencioso-administrativa una personalidad o una legitimación procesal 
activa que haya sido admitida y reconocida en el expediente gubernativo». 
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los particulares. Estas respuestas, en caso de amplio número 
de propuestas de los afectados, puede articularse de un modo 
colectivo que agilice su realización in entorpecer el procedi­
miento de aprobación del plan. En cualquier caso, lo que se 
pretende es impulsar un auténtico diálogo entre la Administra­
ción y los particulares que otorgue una plena vi¡tualidad a la 
participación de los ciudadanos y sirva de marco para el nece­
sario deb·ate ambiental. 

Como se ha señalado con anterioridad, este trámite de infor­
mación pública es, hoy por hoy, el contenido esencial de la 
faceta participativa en la función planificadora ambiental. Sin 
embargo, ello no excluye dertodo otros posibles cauces de par­
ticipación en este campo, que pueden ser encontrados en las 
normas o ºen la práctica administrativa. 

En este sentido, hay que mencionar aquí el cauce de las 
encuestas públicas, en virtud de las cuales la Administración 
está. facultada para solicitar de los particulares la información 
que se estime como necesaria para la correcta elaboración del 
plan. Información, que los particulares están obligados a procu­
rar. El ejemplo de este mecanismo que encontramos en nuestro 
ordenamiento, ,viene contenido en el artículo 1 1 6 del Reglamen­
to de Planeamiento (90), cuya redacción es la siguiente: 

« 1 .  Antes de acordar la elaboración de cualquier Plan de 
Ordenación, Norma o Programa, la Administración 
urbanística actuante podrá abrir un período de informa­
ción pública para recoger sugerencias u observaciones 
sobre la necesidad, conveniencia y demás circunstan­
cias de la ordenación. 

2. Acordada la elaboración del Plan, la autoridad u Organis­
mo administrativo correspondiente podrá recabar la docu­
mentación e información necesarias de los Organismos 
públicos correspondientes, de los concesionarios de servi­
cios públicos y de los particulares que pudiesen aportarla. 

(90) Reglamento para el desarrollo de la Ley sobre Régimen del Suelo y 
Ordenación Urbana, aprobado por Decreto 2 . 159/78 de 23 de junio. 
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3 .  Los Organismo y particulare afectados por el deber de 
prestación documental o informativa están obligados a 
cumplirlo en el plazo establecido en la Ley de Procedi­
miento Administrativo .( . . .  )?> 

Como puede fácilmente observarse, en comparación con eJ 
tr�nite de información. pública antes estudiado, el tpecanismo 
de las encuestas públicas es un instrumento participativo que se 

· aracLeriza por una restricción en su ámbito subjetivo, por cuan­
to afecta a un colectivo más �oncreto de particulares. Por otro 
lado contrasta también con la infom}ación pública en la vincu­
latoriédad de la participación que la encuesta conlleva para con 
los sujetos privados reclamaHos por la Administración. Final,. 
mente, hay que de: tacar el carácter facultativo que el empleo de 
este trámite reviste de cara a la propia Administración, lo eual 
sería deseable que fuera objeto de revisión, en el ·sentido de 
obl igar a aquélla la infonnación y documentación que por su 
interés resulten necesarias o convenientes en la elab ración del 
plan, y que obren en manos de sujetos particulares. 

Desde un punro de vista más infonnal , es precl o también alu­
dir a la posibil idad de que la Administración Tecurra a ejercer 
directamente funciones arbitrales entre intere es sociales divergen­
tes -para la elaboración de determinado plan o programa.ambiental 
(91 ). En la prác(icai ésta es una realidad presente en muchas oca­
i;iones, con la que se pretende otorgar a la planificación una mayor 
d0sis de realismo, a í como de seguridad en pU cumplimiento. Ll1s 
consideracienes que en tomo a esta· posibilidad política de partici­
pación pueden hacerse, on idéAticas a las de tacadas respecto a la 
participación infonnal en e} procedimieoto de elaboración de dis­
posioiones de carácter general o reglamentos. 

Finalmeme, hay que aludir a las posibilidades que pue<;len 
abrirse a la participación por la vía de Ja planificaeión de la acti­
vidad económica general prevista en el artículo 1 3 1  de la Cons­
titución, en aquelló que pudiera afectar al medio ámbiente. Hoy 
en día, resulta evidente que el factor ambiental dispone de un 

(9 1 )  PEREZ LUÑO. Reflexiones sobre la sustantividad del Derecho Ambien­
tal. En RAP n.2 1007102, 1983, p� 2.783. 
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puesto propio en la programación de la .actividad económica, 
por lo que tampoco debiera resultar improcedente alguna suerte 
de articulación de una representación de los i11tereses ambienta­
les en el consejo cuya constitución' se prevé en el párrafo segun­
do del mismo artículo 1 3 1 .  

3. L a  participación en actos no normativos 

La consolidación de la Administración como agente de peso 
trascendental en la vida económica de un país, conduce a cons­
tatar como real la inciclencia que la propia actividad administra­
tiva pueda proyectar de modo directo obre el medio ambiente. 
En efecto, el de arrollo práctico de los planes, programas o ner­
mas elaborados por la Administración puede tener una repercu­
sión inmediata sobre el me.dio, en. ocasiones de mayor magnitud 
que la propia actividad de los particulares.  

Al referirnos en este apartado a actos administrativos no nor­
mativos con incidencia sobre el medio ambiente no incluimos 
aquí aqueUas actuaci0nes de la Administración que pueden enca­
jarse en el seno de otras funcione administt'ativas, como, por 
ejemplo; la de policía. En cambio c0nsíderamos principalmente 
bajo este epígrafe el acome imiento por la Administracjón de 
grandes trabajos ele �nfraestructura y obras públicas en general. 
Es innegable que la eonsirucción de una autopista de un nuevo 
trazado de ferrocarril o ·de una central térm ica posee un impacto 
ambiental que afecta no sólo a los sujetos privados directamente 
afectados por la obra, sino a la comunidad en su conjm:1.to. · 

Por ello, es también claro que los proyectos públicos de estas 
características necesitan de una amplia reflexión previa que ase­
gure la idoneidad de la decisión lo cual puede lograrse, al menos 
en p�e, mediante los -1l:lecanismo de prutiéipación popular. Por 
otro lado� la necesidad de participación en la decisión previa a la 
ejecución de estas grandes obras se justifica también en la bús­
queda de una mayor legilimación de este tipo de decisiones. No 
en vano, estamos refiriéndanos a proyectos públicos que se plas­
marán en un re ultado concreto de dJJración indefinida, lo cual 
induce a pensar que .las instituciones competentes para adoptar 
tales decisiones, dado que vienen llamadas a ser renovadas en un 
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plazo medio a lo umo, precisan_ disponer de un respaJdp ciuda­
dano mayor a la hont de acometer este tipo de realizaciQnes. La 
participación ciudadana en este campo vendría avalada, en con­
secuencia tanto por la envergadura de la dec.i'.sión a adoptar, 
como por la fuerte dosis de imver ibilidacl de los efectos que 
tendrá u plasmación concreta. Nuevamente aflora aquí el nece­
sario carácter preventivo de la política a.rrtbiental y de la partici­
pación c iudadana en Ja eJabor.ación de la misma. 

A la hora de descubrir los cauces participativos que se ofre­
cen al ciudadano con respecto a este sector de la actividad admi­
nistrativa ambiental, fácilmente se intuye que nuevamente es el 
trámite de la infom1ación pública el mecani mo que goza de 
mayor presencia. Sia embargo, es preciso constatar en este punto 
que el Derecho ambiental ha previ ta un mecanismo protector 
específico para La realización de grande obras o construcciones. 
indepenctientemente del sujeto promotor de las m ismas. Con esta 
alusión queremos referirnos a las conocidas Evaluaciones de 
Impacto Ambiental, cuya normativa viene a incidir directamente. 
sobre el segmento de actuación administrativa que en este 
momento queremos abordar. Esta normativa, en consecuencia, 

· va a condicionar también el tratamiento de la participación res­
pecto a estos grandes proyectos acometidos por la Administra­
ción, por io que habremos de centrar nuestro análisis en el estu­
dio de los aspectos participativos previstos en la misma. 

Sin querer entqrr. aquí en un análisis del contenido sustanti­
vo de la normativa referente a las evaluaciones de impacto 
ambiental, sí parece justificado realizar unas mínimas conside­
raciones previas que nos ayuden así a centrar el aspecto partici- . 
pativo dentro dé está normativa. 

Para definir el concepto de evaluación de impacto ambiental 
acudiremos a una de las tanta definiciones ya acuñadas en 1a 
doctrina. Concretamente, Bastida proclama que «la Evaluación 
de impacto ambiental puede definirse como el proceso de anáU­
sis encaminado a gredecir e interpretar asf como para prevenir 
y minimizar, impactos ambientales que un proyecto o aetividad 
produciría, en eJ supuesto de que e l levara a cabo (y comparati­
vamente en el . upae to c.ontrario), con el fin de establecer su 
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aceptabilidad, modificación o rechazo pór parte de la Adminis­
tración» (92). En cualquier caso, es claro que la evaluación de 
impacto ·no supone de por sí un instrumento de decisión, sino de 

· conocimiento al servicio de la misma. Como definición legal de 
las evaluaciones de impacto ambiental tenemos en nuestro orde­
namiento la ofrecida po( el Real Decreto 1 . 1 3 1/88 de 30 de sep­
tiembre (93), que en su artículo 5 dispone: 

«Se entiende por Evaluación de impacto ambiental el 
conjunto de estudio y si temas técnicos que permitell' esti­
mar los efecto que la ejecución de un determinado pro­
yecto, obra o actividad causa sobre el �edio ambiente.» 

Por último, resulta ciertamente significativa a nuestros efectos 
el c;enoeptp gue adelanta Martín Mateo en relación· con la Evalua­
ciones de impacto. Para este autor «la EIA e un procedímiento 
participativo para la ponderación anticipada de las consecuencias 
ambientales de una prevista decisión de Derecho público» (94). 

El origen de esta técnica hay que buscarlo en los Estados · 
Unidos, fundamentalmente a partir de la .entrada en vigor de la 
National Environmental Policy Act (NEPA), de 1 969. En virtud 
de esta norma federal se instaura el sistema del «impact state­
ment» (95), ·  por "el cual toda autoridad pública queda obligada a: 
adjuntar a sus resoluciones una declaración o evaluación en 
tomo a los efectos negativos que dichas decisiones pudieran 
provocar sobre el medio ambiente. Este documento e puesto . a 
disposición de otros ergartism0s interesados, así como de los 
ciudadanos (96) quienes pueden intervenir efectuando la ale­
gaciones, sugerencias o peticiones que estimen oportunas o, en 
su caso, impugnando la decisión finalmente adoptada. 

Tras el ejemplo norteamericano, la técnica de las evaluacio­
nes de impacto ambiental ha conocid? una importante expansión 

(92) BASTIDA, G. Las evaluaciones del Impacto Ambiental en la ordenación 
del territorio: el caso de las Obras Públicas, p. 529 
(93) Real Decreto aprobatorio del Reglamento para la ejecución del Real · 

Decreto 1 .302/86 de 28 de junio. 
(94) MARTIN MATEO, Tratado de Derecho ambiental, p. 303. 
(95) Sección 102 de la NEPA. 
(96) En virtud de la Freedom Information Act de 1966 . .  
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en los países occidentales (97). El impulso de esta apretura es 
también debido en gran parte a la opinión favorable de 9rganis..: 
n1os internacionales c9mo el PNUMA, la OCDE, la FAO o las 
Comunidades Europeas (98), que han. señalado las evaluaciones 
de impacto como el instrumento más adecu�do para la preserva­
ción de los recursos naturales y la defensa del medio ambiente, e 
idóneo para la impl¡mtación de políticas preventivas. 

Precisameóte ha sido la Comunidad Europea la vía de 
entrada, de un modo definitivo, de esta técnica en nue�tro 
ordenamiento. En efecto, l.a obligación para los Estados 
comunitarios de adoptar las medidas :precisas en orden a que 
los proyectos con posible incidencia. notable sobre el entorno 
sean acompañados de una evaluación de dicho impacto, está 
presente en el ordenamiento comunitario a partir de Ja publi­
cación de la Directiva de 27 de junio de 1 985 (99), titulada 
«concerniente a la evaluación de las incidencias de ciertos 
proyectos públicos y privados sobre el ambiente». La recep­
ción de dicha Directiva en los diferentes Derechos de los 
Estados miembros pudo realizarse de acuerdo a los instru­
mentos jurídicos propios de cada país ( 1 00). En concreto, fa 
incorporación al ordenamiento español se realiza por medio 
del Real Decreto Legislativo 1 .302/86 de 28 de junio, de eva­
luación de impacto ambiental. A su vez, este real decreto 
legislativo · fue complementado con la aprobación de su 
Reglamento en 1 988 ( 101) .  Por último, en lo que respecta a la 
normativa sobre las evaluaciones de impacto, resta decir que 
determinadas Comunidades Autónomas ( 102) tienyn la posi­
bilidad de dictar normas de desarrollo del real decreto 
1 .302/86 en virtud de sus Estatutos o leyes de transfereneia 

(97) En concreto, tras 1970, esta técnica ha sido implantada en la RFA, Francia, 
Canadá, Colombia, Venezuela, Israel, Irlanda, México, Brasil, Países Bajos, ... 

(98) Véase el preámbulo del Real Decreto 1 .302/86, en su primer párrafo. 
(99) Directiva del Consejo 85/337/CEE de 27-6-85. 

(100) Un ensayo sobre las posibilidades de es.ta incmporación al ordenamiento 
alemán puede verse en BLUMEL. La incQrporaoión de la Directiva de la 
CEE sobre la prueba de impacto ambiental� En Autonomies n, 2 1 O, 1989. . 

(101) Aprobado por el Real Decreto 1 . 1 31/88 de 30 de septiembre;
· 

(102) Se trata de Euskadi,' Cataluña, Gal_icia, Andalucía, Valencia y Navarra. 
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respectivas ( 1 03).  En cualquier caso, el real decreto legislativo 
con tituye la legislación básica en 'materia de protección del 
ambiente ( 104), cuyo autor únicamente puede ser el Estado. 

El mismo real decreto 1 .302/86 alude en su preámbulo a los 
posibles antecedentes de que esta técnica había dispuesto en el 
ordenamiento estatal. El precedente de mayor entidad ·sería el 
contenido en el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubre, 
Nocivas y Peligrosas ( 1 05), cuyo artículo 29 dispone: 

«Cuando �e pretenda establecer una actividad que 
pueda resultar calificada entre las comprendida en este 
Reglamento, y desde luego todas las que figuran en el 
Nomenclator, será solicitada la licencia municipal exigida · 
por Ja Jegislaci6n de régimerL loca� mediante instancia diri­
gida al Alcalde corresp�>ndiente, acompañ.ada de tres ejem­
plares del proyecto y de una Memoria, en que ·e describi­
rán con la debida extensión y detalle las características de 
la actividad, posible repercusión sobre la sanidad ambien­
tal y sistemas correctores que habrán de utilizarse, con 
expresión de su'grado de eficacia y garantía de seguridad.» 

A pesar de é te y de otrós tímidos antecedente ( 1 06), fácil­
mente se entiende que la nueva regulación sobre las evaluacio­
nes de impacto supone el nacimiento de un campo normativo 
cliya elaboraejón tie.ne mucho que ver con la p_osibilidad de 
intervención ciudadana en la toma de decisiones sobre· proyec­
tos públicos de gran envergadura. 

( 103) En este marco autonómico, la primera norma de referencia es la Ley 
valenciana 2/89 de 3 de marzo. 

( 104) art. 1 .2 del real decreto, en relación con el art. 149. 1 .23.º de la Constitu­
ción. 

(105) Decreto 2.414/61 de 30 de noviembre. 
( 106) Pueden citarse entre ellos: la Orden del Ministerio de Industria de 1 8  de 

octubre de 1 976 para proyectos de nuevas industrias potencialmente 
contaminadoras de la atmósfera y ampliación de las existentes, también 
citada en el preám15Ulo del Decreto 1 .302/86; los Reales Decretos de 15  
de  octubre de  1 982 y 9 de marzo de 1 984 sobre actividades mineras de 
extracción a cielo abierto; la Ley 29/85 de 2 de agosto, de Aguas, en su 
art. 90; la Ley 22/88 de 28 de julio, de costas en su art. 42.2. 
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En este sentido nos interesa fundamentalmente cqmparar las 
previsiones hechas en la Directiva europea respecto a la partici­
pación de los particulares en el procedimiento, con el tenor de la 
norma que la incorpora a nuestro ordenamiento. 

En primer lugar, es preciso señalar que esta técnica de eva­
luación de las incidencias que sobre el entorno natural pueden 
tener determinadas grandes obras, se aplica en Europa tanto a 
los proyectos promovidos desde las instancias públicas, como a 
aquellos de naturaleza privada ( 107) .  Lógicamente nosotros 
centramos aquí nuestro interés en los proyectos de carácter 
público cuya realización compete a una administración. En 
cualquier caso, para que la evaluación resulte obligada se preci­
sa la exigencia de una autorización o resolución administrativa 
para que la obra pueda ser realizada. Este requisito es denuncia­
do por Martín Mateo como génesis de una importante laguna 
con respecto a determinados proyectos privados ( 108). Los pro­
yectos que deben ser objeto de evaluación de impacto ambiental 
en el Estado español vienen señalados en el anexo del real 
decreto, que incluye la reproducción del anexo primero de la 
Directiva ( 109), más unos pocos proyectos de los señalados en 
el anexo segundo de la norma comunitaria ( 1 10). Todos ellos 
son, sin duda, fuente potencial de debate ambiental en la socie­
dad, además de obras que habitualmente generan Uil fuerte 
rechazo en sectores afectados de la población. 

En cualquier caso, réspecto del ámbito objetivo abarcado 
por esta normativa es preciso señalar que quedan excluidos de 
la misma los proyectos relacionados con la Defensa nacional y 
los aprobados mediante una norma de rango legal ( 1 1 1 ). En 
este segundo caso parece claro que se confía en la capacidad 
del poder legislativo, asf como en su representatividad, para 

(107) art; 1 de la Directiva y del Real Decreto. 
(108) MARTIN MATEO, Tratado de Derecho ambienta/, p. 325. 
(109) Donde figuran los proyectos que obligatoriamente deben acompañarse 

por una EIA. · · 
( 1 1  O) La ley valenciana 2/89 amplía extraordinariamente el campo de supues­

tos en que la EIA deviene obligatoria. 
( 1 1 1 )  art. 1 de la Directiva y disp. adicional del decreto. 
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dotar a la decisión de la necesaria reflexividad. Ello puede ser 
UJl argumento cenero, -siempre y cuando el Parlamento actúe 
facfütando la par.ticipación de La población y muy especial­
mente de los que pudienm resultar má. directamente afecta­
do . No puede olvidarse que, con toda seguridad los efectos 
sobre el entorno de la decisión que e adopte van a, pr0yectarse 
en el tiempo más allá de la expiración del mandate del legi la­
tivo decisorio. Con respecto a lo" proyectos relativ0s a la 
defensa nacional resulta claro que es preciso también aquí 
cauces de participación que ayuden a legitimar la decisión en 
cuestión. La existencia innegable de cuestiones e informacio- · 

nes en este sector que deben quedar en secreto no justifica que 
las consecuencias que quieren ser evitadas, por ejemplo, en la 
construcción de un nuevo trazado de ferrocarril, se produzcan 
por la instalación de un nuevo polígono militar de tiro sin la 
adopción de las medidas preventivas necesarias, incluidas las 
de· carácter participativo . .  

La Directiva comunitaria alude a la participación, resaltando 
la importancia de la función informativa, ya desde su mismo 
preámbulo ( 1 1 2). Esta relación entre evaluación de impacto y 
participación públ ica es también resaltada por Martín Mateo: 
<<La ETA aparece desde sus orígenes, relacionada con La b·adi­
ci_ón anglosajona de las encuestas y audiencias pública , por lo 
que se hace especial hincapié en la garantía de que a lo largo de 
e.ste procedimiento y en sus distintos momento , seráñ oídos los 
afectados por la decisión final, que pueden ser no sólo comuni� 
dades o sujetos inmediatamente implicados, sino grupos que 
defienden intereses indirectamente en juego. Además de los 
particulares habrán de ser consultados y oídos organismos con 
competenCias concurrentes» ( 1 1 3). ' 

( 1 12) «Considerando que lá aurorización de los proyectos póblícos y privados 
suseeptíbles de tener incidencias notables sobre el ambiente no deberla 
ser ac.ordada sino de pués de la evaluaciórt de Los efectos notables que 
estos proyectos son susceptibles de provocar sobre el ambiente; que esta 
evaluación debiera efectuarse sobre la base de ·la infoimación apropiada 
provista por el promotor y eventualmente completada por las autoridades 
y por el público susceptibles de ser afectados por el proyecto;, .. » 

( 1 1 3) MARTIN MATEO, Tratado de Derecho ambiental, p. 304. 
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Esta necesidad de una adecuada presencia de los cauces ins­
trumentales de la participación ciudadana en el procedimiento 
no queda justificada tan solo por sus orígenes o por la necesidad 
de otorgar una decuada legitimación a la decisión que finalmen­
te se adopte, sino que también guarda una relación directa con 
el acierto técnico de dicha decisión. «La importancia, pues, de 
la participación y el interés porque se articule razonablemente a 
través del procesó EIA; debería ser prioritario para la propia 
Administración ya que el éxito del sistema EIA depende en gran 
medida de que se alcance una participación razonable que vehi7 
culice por canales i:eglados la opinión pública y sus propuestas» 
( 1 14). En este sentido, podría aludirse a ejemplos de práctica 
administrativa comparada de países con una m¡iyor experiencia 
en la utilización de esta técnica ( 1 15).  

La Directiva que nos ocupa regula los mec¡µiismos partici­
pativos en el procedimiento diferenciando, por una parte, la opi­
nión de los particulares en la fase de exposi�ión al público de la 
demanda de autorización y de las informaciones pertinentes y, · 
por otro, la información pública subsiguiente a la adopción de 
una determinada decisión. 

Respecto al primer momento, la Directiva ordena expresa­
mente lo siguiente: 

«Los Estados miembros velan: 

- para que toda demanda de autorización, así como las 
informaciones recogidas en los términos del artículo 5 ,  
sean puestas a disposición del público. 

- para que sea dada al público afectado la posibilidad de 
expresar su opinión antes de que el proyecto sea comenza­
do. Las modalidades de esta información y de esta consul­
ta son definidas por los Estados miembros, que pueden 
principalmente, en función de las características particula­
res de los proyectos o de los lugares afectados: 

" ( 1 14) ALLENDE. Luces y sombras en el conflicto ambiental. En Ekonomiaz 
n.2 17, p. 59. 

( 1 15) Pueden verse someras alusiones en los casos de EEUU, Canadá, Eire, 
Países Bajos y Dinamarca en el mismo artículo. 
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- determinar cuál es el público afectado. 
•,I 

- precisar los lugares donde las informaciones pueden ser 
consultadas. 

· 

- detallar la manera en la que el público puede ser informa­
do, por ejemplo por anuncio en un panel, publicaciones en 
los diarios locales y organización de exposiciones con pla­
nos, dibujos, cuadros, gráficos y maquetas. 

- determinar la .manera según la cual el público deba ser consul­
tado, por ejemplo, por remisión a escrita y encuesta pública. 

- fijar los plazos apropiados para las diversas etapas del 
procedimiento a fin de asegurar una toma de decisión en 
los plazos razonables» ( 1 16). 

· 

En cuanto al segundo de los momentos participativos pre­
. vistos por la Directiva, esto es respecto a la información públi­

ca una vez adoptada ya una decisión por la Administración, el 
artículo 9 de la norma comunitaria prescribe: 

«Cuando una decisión ha sido tomada, la o las competentes 
ponen a disposición del público afectado: 

- el tenor de la decisión y las condiciones en las que la deci­
sión es eventualmente basada. 

- los motivos' y· consideraciones que .han fundado la deci­
sión cuando ésta es prevista por la legisladón de los Esta­
dos miembros.  Las modalidades de esta información son 
definidas por los Estados miembros». 

Es preciso denunciar el exigua tratamiento dado por. el real 
decreto ,legislativo 1 .302/86 respecto a estos trámites partici­
pativos estipulados por la Directiva. Ciertamente, la regula­
ción que aquél real iza de la consulta y la información previs­
tas ·en la  nonna comunitaria resulta claramente insuficiente. 
En realidad, y a pesar del tenor literal del propio preámbulo 
del real decreto ( 1 17), éste se limita a hablar de la información 

( 1 1 6) arts. 6.2.º y 3.º de la Directiva. 
( 1 1 7) preámbulo, párrafo 5.º. 
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pública en su artículo 3ª, especificando que, si el proyecto que 
se quiere · ejecutar precisa de una autorización o licencia en 
cuyo procedimiento de concesión está ya establecida la obliga­
toriedad de abrir un plazo de información pública, la evalua­
ción de impacto ambiental se incorporará al procedimiento 
sustantivo como un requisito añ.adido. En caso contrario, el 
propio estudio de impacto debe ser sometido a un periodo de 
pública información ( 1 1 8) .  

Este pobre tratamiento de los cauces participativos en el  real 
decreto 1 .302/86 resulta especialmente criticable si considera­
mos que la .propia Directiva es la que ordena concretar los -tér­
minos en que deberán ser ejercidos la consulta y la participa� 
ción, señalándose fo.cluso, de forma ejemplificativa, determina­
das modalidades en las que ello podría llevarse a efecto. 

Por otro lado, el real decreto no diferencia entre informa­
ción y consulta de un modo claro, cuando la Directiva prevé 
específicamente ambos supuestos;  Estas deficiencias quieren ser 
paliadas por el real decreto 1 . 1 3 1/88, que aprueba el reglamento 
del anterior, en el que se realiza ya una regulación más detallada 
del procedimiento. 

Este reglamento de desarrollo contiene una sección específi- · 
ca que dispone cronológicamente las fases del procedimiento 
( 1 1 9). Este se inicia con la presentación por el promotor del 
proyecto de una memoria o resumen que especifica las caracte­
rísticas de la obra a realizar y que aquél presentará a órgano de 
medio ambiente que resulte competente. A partir del .momento 
de esta presentación queda abierto, por espacio de diez días, un 
plazo de consultas desde el órgano administrativo a las perso­
nas, instituciones y administraciones previsiblemente afectadas 

( 1 18) art. 3 del decreto: «El EIA será sometido, dentro del procedimiento 
aplicable para la autorización o realización del proyecto al que corres­
ponda, y conjuntamente con éste, el trámite de información pública y 
demás informes que en el mismo se establezcan. Si no estuviesen pre­
vistos estos trámites en el citado procedimiento, el órgano ambiental 
procederá directamente a someter el estudio de impacto a un periodo de 
información pública». 

· 

( 1 19) sección 3 .2, arts. 1 3  a 22. 
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por la ejecución del proyecto, quienes deberán contestar en un 
plazo.mfrximo de 30 días ( 120). 

' · 

Este trámite de consulta, aquí sí claramente diferenciado de 
la posterior información pública, constituye, en consecuencia, la 
primera vía participativa en el procedimiento. Sin embargo, 
estas consultas están 'previstas en la normativa española como 
una mera facultad de la Administración, que ilo viene obligada 
a efectuarlas. La Directiva comunitaria, por el contrario, ordena 
expresamente a los Estados vigilar para que sea dada a los parti­
culares afectados la posibilidad de poner de manifiesto su opi­
nión antes de que el proyecto sea comenzado. 

Teniendo en cuenta que lo establecido por la Directiva debe 
ser considerado, en todo caso, como un mínimo infranqueable 
por la legislación interna, sería conveniente una aclaración de la 
preceptividad de estas consultas, por otro lado, plenamente jus­
tificadas en proyectos de esta envergadura. De otra parte, tam7 
bién sería conveniente la flexibilización del plazo establecido 
para la contestación a la consulta, en función de las característi­
cas del proyecto, lo cual es �eñalado también en la norma comu­
nitaria ( 1 2 1 ) .  Finalmente, l¡:¡. normativa interna debería igual­
mente definir de modo.más concreto la forma en que se realiza­
rán estas consultas, determinando todos aquellos extremos men­
cionados expresamente en el artículo 6.3º de la Directiva. 

El segundo gran momento participativo está tratado en los 
artículos 1 5 ,  16 y 17 del real decreto de 1 988 .  La evaluación de 
impacto es, en virtud de ellos, sometida a información publica, 
bien dentro del procedimiento aplicable para la obtención de la 
autorización del proyecto, bien directamente en otro caso. De 
cualquier forma, para los proyectos públicos, un expediente, 
integrado por el documento técnico del proyecto, el estudio de 
impacto, y el resultado de la información pública, debe ser 
remitido al órgano de medio ambiente antes de su aprobación 
técnica ( 1 22). Respecto a este trámite informativo, es preciso 

( 120) art. 13.3 del decreto 1 . 13 1/88. 
(121) art. 6.3.º de la Directiva. 
( 122) art. 1 6.3.º del decreto 1 . 13 1/88. 
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referirse también a una necesaria flexibilización del plazo de 30 
días establecido, que debe ser hecha considerando particular­
mente las características del proyecto en cuestión y de su 
emplazamiento. Igualmente, la Directiva ordena respecto de la 
información, concretar los extremos antes aludidos y contenidos 
en el artículo 6.3º de la misma. 

La importancia de la fase de infortnación pública en el pro­
cedimiento de evaluación de impacto ambiental es enfatizada 
desde la doctrina. Martín Mateo, a este respecto, apunta tres 
características necesarias de esta fase informativa, a saber, tem­
pranitud, efectividad y claridad ( 1 23). En todo caso, resulta 
también preciso que este plazo establecido para la información 
pública quede interrelacionado con las demás fases del procedi­
miento, evitando su concepción de pieza separada o de trámite 
necesario de cumplimentar, pero realizado sin la intención ver­
dadera de dotarlo de virtualidad. 

Por último, el real decreto 1 . 1 3 1/88, siguiendo lo señalado 
en la Directiva, ordena la publicación de la declaración de 
impacto ambiental en cualquier caso ( 124). 

Con respecto a proyectos específicos, la Directiva prevé 
la posibilidad de excepcionar, total o parcialmente, los requi­
sitos del procedimiento dispuesto. Para estos. casos,  sin 
embargo, también se fijan determinadas obligaciones míni­
mas para los Estados, que afectan fundamentalmente a los 
aspectos participativos. Concretamente, para los casos espe­
ciales en que se decida esta exención, los Estados deben exa­
minar, en primer lugar, si fuera conveniente llevar a cabo otra 
forma de evaluación y si es posible poner a disposición del 
público las informaciones que a través de ella se obtengan. 
Asimismo, los Estados deben hacer saber a los particulares 
afectados las razones por las que dicha exención ha sido acor­
dada. Estas obligaciones señaladas en la Directiva no vienen 
recogidas por el decreto de 1986 que incorpora la misma a 
nuestro ordenamiento. En cambio, el reglamento que desarro-

(123) MARTIN MATEO;Tratado de Derecho ambiental, p. 317. 
(124) art. 22 del real decreto 1 . 1.31/88. 
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lla e8te real decreto sí hace mención de esta posibilidad de 
eludir las formalidades del procedimiento, recogiendo ade­
c�adamente, las cautelas previstas en la norma comunitaria 
respecto a la información al público afoctado: 

«El Consejo de Ministros, en supuestos excepcionales 
y mediante acuerdo motivado, podrá excluir a un proyec­
to determinado del procedimiento de evaluación de 
impacto. El acuerdo de gobierno se hará público y con­
tendrá, no obstante, las previsiones que en cada caso esti­
me necesarias en orden a minimizar el impacfo ambiental 
del proyecto. En este caso, el Gobierno: 

a) informará a la Comisión de las Comunidades Euro­
peas de los motivos que justifican la exención con­
cedida con carácter previo al otorgamiento de, la 
autorización. 

b) pondrá a disposición del público interesado las 
informaciones relativas a dicha exención y las 
razones por las que ha sido concedida. 

c) examinará la conveniencia de efectuar otra forma 
de evaluación y determinará si, en su caso, procede 
hacer públicas l,as informaciones recogidas en .la 
misma.» ( 125) 

Otro aspecto de trascendencia participativa y afectante, 
sobre todo, a los proyectos de naturaleza pública, es el del ries­
go de concentración de funciones en uno o pocos órganos admi­
nistrativos. No en vano, el redactor del estudio de impacto es el 
promotor del proyecto, lo que puede dar lugar, en ocasiones, a 
que en el mismo departamento de la Adm ini traéión eoincidan 
éste y el órgano administrativo de medio -ambiente. Para evitar · 
esta concentración q�e va en detrimento de una participación 
amplia y, por otra parte, para asegurar la presencia de una o 
varias opiniones autorizadas y neutrales, sería conveniente 
impulsar la participación de ehtidades preparadas y socialmente 

(125) art. 3 del decreto. 

2 1 5  



afectadas (126), al menos, en la fase de redacción de la evalua­
ción. Ello puede a la vez ayudar a provocar cierto debate 
ambiental en la sociedad y a hacer discurrir éste entre posturas 
más sólidas y reflexivas que las meramente espontáneas. 

Existen, en consecuencia, vías a través de las cuales puede 
realmente incrementarse y mejorarse la participación ciudadana 
que nuestro ordenamientó ha previsto para los supuestos de rea­
lización de grandes obras públicas. Sin embargo, al igual que 
fue señalado al mencionar la participación en la función planifi­
cadora ambiental de la Administración, el trámite de la informa­
ción pública juega el papel positivo de permitir et acceso al sta­
tus de personas interesadas, a los sujetos que tomen parte en la 
información como titulares de intereses personales directos o de 
simples intereses difusos . En este sentido existe un cauce 
importanté para que estos particulares no tengan problemas en 
el acceso a la vía jurisdiccional si tiene la intención de impug­
nar el acto final del procedimiento. 

Sin embargo, si el trámite de información pública estableci­
do en otras normativas adolecía del defecto de no obligar a la 
Administración a responder directamente a las alegaciones con­
cretas hechas por los particulares, en el caso del procedimiento 
de evaluación de impacto parece obvio, o al menos no resulta 
arriesgado afirmar, que la motivación dada por la Administra­
ción sólo puede referirse a cuestiones de carácter ambiental, 
debiendo responder directamente a éstas. En este sentido se pro­
nuncia también Alonso García ( 127). Esta interpretación, que 
ciertamente es la más coherente con el espíritu y finalidad de la 
Directiva, aportaría, de llevarse a la práctica, una nueva virtuali­
dad a la participación y particularmente a un trámite habitual­
mente inocuo, como es el de la información pública. La revitali­
zación de este trámite traería consigo, a su vez, un incremento 

( 126) Por ejemplo, Universidades u órganos ad hoc integrados por profesio­
nales y especialistas no involucrados directamente ni miembros de la 
Administración. 

(127) ALONSO GARCIA. La participación de los individuos en la toma de 
decisiones relativas al medio ambiente en España. En REDA n.º 6 1 ,  
1989, p .  58. 
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de participación y un debate ambiental más . directo entre la 
Administración responsable del proyecto y los ciudadanos inte­
resados en el mismo, todo ello conforme a un procedimiento 
formalmente reglado y al alcance de todos. 

Por último, es preciso señalar. que para el presente caso de 
las grandes obras públicas, resultaría sumamente adecuado abrir 
las puertas a la participación de los particulares, no · sólo para el 
periodo previo a la realización de la obra, sino también para fa 
fase de ejecución material de la misma. El reglamento que desá­
rrolla el Decreto 1 302/86 regula precisamente· fa · vigilancia 
administrativa de esta ejecución ( 128). Ha de considerarse, y 
regularse si procede, que la filosofía participativa que debe ins­
pirar el proceso qe toma de decisión, se extiende en el tiempo 
mientras dura la realización de las obras, así como para el perio­
do posterior a su entrada en funcionamiento; lo que equivale a 
consioerar la participación en el procedimiento EIA no como un 
requisito preciso para que la Administración pueda acometer un 
proyectO-, sino como un elemento esencial de dicho' procedi­
miento, y cuya presencia es necesaria a lo largo de toda la 
actuación administrativa. 

4. La participación en l.a función de policía 

Como se ha señaládo en otro apartado de este mismo trabajo, 
la función de tutela o policía que ejerce la Administración con 
respecto a las actividades particulares qué pudieran afectar el 
entorno, es un cometido tradicional de la Administración ambien­
tal. Ello no obsta para que esta función haya experimentado una 
evolución en su concepto y una adecuación a las nuevas circuns­
tancias sociales y económié:as. La tutela ambiental en cuanto acti­
vidad administrativa sigue estructurándose en dos grandes aparta­
dos; Por un lado, la Administración ejerce una labor de control, 
tanto de las nuevas actividades económicas e industriales con 
efecto potencial sobre el entorno ambiental, como de las ac.tivida­
des e instalaciones ya existentes que continúan funcionando con 
riesgo de incidir negativamente en el medio na�al. 

(128) capítUlo 4.2 del Reglamento, arts. 25 a 30. 
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En segundo lugar, como consecuencia de la anterior vigi­
lancia, . la Administración ambiental utiliza también la facul­
tad de sancionar administrativamente a quienes lleven a cabo 
una actividad contaminante por encima de lo permitido o a 
quienes, simplemente, hayan obviado las normas procedimen­
tales que protegen los intereses generales, aunque no se haya 
registrado aún contaminación o perj uicio alguno para el  
medio. Vigilancia y sanción .son, pues, los dos ejes vertebra­
dores de la función administrativa de policía en relación con 
el medio ambiente. 

Fácilmente puede distinguirse, dentro de esta función 
tutelar de la Administración, las dos perspectivas posibles de 
actuación para la protección del medio ambiente. Por una 
parte, la perspectiva prev,entiva, cuya importancia en esta 
materia ya ha sido en varias ocasiones reseñada, se traduce .en 
aspecto controlador o vigilante de la policía ambiental. La 
sanción, sin embargo, responde a la necesidad de estructurar 
técnicas reparadoras de los perjuicios, aunque no podemos 
negar tampoco al aspecto sancionatorio una importante dosis 
de componente preventivo. En efecto, la sanción si'rve tam­
bién de técniea disuasoria de posibles conductas perjudíciaies 
para el medio. Al mismo tiempo, las sanciones que implican 
el cierre de una actividad o instalación contaminante, o bien 
la adecuación de sus condiciones de funcionamiento, supo­
nen, . además de un efecto reparador del perjuicio causado 
hasta el momento, Una consecuencia preventiva respecto a los 
perjuicios que, en caso de no haberse sancionado, habrían 
seguido produciéndose. 

Podríamos pensar que, al ser ésta de la policía ambiental una 
función de carácter más marcadamente coercitivo, que encierra 
dentro de sí, incluso, d ejercicio del ius puniendi en esta materia, 
la participación ciudadana puede quedar sensiblemente reducida 
en relación con los otros campos de intervención administrativa. 
De todos modos, a pesar de no ser é_sta la faceta administrativa 
que ofrece mayores posibilidades de participación popular, no 
cabe excluir ésta totalmente, debiendo arbitrarse mecanismos 
que aseguren un mayor consenso social, particularmente en lo 
que respecta a la vigilancia o control de las actividades o instala-
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ciones de nueva implantanción. La participación de los ciudada­
nos en la toma de décisiones, dentro de la actividad administrati­
va de la tutela ambiental, ofrece a ésta, ·en consecuencia, una 
mayor legitimidad: lo que nos conduce a la misma justificación 
que de la participación ciudadana en las decisiones administr.ati­
vas encontrábamos en otros campos de actuación de las adminis­
traciones públicás en relación con el medfo. 

Pero por otro lado, la partieipación popular en esta función 
de tutela ambiental éncierra otra justificación, cual es la de la 
necesidad de que, en frecuentes ocasiones, el conjunto social 
actúe como agente directo de esa vigilancia. Nos encontramos 
así ante. una cotutela ambiental entre la Administración y ios 
ciudadanos, desde el momento en que éstos son reconocidos 
como legitimados para denunciar cualquier foco real o poten­
cialmente contaminante, o para aportar cualquier nuevo dato o 
infoqnación que pueda incidir ·en la decisión de autorizar o 
denegar una concreta actividad. . 

· 

Esta doble justificación de la participación popular en la 
tutela ambiental nos conduce a dos instrumentos 'o mecanismos 
participativos principales en este sector. En. primer lugar, el trá­
mite de la inforinación ·pública, al igual que .· sucede en otros 
campos de la actividad administrativa ambiental, se hace tam­
bién presente en la función · de policía, otorg¡mdo a la de.cisión 
que finalmente se adopte respecto· a determinada autorización o 
licencia, una legitimación procedente del conjunto social. En 
segundo lugar, la cotutela ambiental o vigilancia compartida de 
los perjuicios al entorno se expresa a: través del cauce de la 
denuncia, a disposición, de los particulares . que deseen ejercitar:. 
la. Información pública y denuncia son, en consecuencia, los 
dos· mecanismos fundamen�es a estudiar respecto a la partici­
pación ciudadana en la función administrativ'a que venimos lla­
mando de.tutela ambiental. 

Hoy por hoy, es el de la informacíón pública el instrumento 
que encierra mayores posibilidades participativas para los ciu­
dadanos. Su vertebración como cauce participativo es bastante 
sencilla. Casi todos los 'procedimientos administrativos de otor­
gamiento de licencias o autorizadones para la apertura o entra-
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da en funcionamiento de una determinada instalación potencial- ' 
mente contaminante, prevén la existencia de una fase en la que 
las informaciones pertinentes se pongan a disposición del públi­
co, a fin de que éste pueda proceder a realizar las alegaciones, 
sugerencias o peticiones que estime convenientes. En este senti­
do, uno de los preceptos de nuestro ordenamiento más represen­
tativos es, sin duda el artículo 30 del Reglamento de Activida­
des Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas ( 129), vigente 
desde 1962 y que explica en el capítulo primero de su título II el 
procedimiento para la concesión de lic�ncias. El aludido pre­
cepto dispone de la siguiente redacción: 

«Recibidos los documentos a que se refiere el artículo ante­
rior, la Alcaldía podrá adoptar las siguientes resoluciones: 

1 .  Denegar la licencia por razones de competencia municipal 
basadas en la legisláción reguladora de la administración 
local, y ajenas a su posible calificación como molestas, 
insalubres, nocivas o peligrosas, debiéndose consignar 
expresamente aquellas razones en la resolución denegatoria. 

2. Tramitar el expediente en la forma que se indica a conti­
nuación: a) se abrirá información pública, por término de 
diez días, para que quienes se consideren afectados de 
algún modo por la actividad que se pretende establecer, 
puedan hacer las observaciones pertinentes. Se hará, .ade..: 
más, notificación personal a los vecinos inmediatos al 
lugar del emplazamiento propuesto.( . . . )» ( 130) 

El establecimiento de este cauce debe ser considerado, en 
principio, como un dato positivo en función de la participación. 
Esto no obstante, como sabemos, la virtualidad participativa del 
trámite de información pública depende en buena manera· del 
espíritu con el que ésté sea aplicado y regulado . .  

En cuanto a su regulación, es importante tener en cuenta el 
momento del procedimiento en el que se integra esta fase. 

(129) Reglamento aprobado en decreto 2.414/61 de 30 de noviembre. 
( 130) Véase el art. 146 del real decreto 1 .47 1/89 de 1 de diciembre, que 

aprueba el reglamento para desarrollo y ejecución de la Ley 22/88 de 
28 de julio, de Costas. 
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Dicho momento debe ser en todo caso previo a cualquier toma 
de decisión al respecto. Por otro lado, para el momento en que 
se realice la información pública, deben obrar ya en el expe­
diente tod,os los datos que la Administración estime como nece­
sarios para adoptar posteriormente su decisión. Otro aspecto 
importante para que la virtualidad de este cauce participativo no 
se vea resentida, es el de la necesidad de articular un plazo tem­
poral suficiente y adecuado al proyecto a aprobar, para que la 
ciudadanía disponga de capacidad para formular las sugerencias 
o iniciativas que puedan· surgir. 

Reviste también particular importancia el hecho de que el 
trámite de información pública y las posibilidades que éste 
encierra, sean conocidos por los ciudadanos. A estos efectos, es 
positivo el mecanismo de la notificación personal previsto en el 
artículo anteriormente citado, con respecto a los «vecinos inme­
diatos al lugar del emplazamiento propuesto». En relación con 
la interpretación de esta expresión, el Tribunal Supremo ha afir­

. mado que «el concepto de vecino inmediato a que se refiere el 
Reglamento de Actividades Molestas. no se puede entender en el 
sentido de vecindad según el Reglamento de Población y 
Demarcación territorial, sino como una simple vecindad física o 
proximidad» ( 1 3 1) .  

Sería interesante y destacable que este modo de notificación 
personal de la apertura del trámite de información pública a 
aquellos que ostentan un interés más fuerteme:Qte afectaµo, se 
extendiera a todas las normas que regulan el otorgamiento y · 

concesión de las licencias y autorizaciones para actividades 
afectantes al entorno natural y que, por otra parte, se entendiera 
como defecto esencial del procedimiento la eliminación o inob­
servancia de esta notificación personal, al contrario del 'criterio 
operante en la actualidad ( 132) . . 

Respecto a la puesta en práctica de este trámite de informa­
ción pública, resultaría necesario que la administración compe­
tente lo afrontara con un verdadero espíritu de fomentar la parti-

(1 3 1 )  sentencia de 16 de junio de 1978. 
( 132) MARTIN MATEO, Tratado de Derecho ambiental, p. 363 
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cipación ciudadana en relación, precisamente, con la materia 
ambiental, que por sus características, precisa ser objeto de un 
debate público y participado. Para ello, nuevamente es necesa­
rio aludir a la discrecionalidad que posee la Administración 
para responder a las sugerencias y propuestas hechas por los 
particulares. El mantenimiento de una normativa que no obligue 
al sujeto público a contestar directamente sobre los aspectos 
ambientales de la decisión, se traduce, a la postre, en una ausen­
cia de debate ambiental sobre el caso concreto de que se trata. 
Esto genera el que se reduzca o tensiblemenre la dosis de legiti­
midad que e te cauce de parlicipación cíudadana se. propone 
otorgar a la decisión ñnalmente adoptada y, por otra parte, sirve 
de factor disuasorio para la participación de todo aquel ciudada­
no que, aunque interesado, no ostente la titularidad de un interés 
directamente afectado por el proyecto. En conclusión, se hace 
también necesario respecto a la función administrativa de poli­
cía, el que el trámite de información pública contenga la obliga­
ción para la Administración de centrar la motivación de su deci­
sión final precisamente en los aspectos ambientales, ya que, de 
lo contrario, en la práctica, este mecanismo de entrada de la .opi­
nión de aquellos que se sientan afectados por el proyecto, se ve 
ostensiblemente recortado ( 1 33). 

Introduciendo el espíritu participativo adecuado, el trámite 
de la información pública puede resultar un instrumento muy 
válid(), no sólo para legitimar la decisión final que adopte la 
administración correspondiente, sino también para asegurar la 
eficacia de dicha decisión. En este sentido, Martínez Martín 
subraya la importancia de este trámite respecto a la actividad 
administrativa controladora: «Un incremento de la eficacia de 
los controles iniciales puede producirse, además de por esa fór­
mula de estudios de impacto, por un cambio radical en los trá­
mites administrativos de la información pública previstos en 
nuestra legislación para múltiples supuestos de autorizaciones y 
concesiones relacionadas con el medio ambiente. Se trata de 
modificar la tramitación administrativa introduciendo, por la 

(1 33) ALONSO GARCIA. La participación de individuos en la toma de deci­
siones relativas al medio ambiente en España. En REDA n.º 6 1 ,  1989. 
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i:nfom1ación publica, la participación ciudadana en la toma de 
decisiones _públicas. La renoyación de la fórmula de la informa­
ción pública introduce en eJ control inicial administrativo un 
auténtico control social que puede ser de extraordinaria eficacia 
en las actividades potencialmente contaminadoras, para las que 
se haya desarrollado cierto grado de conciencia popular» ( 134). 

Sin embargo, este trámite de información publica, aun con 
las medidas correctoras que aquí se proponen, sólo da entrada 
a la participac;:ión popular respecto al cometido de concesión o 
denegaciÓJl de Licencias y autorizaciones por parte de la Admi­
nistración para la apertw·a o puesta en funcionanp_ento de las 

' aetividades potencialmente contaminantes. Es decir, se ciñe 1á 
integración de la opin:ión ciudadana a Ja fase inibial de lQ 
controles ambientales. Pero la función de tutela ambiental se 
extiende igualmente; y no con menor importancia, a la vigilan­
cia permanente de La instalaciones o industrias que obtuvie­
ron en �u momento el permiso borrespondiente para su entrada 
en funcionamiento. 

· 

Con relación a este segundo gran momento de la tutela 
administrativa ambiental, las posibilidades participativas son 
sensiblemente· menores, reduciéndose casi exclusivamente, a la 
vaga opción de la presentación de denuncias PPí parte del públi­
co. Par e l lo parece sumamente conveniente exhortar a la  
administraciones públicas para que se arti.cul�n fónnula imag·i­
nativas .que pqsibiliten una extensión en el tiempo del 'trámite de 
información pública, que en la actualidad se ciñe extl usivamen­
te a la obtención o renovación de permisos iniciales. De este 
modo, podría re ultar una solución interesante la de arbifrar lá 
apertura ae plazo de informacjón pública, o por mejor decir, de 
alegacione póblicas, con una regularidad aceptable y dispuesta 
en virtud del Lipo de instalación de que se trate. No se trataría en 
estos casos de colaborar con la Administración en un procecli­
miento de concesión o renovación de una licencia, sino una 
forma de cópartitipar en la vigilancia ambiental permanente. 
Para que la virtualidad de este trámite fuera la adecuada, los 

(134) MARTINEZ MARTIN, Las funciones de las Administraciones públicas 
en el medio ambiente: intento de sistematización, p. 3 13. 
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particulares podrían, teniendo a su alcance la información com­
pleta remitida por la Administración acerca de la. instalación 
concreta de que se trate, formular todo tipo de iniciativas y 
sugerencias de orden ambiental, y el ente administrativo compe­
tente vendría obligado precisamente a responder motivadamen­
te, ya sea en conjunto o individualmente, a .  dichas alegaciones. 
Esta facultad se extendería a todos aquellos ciudadanos que se 
consideren si�plemente interesados. En caso de estimarlo perti­
nente, en función de las propuestas hechas por los ciudadanos, 
la Administración podría tomar al efecto las decisiones perti­
nentes. Este sistema de apertura periódica de un plazo para 
informar al público· y para que éste .entable diálogo con la 
Administración, además de estructurar un cauce sensato de 
debate ambiental, facilitaría la participación y la eficacia en la 
función de tutela ambiental perinanente. 

Como hemos señalado con anterioridad, el segundo instru­
mento de participación del que disponen los particulares en la 
función adminis�ativa de policía ambiental es el de la denuncia. . 
En efecto, los ciudadanos disponen de la posibilidad de denun­
ciar aquellos hechos que estimen lesivos para su interés difecto o 
para intereses de carácter colectivo o general. Con esta técnica se 
instaura una suerte de cotutela ambiental entre la Administración 
y los particulares, que busca asegurar la eficacia del control 
sobre los actos perjudiciales para el entorno. Sin embargo, el 
ejercicio de esta cotutela ambiental es, hoy por hoy, bastante 
desequilibrado en perjuicio del ciudadano, siendo la denuncia, 
por lo general, un mecanismo de escasa virtualidad participativa. 
Para corroborar esta afirmación crítica sobre el instrumento de la 
denuncia en la materia ambiental, baste hacer referencia a una 
cita del profesor · Sá�chez Morón, que' ¿eñala tajantemente la 
pobreza actual de esta vía: «Si el ciudadano encuentra pocos 
cauces de participación en la adopción de medidas generales 
sobre el medio ambiente, tampoco son muchos los que se le 
ofrecen en la elaboración

1' 
de decisiones concretas. En caso de 

que se produzca una actuación contaminante ilegal que haya de 
ser corregida y, en su caso, sancionada por la Administración , el 
ciudadano tiene la posibilidad de denunciar el hecho. Pero, pre­
sentada la denuncia, su relación con quien ha de decidir suele 
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finalizar. Si el -particular es titular de un derecho ó interés con­
creto lesionado por el hecho contaminante, puede que se consi­
dere formalmente como interesado en el procedimiento y que se 
le notifiquen las actuaciones. ( . . .  ) Si quien denuncia lo hace tan 
solo como vecino de un barrio o localidad expuesto, como los 
demás, a los efectos nocivos de las emisiones contaminantes, o 
bien como simple c iud,adano preocupado, por el deterioro 
ambiental, ni siquiera tiene derecho a saber lo que ocurre tras la 
presentación de la denuncia. No es extraño, pues, que la burocra­
cia sea considerada como un muro de silencio en el que rebotan 
las preguntas y requerimientos del ciudadano»- ( 135). 

En efecto, el cauce de la denuncia plantea diferentes interro­
gantes, que en la práctica administrativa casi siempre se cierran 
con una respuesta negativa. En primer lugar, es necesario acla­
rar si la presentación de una denuncia por parte de un particular, 
obliga de por sí a la Administración a movilizarse y a abrir un 
periodo de instrucción que pudiera desembocar, en su caso� en 
un expediente sancionatorio. Eri segundo lugar, es también 
necesario precisar si el denunciante puede o no tener acceso a 
dicha instrucción y si se le debe poner al corriente de las actua­
ciones que al efecto se vayan realizando. 

Antes de nada es preciso señalar que, en materia ambiental, 
cualquier particular está facultado para la presentación de una 
denuncia. Ello puede realizarse en defensa de un interés directo 
y concreto, o bien en defensa de un interés difuso a la protec­
ción del medio ambiente. Determinadas leyes sectoriales en 
relación con el cuidado del entorno fomentan y amparan la pre­
sentación de denuncias por parte de los particulares, en estrecha 
relación con la admisión de la llamada acción pública ( 136). En 
ocasi�nvs, se llega a la previsión de restitución a los

. 
particulares 

de los gastos en que éstos hubieran incurrido para la presenta­
ción de la denuncia, siempre que dichas expensas se encontra­
ren debidamente justificadas. 

( 1 35) SANCHEZ MORON, La participación del ciudadano en la protección y 
gestión del medio ambiente, p. 17L 

(136) Véase, por ejemplo, el  art. 109 de la Ley 22/88, de Costas. 
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Ahora bien, ha de analizarse si la mera presentación de µna 
denuncia obliga a la Administración a ponerse en funciona­
miento e investigar la oportunidad o no de aquélla. Por una 
parte, parece obligado decantarse hacia una respuesta positiva, 
de modo que la facultad de presentar denuncias no quede esta­
blecida como instrumento vacío e irrelevante para la Adminis­
tración. De otro lado, parece razonado que se prevean una serie 
de cautelas en orden a evitar que se ponga en marcha de modo 
innecesario la maquinaria administrativa, lo cual podría ser per­
judicial para el propio fin de la tutela ambiental, que debe en 
todo caso incidir mínimamente en las actividades controladas. 
Teniendo en cuenta que, en, .el campo de la materia ambiental, la 
denuncia 'se perfila como una figura facultativa (137), sería inte­
resante recalcar la necesidad de que las cautelas que se adopten 
no disuadan a los ciudadanos de su presentación. 

En primer lugar, hay que defe�der que, si quien denuncia, lo 
hace alegando un interés directo y concreto que ha resultado 
lesionado, ningún freno o condición cabe imponer a dicho trá­
mite. La apertura de la instrucción por parte de la Administra­
ción ha de ser lo más ágil posible, ya que ésta debe guiarse más 
por el afán de evitar la continuación del presunto daño que de 
reparar el ya causado. El particular .denunciante, en tal caso, 
debe ser considerado como parte en el procedimiento, de acuer­
do con el artículo 23 a) de la Ley de Procedimiento Administra­
tivo ( 138) y, por tanto, deberá ser informado de la marcha del 
mismo ( 139) y notificado de todas las resoluciones que afecten 
a su interés (140). Por supuesto, el denunciante deberá ser oído 
en el transcurso del procedimiento (141) .  

Para el supuesto de que el  denunciante no sea titular de un 
interés lesionado directo y concreto, lo que sería el caso más 

(137) y diferente, por tanto, de la denuncia-deber, presente, por ejemplo, en el 
art. 259 de la LECr. 

(138) art. 23 : «Se consideran interesados en el procedimiento administrati­
vo: a) quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses 
legítimos». 

( 139) art. 62 de la LPA. 
(140) art. 79 de la LPA. 
(141) art. 91 de la LPA. 
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auténtico de participación popular a través de este mecanismo, 
las apoyaturas legales ·se diftiminan. La práctica administrativa 
nos indica que, generalmente, la presentación de una denuncia 
por un particular en este caso no es motivo suficiente para obli­
gar a la Administración a iniciar una investigación tendente a 
clarificar si la interposición de la denuncia estaba o no justifica­
da. Por otro lado, cuando. la Administración comienza la instruc­
ción a raíz de una denuncia privada, el denunciante pierde, en la 
mayoría de los casos, conáión con el ente público actuante, no 
teniendo acceso a la información sobre el desarrollo del procedi­
miento. Esta situación, que no tiene aún una clara contestación 
legal, es, sin embargo, difícilmente compatible con el espíritu y 
la letra de la Constitución de i 978, así como con la normativa 
comunitaria (142), que fomentan precisamente la participación 
real de los ciudadanos en temas de intereses colectivos o difusos, 
de los que el medio ambiente es un ejemplo prototípico. 

Por lo que se refiere al primero de los problemas planteados, 
esto es, el de saber si la mera interposición de una denuncia 
puede dar lugar a la obligación administrativa de iniciar una 
investigación, cabe decir que, pese a que hoy día en la práctica 
ho sucede así, sería deseable que ello se estableciera como un 
principio general de actuación administrativa. Para matizar y 
prevenir las posibles disfunciones que podría generar este princi­
pio aplicado sin cautela alguna, puede acudirse a una figura ya 
existente en nuestro ordenámiento, cual es la de la obligación de. 
prestación de caución para la presentación de la denuncia (143). 
Esto, sin embargo, debe regularse con sumo cuidado. La finali­
dad de la caución sería, en efecto, la reparación de los eventuales 
perjuicios que pudieran causarse en virtud de una denuncia 
improcedente. Pero una segunda función sería la de servir de 
disuasión a la presentación de denuncias infundadas o temera­
rias. En contrapartida, la Administración vendría obligada a ini­
ciar un proceso instructor cada vez que un particular, que no es 

(142) Por ejemplo, véase la Directiva de 7 de junio de 1990, de la que habla­
mos en otro apartado. 

(143) GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ. Curso de Derecho Admi­
nisirativo. Madrid: Civitas, 1989, 2.º edic., tomo 2, p. 84. 
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titular de un interés directamente afectado, interpone una denun­
cia acompañada de la correspondiente caución� con lo que la vir­
tualidad de este trámite participativo quedaría en mayor medida 
asegurada. La caución necesaria debe ser, claro está, adecuada 
no sólo a la hipotética reparación de perjuicios que la denuncia 
podría suponer sino también a las posibilidades del denunciante, 
lo que exige cierto margen de flexibilidad en su fijación. 

Es claro, por otra parte, que la sola necesidad de prestar 
esta caución podría suponer un obstáculo a la presentación de 
denuncias por parte de personas o colectivo� temerosos de ver 
denegadas sus alegaciones. Por ello, sería necesario dejar claro 
el principio de que la conclusión del expediente sin una san­
ción y, por tanto, la inoportunidad de la denuncia, no implican 
forzosamente la no devolución de la caución al denunciante. 
Antes al contrario, ello sólo debería producirse para el caso de 
manifiesta temeridad o mala fe en el denu_nciante, siendo el 
.principfo general el de presunción de lá .  buena fe en quien 
-interpuso la denuncia. Solamente así, la denuncia-facultad 
supondría un verdadero cauce participativo cuando ésta se 
interpone por parte de sujetos privados no titulares de intereses 
lesionados directos, que buscan proteger el interés colectivo de 
consecución de un medio ambiente adecuado. Este sistema pro­
puesto, finaimente, fomentaría la participación eµ la función de 
tutela, sobre todo a nivel de colectivos y asociaciones que, ya 
constituidas o expresamente dedicadas a la defensa del entor­
no, colaborarían de modo eficaz en la función de policía 
ambiental, pudiendo cubrir, según sus posibilidades y medio, 
una buena parte la labor inv�stigadora que ahora descansa 
exclusivamente en el aparato administrativo (144). 

En resumen, podemos decir que, respecto a los particula­
res directamente afectados por una actividad contaminante, 
ningún problema legal existe para afirmar que su denuncia 
incoa un expediente administrativo ( 145), en el que son ver-

(144) Véase una interesante reseña en MARTIN MATEO, Tratado de Dere­
cho ambiehtal, p. 159. 

(145) art. 68 de la LPA. 
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dadera parte interesada, con los derechos inherentes a tal con­
dición. En relación con los dem:ás particulares denunciantes, 
sería deseable, en virtud de la materia a la que nos referimos 
y de la voluntad participativa que se plasma en el texto cons� 
titucional ( 1 46), que se regulara como definitiva la obligación 
de la Administración de movilizarse a partir de la denuncia 
llevada a cabo de acuerdo con las ca.utelas concretas que se · 

estimen pertinentes. 

El segundo gran aspecto que debe préocuparnos de cara a la 
virtualidad del trámite de la denuncia' como mecanismo partici­
pativo, es el de la posibilidad o no que tiene el denunéiante de 
acceder en cualquier momento a conocer la situación y el conte­
nido del procedimiento a que se ha dado lugar. 

Respecto a la denuncia presentada en virtud de un interés 
directo y concreto, ya ha quedado señalado que debe conside­
rarse como la incoación de un procedimiento administrativo en 
regla en el que el denunciante es sujeto interesado. Por tanto, es 
de aplicación en este supuesto lo establecido en el artículo 62 de 
fa ley procedimental: 

«Los interesados en un expediente administrativo ten­
drán derecho a conocer, en cualquier momento, el estado 
de su tramitación, recabando la oportuna información de 
las oficinas correspondientes». 

· 

Para el resto de las denuncias, parece en principio. lógico 
que el denunciante, máxime si ha tenido que prestar uiJ'a cau­
ción para interponer la denuncia, . pueda conocer en cualquier 
momento la situación del expediente, y ello en función del prin- · 

cipío de publicidad, que debe informar la práctica administrati­
va, por encima del principio de secreto, puramente excepcional. 
A este argumento hay que sumar la clara voluntad de la Consti­
tución de facilitar y regular generosamente el acceso de los ciu­
dadanos a los documentos administrativos (147), lo· cual tiene 

(146) que establece el medio ambiente adecuado para el desarrollo de la per­
sonalidad como un deber fundamentado en la indispensable solidaridad 
coleetiva. 

(147) art. 1 05 b) de la Constitución. 
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mayor solidez para el caso de que los particulares en cuestión 
hayan presentado previamente una denuncia. 

A pesar de ello, la práctica administrativa es, en ocasiones, 
muy distinta, bien porque se interrumpa bruscamente la rela­
ción entre el denunciante y la Administración, o bien porque 
ésta amplíe la interpretación de los límites del derecho de 
acceso a los documentos administrativos. Adoptando. en prin­
cipio, por los argumentos anteriormente expuestos, una postu­
ra netamente favorable al derecho de información sobre los 
expedientes administrativos que asiste a todo denunciante, el 
tema debe ser englobado en la cuestión más general acerca de 
la participación ciudadana en la materia ambiental, a través 
del .acceso a los archivos y registros administrativos que ver­
sen sobre el mismo sector. 

5. La participación en la gestión de bienes 
y servicios ambientales 

La labor de las administraciones públicas sobre el medio 
ambiente no se reduce a la elaboración de disposiciones regula­
doras o planificadoras y de actos ocasionales no normativos. Al 
contrario, puede afirmarse que hoy en día es precisamente la 
Administración el principal sujeto que se relaciona fluidamente 
con el medio, y lo es, en gran parte, en función de su responsa­
bilidad gestora de muchos de los bienes y servicios de carácter 
ambiental. No en vano, el Estado es un gran propietario de 
espacios y elementos que sori objeto directo de la regulación y 
actuación administrativa, y que precisan también, por tanto� de 
una gestión pública que atienda prioritariamente el interés gene­
ral de protección del entorno, establecido en la Constitución, 

. 

Como puede fácilmente comprenderse, debiera ser éste otro 
campo abonado para procurar la integración de la opinión, cua­
lificada o no, de los ciudadanos. Esta posible participación en 
la gestión de bienes y servicios ambientales no se explica tanto 
por la idea de legitimar una política, por cuanto ésta ha de 
encontrar su , apoyo en una regulación previa correctamente 
establecida y debidamente participada. Sí pueden ser más ade­
cuadas al respecto otras dos justificaciones de esta demanda de 
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participación popular en este campo. Por una parte, la necesi­
dad de integrar al menos la opinión de los sujetos más directa­
mente afectados por dicha gestión en un ámbito concreto, se 
explica nuevamente por la difícil reversibilidad de los perjui­
cios ambientales y por la, necesidad de una cautela previa en la 
gestión por parte de uria Administración llamada l:l ser renova­
da total o parcialmente en un plazo de tiempo determinado, 
frente a una población afectada que está asentada en el espacio 
de · modo más permanente. Por otm lado, los aspectos gestores 
de los bienes y servicios que presta la Administración en ·rela­
ción con el ambiente, .encierran una dosis elevada de conteni­
dos técnicos, lo que justifica la inclusión de particulares cuali­
ficados en la materia; que acompañen a la Administr.ación 
ambiental competente, ya sea de modo vinculante o con carác­
ter meramente consultivo, en la puesta en práctica de su políti­
ca sobre el entorno. La incorporación de técnicos o expertos 
ajenos al aparato administrativo en el desarrollo de l� gestión 
ambiental puede tener carácter ocasional o permanente, y en 
muchas ocasiones puede significar una notable racionalización 
de los medios, tanto económicos como humanos, empleados 
por la Administración convencional. 

A) La participación en la gestión de espacios 
naturales protegidos · 

De las ideas precedentes puede deducirse la consecuencia de 
que la gestión de bienes y servicios ambientales resulta ser un 
campo especialineiite propicio para la entrada en él de la participa­
ción popular de carácter orgánico, sin perjuicio de la existencia de 
fórmulas o mecanismos integradores cuyo encaje deba realizarse 
más bien en el ámbito de la participación funcional. 

En consonancia con lo anteriormente expuesto, ha de resal­
tarse que nuestro. ordenamiento ha incorporado efectivamente 
.técnica .de participación orgánica en el campo de la gestión de 
bienes ambientales. Concretamente el mecanismo parLlcipativo 
que debe recabar nuestra atención en relación con este sector de 
la actividad administrativa es el de la incorporación de sujetos 
particulares a determinados órganos de gestión de espacios 

� 
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ambientales especialmente protegidos por su riqueza natural y 
su contribución a la calidad de vida de los ciudadanos. 

En efecto, nuestro ordenamiento ha previsto, lentamente 
desde los inicios de siglo (148), pero fundamentalmente a partir 
de los años 70, la delimitación de espacios naturales que por su 
interés ambiental o estético merecen ser especialmente protegi­
dos. Dentro de la legislación reguladora de la creación y admi­
nistración de estos espacios privilegiados, ha sido recogida: la 
participación ciudadana como un elemento más de la misma. 

En este sentido, la Ley de Espacios Naturales P�otegidos de 
1975 ( 149), hoy derogada, intuyó la necesidad de que se produ-

. jera esta participación popular en la composición de los órga� 
nos gestores, patronato o junta, que se preveía establecer en 
cad11; espacio natural protegido, delegando el resultado concreto 
de aquélla en las normas reglamentarias correspondientes a la 
creación de los mismos (150). El reglamento de esta ley ( 1 5 1 ), 
por su parte, concretó algunos extremos acerca de los órganos 
gestores previstos, particularmente en lo que se refiere a com­
posición de las juntas rectoras de los parques naturales, al nom­
bramiento de los vocales· de las mismas, así como a las funcio­
nes reservadas a dichas juntas. En este último sentido, el regla­
mento otorgaba a las juntas las funciones de conservación del 
parque, ejecución y mejora de los accesos, gestión de los 
medios económicos, defensa del parque frente a los visitantes, 
información al Instituto para la Conservación de la Naturaleza 
respecto a los planes que pretendieran ser realizados en el espa­
cio del parque y otras que pudieran resultar beneficiosas para el 

( 148) El Parque Natural de Covadonga tiene sus orígenes en la segunda déca­
da de nuestro siglo. 

(149) Ley 1 5/75 de 2 de mayo. 
( 150) art. 10 de la Ley 15/75: «Para colaborar con el Instituto Nacional para 

la Conservación de la Naturaleza en las funciones que le atribuye esta 
ley se constituirá un Patronato o Junta para cada espacio natural prote­
gido. Su composición, cometido y funcionamiento se especificará en el 
Reglamento correspondiente, y habrán de formar parte de los mismos 
representantes de las Corporaciones locales y de todos los titulares de 
los diferentes derechos afectados, elegidos éstos entre ellos en el seno 
de la organización sindical». 

( 15 1 )  decreto de 4 de marzo de 1 977. 
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mismo ( 1 52). Como puede verse, la junta se instaura como un 
verdadero órgano de gestión con amplias facultades, lo que 
resalta aún más la importancia de· estructurar en ella una repre­
sentación adecuada de los intereses particulares afectados de 
modo directo o indirecto. 

AJ amparo de esta nom1ativa e han ido sucediendo disposi­
cicmes específicas creando y regulando la gestión de los diferen­
tes espacio naturale proteg idos ( 1 53). Todo el los abren la 
posibilidad de ¡:>articipaciOn popular por la vfa de la incorpora­

ción de persona_s o colectivos en los órganos gestores de cada 
espacio. La naturaleza de estas normas ha sido señalada en más 
de una ocasión por el Tribunal S upremo, quien desmiente su 
cárácter de disposición general: 

« . . . partiendo como dato, de la naturaleza jurídica atri­
buible a la declaración de voluntad administrativa que 
forma el contenido del Real Decreto ( 1 54) impugnado no 

1 puede hablarse, en sentido propio, de una dispos�ción 
general, ya que simplemente se trata de una declaración 
concreta atribuida ex lege al Consejo de Ministros y que 
en su forma de manifestación ha de revestir la forma de 
Decreto» ( 155) ( 156) 

· 

(152) art. 1 2  d) del Reglamento y art. 1 1 .2. 
( 1 53) Como muest�n de estas disposiciones, entresacamos las siguientes nor-

. mas: Ley 9 I•n8 de 28 de diéiérnbre. que dispone el régimen jurídico del 
parque Natural de Doñana; Ley catalana 7/80 de 30 de marzo, que 
regula el Parque Nacional de Aiguestortes y el lago san Mauricio (Llei­
da); Real Decreto 3058/82 de 1 5  de octubre, que crea el Parque Natural 
de las Dunas de Corralejo o Isla de Lobos (Fuerteventura); Real Decre­
to de 17 de octubre de 1980, que regula el parque Natural de las Islas 
Cíes (Pontevedra); Ley 25/80 de 3 de mayo, que dispone el régimen 
jurídico del �¡u-que Nacional de las Tablas de Daimiel (Ciudad Real); 
Real Decreto 1927n9 éle 4 dec abril, sobre declaración del parque Natu­
ral de Montfragñc (Cáéere$). 

( 154) El Tribunal hace referencia al Real Decreto 1927n9 de 4 de abril, sobre 
declaración del Parque Natural ele Montfragñe, en relación con el art. 5 
de la Ley 1 5/75. 

( 155) sentencia de 6 de julio de 1982 (Ar. 5 .349) 
( 156) En el mismo sentido, sentencia de 29 de octubre de 1976 (Ar. 5 .824) y 

de 24 de setiembre de 1980 (Ar. 3.449). 
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Como ejemplo más representativo de este grupo de disposi­
ciones, nos valdremos de la Ley de 28 de diciembre de 1 978, 
cuya finalidad es el establecimiento de un régimen jurídico 
especial para el Parque Nacional de Doñana. Es el extenso artí­
culo 5 el que regula específicamente la composición, funciona­
miento y cometido del Patronato que gestiona este Parque. El 
tenor literal de este precepto es el siguiente: 

234 

«El Patronato del Parque Nacional de Doñana, a que 
se refiere la Ley de espacios Naturales protegidos, estará 
adscrito a efectos administrativos al Ministerio de Agri­
cultura y compuesto por los siguient�s miembros: 

- Un representante de cada uno de los Departamentos 
de Presidencia del Gobierno, Hacienda, Educación 
y Ciencia, Agricultura, Obras Públicas y Urbanis­
mo, Comercio y Turismo, Industria y Energía, Cul­
tura y Transportes y Comunicaciones. 

- Un representante de la Junta de Andalucía. 

- El Director-Conservador del Parque Nacional. 

- Un representante de cada una de las Diputaciones 
Provinciales de Sevilla y Huelva. 

- Un representante designado por cada uno de los 
Ayuntamientos de Hinojos, Almonte, Aznalc'ázar, 
Puebla del río y Sanlúcar de Barrarneda. 

- Un representante de cada una de las Cámaras Agra­
rias Provinciales de Sevilla y Huelva. 

- Un representante de los propietarios de los predios 
existentes en el Parque Nacional, designado entre 
ellos mismos. 

· 

- Un representante del Instituto geológico y Minero de 
España. 

- Un representante de la Comisaría de Aguas del 
Guadalquivir. 



- Un representante de las Universidades de Andalu­
cía, designado' conjuntamente por los rectores de las 
mismas. 

- Los antiguos Conservadores del parque nacional y 
Directores de la Reserva biológica. 

- El Director de la Estación Biológica de Doñana. 

- Un representante de Asociaciones conservacionistas 
que sean propietarios de terrenos en el Parque. 

- Dos representantes de Asociaciones -una de ellas de 
Andalucía- elegidos por ellas mismas de entre las 
que por sus Estatutos se dediquen a la conservación 
de la Naturaleza. 

- Un representante de la guarderíá del Parque. 

- Uno de libre designación por el Ministro de Agricul-
tura. El Patronato tendrá su sede en la provincia de 
Huelva. El presidente será designado por el Gobierno 
de entre los miembros del Patronato. Dependiente del 
Patronato existirá una Comisión Permanente cuyo 
presidente será el de aquél y que estará compuesta 
por los siguientes miembros:  los representantes de 
los ministerios de Obras Públicas y Urbanismo, 

· 

Agricultura y Educación y Ciencia, el representante de 
la Junta de Andalucía, un representante de los Ayuntamien­
tos de la provincia de Sevilla, un representante de los Ayun, 
tamientos de Huelva, un representante de las Sociedades 
conservacionistas, el Conservador del Parque y el Director 
de la Estación Biológica.( . . .  )» 

En consonancia con lo anteriormente expuesto, cabe resal­
tar, en primer Jugar, las sólidas competencias y funciones atri­
buidas al. Patronato en el apartado tercero del mismo precepto, 
aunque su alcance sin embargo no quede definitivamente esta­
blecido, lo que refuerza u éonfigmación como órgano gestor 
del parque, al tiempo que resalta la importancia que desde 
nuestro punto de vista, tiene eJ acceso al mismo de particulares 
y colectivos en mayor o menor medida interesados. 
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Por lo que respecta a la composición del Patronato, cabe 
señalar, ante todo, que se aprecia una notable hetereogeneidad 
en la misma, lo cual, por un lado, evita seguramente la forma­
ción de bloques consolidados que pudieran copar su mayoría y, 
por otra parte, redunda en un excesivo volumen de este órgano-, 
lo que lleva a la necesidad de regular la existencia de una comi­
sión permanente en su seno, cuya composición, por contra, sí 
adolece de un excesivo peso en favor de los representantes de la 
Administración pública. Existe el peligro, en consecuencia, de 
que las funciones y labores que competen al Patronato, en el 
cual se articula. una participación aceptable, sean en la práctica 
ejercidas desde la Comisión Permanente del mismo, desvirtuán­
dose así el factor participativo reseñado. 

En cuanto a los concretos miembros del Patronato, cabe dis­
tinguir, por una parte, entre aquéllos que proceden directamente 
de la Administración, ya sea local, autonómica o estatal, o que 
ostentan cargos cuyo nombramiento directo se produce también 
desde las administraciones, y quienes representan intereses priva­
dos o difusos desde una posición no pública. Dentro de este 
segundo grupo, a su vez, podemos hacer una distinción entre 
quienes acuden en representación y defensa de un interés directa­
mente afectado y aquellos que pretenden ser voz de intereses 
difusos concernientes a la colectividad en general, desde fuera de 
la Administración. Entre los primeros, cabe encajar al represen­
tante de los propietarios de los predios radicados dentro del par­
que nacional y el representante de las asociaciónes conservac�o­
nistas que sean también propietarias de terrenos en el parque. Por 
su parte, los representantes del mundo universitario, así como de 
las asociaciones que por susestatutos se dediquen a la conserva­
ción de la Naturaleza, serían englobables en el segundo bloque. 

1 

• • 

Comparando esta norma jurídica con otras normas paralelas 
cercanas en el tiempo y coincidentes en el objeto de creación y 
regulación de espacios naturales protegidos ( 157), encontramos 

( 157) Concreta�nente, con i.ts normas de-creación y declaración del régimen 
jurídico del Parque natural de la.<i Tablas de Daimiel ( 1 980), del Parque 
Natural de las Dunas de Corralejo ( t 982) y del parque .Natural de las 
islas Cíes (1980). 
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• 

una constancia elevada en cuanto a los miembros presentes en el 
órgano gestor del espacio protegido correspondiente ( 158). La 
constancia es-más notable en lo que se refiere a: los represeQ.tantes 
de las diferentes administraciones públicas. Por lo que respecta a 
los particulares que participan en el patronato o junta respectivos, 
es permanente la presencia de representantes de los propietarios 
de los prédios integrados en el espacio natµral, así como de los 
representantes de las respectivas lilliversidades. Sin embargo, la 
redac�ión de estas normas suele v&riar al aludir al número de 
representantes otorgados a las asociaciones que por s.ús estatutos 
se dedican a la conservación de. la naturaleza (159), e, igualmen­
te, no suele enco.IJ.trarse la referencia que para el Parque Nacional 
de Doñana �e hace respecto al representante de las asociaciones 
conservacionistas propietarias de terrenos. Es interesante también 
señalar que el real. decreto regulador del Parque Natural de las 
Islas Cíes prevé la presencia en la junta rectora de una persona de 
reconocida competencia en el campo de la conservación de la 
naturaleza, designada por la propia junta ( 160) . 

• 

La citada Ley de Espacios Naturales Protegidos de 1975 fue 
sustituida en 1989 por una nueva norma de rango legal ( 161). 
Esta nueva legislación establece la diferenciación de los distintos 
espacios naturales protegidos y su clasificación en Parques, reser­
vas naturales, monumentos naturales y paisajes protegidos, en 

. función ge los bienes y valores a proteger. Asimismo se distribu� 
yen las competencias que sobre los distintos espacios protegidos 
corresponden a cada nivel administrativo (162) y se reafirma la 

1 

( 1 58) art. 5 del real decreto de 1 7  de octubre de 1980; art. 8 de la ley 25/80 de 
3 de mayo; art. 5 del real decreto de 1 5  de octubre de 1 982. 

( 159) En efecto, respecto al Parque natural de las Tablas de Daimiel se prev'é 
la presencia de 

"tres representantes de estas asociaciones, debiendo ser 
elegidos por ellos mismos; uno, de la comarca de Daimiel; otro de ámbi­
to regional y" otro de ámbito estatal. Para el Parque de las islas Cíes exis­
te un representante de estas asociaCiones en )ajunta rectora, siendo las 
asociaciones de ámbito regional o provincial. Finalmente, en el Parque 
de las Dunas de Corralejo existe un representante en la junta rectora de 
asociaciones conservacionistas.de la Comunidad Autónoma de Canarias. 

( 160) art. 5.2 del real decreto de 1 7  de octubre de 1 980. 
( 161 )  4Y 4/89 de 27 de marzo. 
( 162) fundamentalmente, art. 2 1  de la ley. 

237 



legislación atiterior ei1 materia de gestión, confirmándose el 
mismo sistema de instauración de un órgano gestor colaborador: 

(<Para colaborar en la gestión de los Espacios Natura­
les Protegidos se podrán constituir, como órganos de par­
ticipación, Patronatos o Juntas rectoras, cuya composi­
ción y funciones se determinarán en sus disposiciones 
reguladoras» (163). 

En fin, la participación ciudadana por la vía de la incorpora­
ción de personas o colectivos a los órganos de gestión de deter­
minados espacios ecológicos acotados es un cauce más de inte­
gración de los particulares en las labores administrativas sobre 
el medio ambiente. Constituye, por otro lado, un cauce en cierto 
sentido peculiar, por articularse en virtud de una participación 
de carácter orgánico y permanente. Es evidente que, _como en 
parte ya ha sido señalado, este mecanismo previsto en la norma­
tiva sobre espacios naturales protegidos encierra riesgos de des­
virtualización de la participación, fundamentalmente referidos a 
la mayoritaria presencia de representantes administrativos, a la 
dificultad de funcionamiento de sus patronatos o juntas excesi­
vamente amplios y a_la falta de concretización en las facultades 
que realmente corresponden a dichos órganos. No obstante, este 
instrumento participativo, aunque débil, puede resultar positivo, 
sobre todo si a través de su buen funcionamiento se produce la 
expansión de la participación orgánica a otros sectores de la 
actuación administr.ativa ambiental ( 164). 

Para finalizar esta referencia a la participación en materia de 
espacios naturales protegidos, citaremos, como representante de 
la doctrina, '!- Sánchez Morón, quien, refiriéndose a este tema, 
realiza las siguientes consideraciones: «Por tratarse de una esfe­
ra de gestión mínima en la que, una vez decidida su creación, el 

(163) art. 20 de la Ley 4/89. 
( 164) Un referente de esta participación orgánica en otros sectores puede aso­

marse en la composición del Consejo Nacional del Agua, en virtud del 
, art. i'7 de la Ley 29/85 de 2 de agosto, de aguas. Este órgano consultivo 

incorpora representantes de las asociaciones profesionales y económi­
cas más representativas, de ámbito estatal, relacionadas con los distin­
tos usos del agua. 
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interés específico a tutelar está bastante determinado, no es difí­
cil instrumentar rin esquema organizativo que permita una 
amplia participación en las decisiones e, incluso, erradicar de 
dicho ámbito el predominio de la burocracia tradicional». El 
mismo autor, a continuación, realiza la siguiente evaluación de 
está posibilidad participativa: «Este esquema organizativo cons­
tituye, pues, un paso adelante con respecto a la legislación gene­
ral sobre Espacios Naturales, pero revela la timidez con que se 
están abordando los problemas de descentralización y participa-
ción que este tipo de gestión reclama» ( 165). 

· 

B) La participacion en la prestación de servicios ambientales 

La Administración ambiental presta hoy día de modo direc­
to numerosos servicios públicos en áreas de relevancia signifi­
cativa para el medio. Entre éstas, podemos aludir someramente 
a la sanidad ambiental, el tratado de residuos urbanos, o la pro­
tección de elementos naturales tales como las costas, las aguas 
continentales o los espacios protegidos. 

L&, prestación de los numerosos servicios ambientales que 
corresponden a la Administración puede ser significativamente 
participada, hasta el punto de que sean los propios particulares 
los que ejerzan en la práctica el servicio cuya titularidad corres­
ponde a los sujetos públicos. Así, es habitual en muchos cam-

. pos la concesión a determirtadas entidades de natu�aleza no 
pública de la prestación de los servicios públicos ambientales. 
Ello es, sin duda, una fórmula de participación social; si bien, 
en última instancia, el ente concesionario se reviste para el ejer­
cicio de la concesión de determinadas facultades y potestades 
de naturaleza administrativa� 

Es ésta una vía de participación doblemente limitada. Por 
una parte, es un mecanismo estricto en su ámbito subjetivo, 
puesto que sólo pueden optar a él entidades especializadas y que 
disponen de los Qi.edios pertinentes. Eri segundo lugar, resulta ser 
una participación, en última instancia, supeditada a la decisión · 

(165) SANCHEZ MORON. La participación del ciudadano en la protección y 
gestión del medio ambiente, p. 173. 
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final de la Administración de conceder la prestación del servicio 
a un sujeto privado, y a las normas que para dicha prestación 
establezca la propia administración .titular de la competencia. 

Con todo, no puede menospreciarse este cauce participativo, 
ni la función de prestación de servicios ambientales como fuen­
te de nuevas fórmulas de acercamiento a la sociedad en esta 
problemática. En este sentido se expresa Martínez Martín, quien 
se refiere a esta función administrativa señalando que «la pres­
tación de servicios, aunque sea una función prototípicamente 
administrativa, constituye un campo extraordinario de participa­
ción social doQde las fórmulas asociativas de prestación, finan­
dación o administración predominen mayoritariam�nte sobre 
las medidas unilaterales administrativas. En esto la prestación 
de servicios viene siendo un campo de experimentación de fór­
mulas de gestión ambiental que se aplicarán posteriormente a 
otras funciones administrativas» ( 166). 

Un segundo aspecto participativo de importancia, dentro de 
la función administrativa de prestación de servicios ambientales, 

• lo constituye el del acceso del público ll la información sobre el 
funcionamiento del servicio en cuestión. En este punto resulta 
irrelevante si la prestación concreta la realiza la administración 
competente de modo directo o a través de la fórmula de la con­
cesión. Los ciudadanos afectados deben poder optar a una infor­
mación completa acerca del funcionamiento de un servicio 
público que iiene relevancia para el entorno. Para legitimar esta 

' posibilidad de acceso popular a dicha información hemos de 
considerar a los particulares como efectivos usuarios del servicio 
público ambiental correspondiente. La consideración de los par­
ticulares como usuarios abre paso a la aplicación de la legisla­
ción aplicable y, en concreto, de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios ( 167). Dicha norma establece 
como derecho básico de los consumidores y usuarios la informa­
ción correcta sobre los diferentes productos o servicios, así como 

(166) MARTINEZ MARTIN, Las funciones de las administraciones públicas 
en el medio ambiente: intento de sistema�ización, p. 334. 

(167) Ley 26/84. Estatuto vasco del consumidor en Ley 1 0/8 1 de 1 8  de 
noviembre. 
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la educación y divulgación, para facilitar el conocimiento sobre 
su adecuado uso, consumo o disfrute. ( 1 68). Este derecho a la 
información sobre la prestación de los servicios públicos 
ambientales tiene un amplio objeto, que queda reflejado en el 
contenido del artículo 1 3 . 1  de la misma ley: 

«Los bienes, productos y, en su caso, los servicios pues­
tos a disposición de los consumidores y usuarios deberán 
incorporar, llevar consigo o permitir de forma cierta y obje­
tiva una información veraz, eficaz y suficiente sobre sus 
características esenciales, y al menos sobre. las siguientes: 

a) Origen, naturaleza, composición y finalidad. 

b) Aditivos autorizados que, en su caso, lleven incorporados: 

c) Calidad, cantidad, categoría o denominación usual o 
comercial si la tienen. 

d) Precio completo o presupuesto, en su caso, y condiciones 
jurídicas y económicas de adquisición o utilización, indi­
cando con claridad y de manera diferenciada el precio del 
producto o servicio y d importe de los incrementos o des� 
q.1entos, en su caso, y de los costes adicionales.por servi­
cios, accesorios, financiación, aplazamiento o similares. 

e) Fecha de producción o suministro, plazo recomendado 
para el uso o consumo o fecha de caducidad. 

f) Instrucciones o indicaciones para su correcto uso o con­
sumo, advertencias y riesgos previsibles». 

De este modo, con la obligación de la Administración de 
inforníar a los ciudadanos usuarios de los servicios públicos 
ambientales acerca del funcionamiento de éstos, se perfila otro 
cauce participativo abierto a un amplio colectivo y que puede 
resultar una eficaz vía de integración entre las actuaciones 
públicas y la opinión privada en materia de cuidado ambiental. 

Por último, para el supuesto de que la administración obli­
gada a la prestación de determinado servicio no lleve éste a 

( 1 68) art. 2 . 1 .  d) 
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efecto, el ordenamiento debe prever mecanismos de reacción 
para los parLículru;es destinatarios e interesados en la efectiva 
prestación del en•icio eh cuestión. En efecto, las obligaciones 
que la norma que reparten las competencias ambientales 
imputan a las diferentes adrtii.nistraciones de l levar a cabo uno u 
otro servicio, tienen su elemento correlativo en el derecho de 
los ciudadanos destinatarios a la prestación del mismo ( 169). 
Este derecho puede ser invocado, claro está, en la vía jurisdic­
cional, ante los tribunales contencioso-administrativos, mientras 
que para residenciado en la vía administrativa, puede hacerse 
uso del r:necanismo del derecho de petición ( 170). 

C) El acceso a los registros y archivos administrativos 

Queda por anafü;ar una importante faceta que incide directa­
mente sobre la participación ciudadana en las funciones adminis­
trativas relacionadas con el medio ambiente. Nos referimos al 
acceso de los particulares a los archivos, registros o documentos 
administrativos que se refieran, ya a la prestaci611 de servicios 
públicos ambientales, ya a la gestación de expedientes adminis­
trativos de control o anción, o bien sifllpJemente a informacio­
nes o datos que obren en poder de la Administración y que ésta 
utilice en las diferentes labores que le vinculan al medio. De las 
posibilidades de acceso a dichas informaciones y de la apertura 
de la Administración a ponerlas a di posición del ptíblico depen­
derá gran parte de la virtualidad de vario de los mecanismos 
participativos estudfados hasta ahora. La importancia de la cues­
tión justifica un análisis diferenciado de la misma ( 171) .  

( 169) Sobre este derecho, QUINTANA LOPEZ. El derecho de los vecinos a 
la prestación y establecimiento de los servicios públicos municipales. 
1\.1.adrid, 1987. 

-

( 170) LOPERENA ROTA. La protección de la salud y el medio ambiente 
adecuado para el desarrollo de la persona. En Libro homenaje a García 
de Enterl'Ía. 1\.1.adrid: Civitas, 1991 .  

( 171)  Sobre el tema del acceso de los ciudadanos a la documentación admi­
nistrativa existen numerosas publicaciones: Pueden citarse, entre ellas, 
las siguientes: P01\.1ED SANCHEZ. El derecho de acceso de los ciuda­
danos a los archivos y registros administrativos. 1\.1.adrid: INAP, 1989; 
CRUZ 1\.1.UNDET. El derecho de acceso a la documentación pública. 
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El tema que nos ocupa en este apartado permanece huérfano 
de· regulación legal, a excepción de lo sefialado en la Ley de 
Procedimiento Admini rraliv exclusivamente en referencia a 
los sujetos interesados en un expediente administrativo ( 172). 
Por el contrario, la Constitución de 1978 sí hace mención al 
acceso ciudadano a los registros y archivos administrativos, 
constitucionalizando así una materia que en ningún otro Estad<? 
ha alcanzado el máximo rango normativo. Concretamente, el 
artículo 1 05 b) del texto fundamental señala: 

«La ley regulará: ( . . .  ) b) El acceso de los ciudadanos 
a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que 
afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averigua­
ción de los delitos y la intimidad de las personas». 

El presente artículo está encuadrado en el título IV de la 
Carta Magna, que lleva por título «Del Gobierno y la Adminis­
tración». Como se ha señalado, la ley que anuncia este precepto 
no ha visto aún la luz, lo que ayuda sobremanera á avivar la 
polémica acerca de la aplicación concreta de este acceso ciuda­
dano a la documentación pública. 

Bilduma, 2, 1988; ERKOREKA GERVA.SIO. Aproximación al estudio. 
del régimen jurídico del acceso a los archivos públicos y privados. 
Irargi, 1 98 8 ;  BRAVO PIJOAN. L'information et l ' informatiqúe 
comme instrument ·au service du perfeccionnement democratique. 
L'acces aux documents de l ' administration publique, 1 982; MARC 
CARRILLO. Los límites a la libertad de prensa en la Constitución 
española de 1978. En PPU, 1987; BERMEJO VERA. El secreto en las 
administraciones públicas. Principios básicos' y regulaciones específi­
cas del ordenamiento jurídico español. En REDA, n.2 57, 1988; CAS­
TELLS ARTECHE. El derecho de acceso a la documentación de la 
Administración Pública. En RVAP, n.2 10, 1984; ALVAREZ RICO. El 
derecho de acceso a los documentos administrativos. En DA n.º 1 83, 
1979; GOMEZ-REINO y CARNOTA. El principio de publicidad de la 
acción del Estado y la técnica de los secretos oficiales. En REDA n.º 8, 
1 976; PITARCH. Per una Administració transparent. En AP n.º 3 ,  
1980; del mismo autor, Legislació sobre e l  dret d'acces dels ciutadans 
a la documentació administrativa, en la misma revista; SAINZ MORE­
NO. Ei acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administra-
tivos. En REDA n.º 24, 1980. 

· 

(172) art. 62 de la LPA. 
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La primera.cuestión a la que habremos de responder es la de 
si existe en la actualidad un derecho de acceso a los registros y 
archivos administrativos, una vez visto que la ley de desarrollo 
prevista en la Constitución no se ha dictado y que ninguna otra 
norma preconstitucional así lo estipula. 

En relación directa con esta pregunta se encuentra un pro­
nunciamiento del Tribunal Supremo realizado el 1 O de octubre 
de 1979 ( 173). El origen del litigio se centra en la 'denegación 
por parte de la administración de la puesta a disposición de Úna 
asociación de vecinos de determinada documentación referente, 
fundamentalmente, a una concesión. Una vez en la vía jurisdic­
cional, la Sala de lo contencioso-administrativo de la Audiencia 
Territorial corre pondiente dio la razón a la asociación vecinal, 
señalando que para ello no había asiqero alguno en la Ley de 
Procedimiento Adm inisrrativo, pero sí eri cambio en el artículo 
105 b) de la entonces recién aprobada Constitución. La Audien­
cia territorial estimó que, no estando comprendida la exhibición 
de los expedientes concesionales en los límites que el artículo 
citado establece, era procedente dar a conocer el contenido de 
dichos expedientes a la el)tidad actora. El Tribunal Supremo, sin 
embargo,  en la sentencia ya citada, casó la decisión de la 
Audiencia estimando la apelación. interpuesta por el abogado del 
Estado. La argumentación más interesante que ofrece el Tribunal 
en su fallo es la contenida en el cuarto considerando: 

· �<Tal argumentación no es compartida por esta Sala, 
porque sin desconocer el superior ra'ngo que dentro de la 
jerarquía normativa tienen los preceptos constitucionales, 
sin embargo, cuando éstos son declaratorios de principios 
básicos y la propia norma constitucional expresamente dis­
pone que una ley regule el acceso de los ciudadanos a los 

· archivos y registros administrativos, indudaplemente se 
está manifestando, por el propio legislador que para la apli­
cac.ión de tal principio constitucional se requiere de pre­

, ceptos complementarios que lo desarrollen y limiten ( . . . ). 
De igual modo puede predicarse del principio de publici-

(173) Ar. 3.369. 
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dad que consagra el artículo 105 de la Constitución, que 
exige de una Ley que lo regule, y, mientras ésta no , se ela­
bore y publique, no se puede situar a la Administración 
frente a una laguna legal, para resolver las situaciones jurí­
dicas que se produzcan, pues, la actividad administrativa, 
ha de estar en todo momento sometida al Ordenamiento 
Jurídico preestablecido, por lo que mientras esa ley de 
desarrollo que enuncia el texto constitucional no exista, 

. sigue siendo aplicable la Ley de Pro. Adm. de 1958». 

En resumen, el Tribunal Supremo justifica el no acceso a la 
documentación requerida ell ' la falta de una legislación de desa­
rrollo del principio contenido en el artículo 1 05 b). Habida 
cuenta de que hoy signe sin existir esta legislaeión, de ser 
correcta la argumentación del Tribunal,. deberíamos concluir 
negativamente nuestra pregunta acerca del derecho de los ciuda­
danos a acceder a los archivos y registros de la Administración. 

Sin embargo, esta sentencia ha levantado importantes con� 
testaciones. En efecto, Alonso García ( 174) resume en cuatro 
los argumentos principales para desestimar hoy la doctrina sen­
tada por el alto tribunal en 1979. En primer lugar, y en virtud 
del artículo 5. 1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (175), los 
jueces y tribunales vienen obligados a hacer un esfuerzo por 
interpretar las normas preconstitucionales a la luz de la Consti­
tución de1978 .. Este ejercicio puede también realizarse con la 
LPA de 1958 que, interpretada conforme a la nueva realidad 
constitucional, podía haber ejerddo el papel de legislación de 
desarrollo. Este mismo razonamiento es utilizado 'por Sainz 
Moreno, quien refiriéndose a lo dispuesto por el Tribunal 
Supremo señala que «frente a este argumento cabe oponer que 
la aplicación del artículo 105 b) no e.xige, en rigor, la modifica­
eión de la LPA, pues regula una cuestión distinta, de manera 
que, a lo sumo, lo único que exigiría para su aplicación es una 
interpretación constitucional de esa ley, lo cual, no sólo pueden, 

( 174) ALONSO GARCIA, La participación de los individuos en la toma de 
decisiones relativas al medio ambiente en España, p.52. 

(175) Ley Orgánica 6/85 de l de julio. 
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sino que deben hacerlo los jueces ,  como de hecho lo están 
haciendo ya en múltiples ocasiones» ( 176). 

En segundo lugar, la Ley de Patrimonio Histórico ( 177), con 
posterioridad a la sentencia antes comentada, ha desarrollado, al 
menos parcialmente, el artículo 105 b) de la Carta fundamental, 
estableciendo la garantía del acceso de todos los ciudadanos a 
los archivos, bibliotecas y museos de titularidad estatal, sin per­
juicio de las restricciones que puedan ser establecidas por razo­
nes de conservación ( 178). 

El tercer argumento que desmonta hoy la tesis defendida por 
el Tribunal Supremo procede de la doctrina establecida por el 
Tribunal Constitucional. En efecto, este órgano ha defendido 
repetidamente que cuando la Constitución utiliza la expresión 
una ley regulará; .. no está queriendó diferir en el tiempo la apli­
cación del derecho en cuestión, sino intentando evitar que la 
regulación del mismo se realke a través de normas con rango 
inferior a la ley. El mismo Tribunal señala en uno de sus pro-
nunciamientos: 

· 

«Por lo demás debe señalarse que la reserva de ley 
que afecta en este plinto al artículo 105 de la Norma fun­
·damental no tiene el significado de diferir la aplicación 
de los Derechos fundamentales y Libertades públicas 
hasta el momento en que se dicte una ley posterior a la 
Constitución, ya que en todo caso sus principios son de 
aplicacióri inmediata» (179). 

Por último, como acertadamente s.eñala Alonso García, la 
sentencia del Tribunal Supremo de 10 de octubre de 1 979 ha 
recibido una crítica unánime de la doctrina por negar la fuer­
za normativa de la Constitución. En este sentido, cabe resaltar 
nuevamente las consideraciones que al efecto hace Sainz 
Moreno al defender que «no es condición esencial para el 

(176) SAINZ MORENO, El acceso de los ciudadanos a los archivos y regis-
tros administrativos. 

( 177) Ley 16/85 de 25 de junio. 
( 178) art. 62 de la Ley de Patrimonio Histórico. 
( 179) sentencia de 8 de junio de 198 1 ,  fdto. jco. 5.0• 

246 



· ejercicio de este derecho que el legislador lo regule, pues tal 
regulación no "lo hace posible" sino que, simplemente, lo 
desarrolla y reglamenta con la finalidad de que su ejercicio • 

sea ordenado, no ponga en peligro la identidad de los docu­
mentos, se facilite con entrega de copias, etc. (. .. ). Mientras 
tal regulación se produce, la Administración deberá adoptar, 
caso por caso, la decisión que corresponda, dentro de los 
límites normativos trazados por la Constituaión y por las 
demás normas del ordenamiento vigente que no anulen el 
contenido esencial de este precepto» ( 180). 

Como conclusión clara de lo referido hasta el momento, 
hemos de señalar, en consecuencia, que no es preciso el dicta­
do de una ley de desarrollo para que el acceso a la documen­
tación administrativa ,  eventualmente sobre l a  m&teria 
ambiental, sea plenamente defendible en virtud de su procla­
mación constitucional. · 

Como se ha señalado anteriormente, la Constitución españo­
la ·de 1978 es la única que recoge en su texto una referencia al 
tema de la accesibilidad a los archivos y registros de la Admi­
nistración. Esto no obstante, otros países han regulado esta 
materia de modo ejemplar, siendo los casos de Suecia, Francia y 
Estados Unidos los más aludidos en los tratados. 

El principio de transparencia de la Administración goza de 
una larga tradición en los países escandinavos. Concretamente 
es en Suecia, donde se produce la primera norma que versa 
sobre la materia, la Ley de Prensa de 1766. Hoy día, la regula­
ción sueca sobre acceso a la docuJllentación pública se recoge 
en la Ley de Prensa de 5 de abril de 1949. En ella se proclama 
el derecho de todo ciudadano al libre acceso a los documentos 
oficiales ( 18 1), a la vez que se defíne de modo amplio y genero­
so esta última expresión. 

«Siguiendo el ejemplo sueco, Finlandia en 1952 y 
Noruega y Dinamarca en 1971  establecen también, en 

(1 80) SAINZ MORENO, El acceso de los ciudadanos a los archivos y regis­
tros administrativos, p. 1 22. 

( 1 8 1 )  art. 1 del capítulo 2. 
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términos bastante similares el principio de publicidad 
administrativa, cuyos efectos beneficiosos parecen hoy 
indiscutibles» ( 182). 

En los Estados Unidos dé América, el derecho de libre acce­
so a los documentos públicos viene establecido en la Free Infor­
mation Act de 4 de julio de 1966. Francia, por su parte, regula 
la materia en la Ley de 17 de julio de 1978 ( 183) ( 184). El artí­
culo 2 de la norma francesa proclama: 

«A reserva de las disposiciones del artículo 6, los 
documentos administrativos son, de pleno der.echo, 
comunicables a las personas que así lo soliciten, tanto si 
emanan de las Administraciones del estado, como de 
colectividades territoriales, de establecimientos públjcos 
o de organismos, incluso de derecho privado, encargados 
de la gestión de un servicio público». 

Para 'vigilar por el cumplimiento de lo establecido en la ley, 
el artículo 5 de la norma ·francesa prevé la c.onstitución de una 
Comisión de Acceso a los Documentos Administrativos, cuya 
composición y funcionamiento se regulan por decreto de 6 de 
diciembre de 1978 ( 185). 

Finalmente, la república italiana posee en la materia una 
reciente ley de 7 de agosto de 1990 ( 186)., que regula el acceso a 
los documentos administrativos junto a nuevas normas de pro­
cedimiento administrativo. El capítulo relevante a .estos efectos 

(1 82) GOMEZ REINO y CARNOTA, El principio de publicidad de la acción 
del Estado y la técnica de los secretos oficiales. 

( 1 83) Ley n.2 78-753 de 1 7  de julio de 1978. 
(1 84) En tomo a la legislación francesa de acceso a archivos y registros admi­

nistrativos, pueden leerse comentarios en LECOCO, Pierre. L'acces des 
administres a l'administration ou des rapports de l 'administration avec 
ses usagers, Revue fran�aise d'Administration Publique, n.0 1 26, 1983; 
LASERRE, Bruno. Acces du public aux docume.nts administratifs, 
Drdit administratif, n.0 7-8, 1983; MAISL, Herbert, Nove/le liberté 
publique: la liberté d' acces aux documents administratifs, 198 1 .  

( 185) decreto n:º 78- 1 . 136, de 6 de diciembre. 
( 186) Comentario y traducción de la misma por FANLO LORAS, eri RAP 

n.º 1 24, 199 1 .  
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es el quinto, que comienza precisamente con e-1 reconocimiento 
expreso del derecho de acceso: 

« L Al objeto de garantizar la transparencia de la actividad 
administrativa y de fomentar su · ejercicio imparcial, se 
reconoce, a cualquiera que tenga interés en la tutela de 
situaciones jurídicamente relevantes, el derech9 de acce­
so a los documentos administrativos, según las modali­
dades establecidas en l_a presente ley . 

. 
2.

, 
Se considera documento administrativo toda representa­
ción gráfica, fotocinematográfica, electromagnética o de 
cualquier otra especie del contenido de los actos, inclu­
so internos, producidos por la Administración Pública o, 
en todo caso, utilizados al objeto de la actividad admi­
nistrativa» (187) . . 

Las excepciones que se establecen respecto ,al derecho de 
acceso coinciden básicamente ct>Ii fas dispuestas en las leyes 
francesa o estadounidense, y se refieren a materias de segu­
ridad naCional, orden público o intimidad de las personas, 
fundamentalmente. 

1 

La norma italiana extiende el derecho· de acceso a la Adnü­
nistración d�l Estado, los organismos autónomos_, los entes 
públicos y los concesionarios de servicios públicos ( 188).  El 
rechazo, el aplazamiento y la li�itación del acceso se admiten 
sólo en los supuestos y con los límites establecidos taxativa­
mente en el artículo 24, y deberán motivarse en todo caso (189). 
Siguiendo el ejemplo francés, la ley transalpina crea también 
una Comisión para el Acceso a los Documentos Administrat�­
vos que velará por la correcta aplicación del principio de plena 
publicidad de la Administración pública ( 1 90). 

En fin, cualquiera de estas normas de Derecho comparado 
aquí citadas, puede resultar un modelo válido para que a nivel 

(187) art. 22. 
(188) art. 23. 
(189) art. 25 in fine. 
(190) art. 27. 
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estatal (y autonómico) se proceda al desarrollo definitivo del 
artículo 105 b) de la Constitución, ayudando a precisar así su 
virtualidad concreta en nuestro ordenamiento ( 191 ). 

No resulta necesario señalar que si el derecho de acceso a 
los documentos administrativos constituye un elemento paFtici­
pativo importante respecto a cualquier materia, en la problemá­
tica ambiental dicha importancia se acentúa. No en vano, la 
obtención por parte de los ciudadanos de la información 
ambiental que obra en manos de la Administración es en 
muchos casos un requisito previo para que el ejercicio de otros 
cauces participativos resl;llte realment� eficaz. Efectivamente, el 
derecho a la participación, tan fundamental en el campo de los 
intereses difusos, como es el caso de la materia que nos ocupa, 
implica necesariamente un previo derecho a la información. 
Esta información es, pues, la:base de una participación respon­
sable en las labores públicas en relación con el medio. 

Esta idea de la necesidad de una amplia información en 
materia de medio ambiente por parte de las administraciones 
públicas competentes hacia los ciudadanos est.á también pre­
sente en el ámbito europeo y ha cuajado recientemente en una 
Directiva del Consejo de Ministros, cuyo período de recepción 
por los Estados miembros de las Comunidades aún no ha fina­
lizado ( 192). Nos estamos refiriendo a la Directiva del Conse­
jo de 7 de junio de 1990, titulada «Sobre el acceso a la infor­
maciól} en materia de medio ambiente» ( 193). Esta norma se 
enmarca dentro del Programa de medio ambiente de la Comu­
nidad Europea para el quinquenio .J 987-92 y descansa sobre la 
convicción de que el acceso a la información ambiental que 
c:ibre en poder de las autoridades públicas mejorará la protec­
ción global del entorno� P<?r· otra parte, la Directiva ejerce tam-

(191)  En relación con el derecho comparado sobre el acceso a la documenta­
ción administrativa, pueden verse, entre otros, CRUZ MUNDET, El 
derecho de acceso a la documentación pública, p. 1 1 3  y ss.; GOMEZ 
REINO y CARNOTA, El principio de publicidad de la acción del Esta­
do y la técnica de los secretos oficiales, p. 12 1  y ss;; PITARCH, Per una 
Administració transparent; p. 170 y ss. 

(192) Concretamente, se extiende hasta el 3 1  de diciembre de 1 992. 
(193) Directiva 90/313/CEE. 
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bién una necesaria labor de homogeneización de las legislacio­
nes de los diferentes Estados miembros, viéndose algunos de 
éstos obligados a incorporar así una generosa normativa de 
acceso a los registros y archivos públicos de la que anterior­
mente no disponían. 

La Directiva a la que estamos haciendo referencia comienza 
sentando su objetivo de garantizar la libertad de acceso y la 
difusión de la información sobre el medio que esté en poder de 
las auto.ridades, reconociendo, a estos efectos, un concepto 
amplio de la expresión información sobre el medio ambiente. Se 
señalan asimismo los casos en los que se entiende que la infor-­
mación puede ser denegada, ayudando así a tasar estos supues­
tos, cuya interpretación extensiva podría desvirtuar en la prácti­
ca la libertad de acceso. 

La Directiva comunitaria establece igualmente el principio de 
gratuidad en el acceso a la información, sin perjuicio de estableci­
miepto de un canon correspondiente al costo de fa transmisión de 
la información. Se establece también la obligación de los Estados 
miembros de tomar las medidas necesarias para facilitar al públi­
co informaciones de carácter general sobre el estado del medio 
ambiente, independientemente de la solicitud de los particulares. 

Quizás el aspecto más sobresaliente de esta norma, a nues­
tros efectos, es el recogido en el artículo 3. 1 de la Directiva, en 
el que se establece el principio de libertad de acceso a la docu­
mentación administrativa por parte de cualquier ciudadano, sin 
necesidad de que éste deba demostrar ser titular de interés algu­
no. En concreto, el precepto citado señala lo siguiente: 

«Con sujeción a lo dispuesto en el presente artículo, 
los Estados miembros harán lo necesario para que las 
autoridades públicas estén obligadas a poner la informa­
ción relativa al medio ambiente a disposición de cualquier 
persona física o jurídica que lo solicite y sin que dicha 
persona esté obligada a probar un interés determinado». 

Por último, en cualquier caso, el particular solicitante tiene 
derecho a recurrir la respuesta denegatoria de la Administra­
ción, que en todo supuesto, deberá ser motivada: 
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«La persona que considere que su solicitud de infa­
mación ha sido denegada o ignorada sin motivo justifi­
cado, o que haya recibido una respuesta inadecuada por 
parte de una autoridad publica, podrá presentar un 
recurso judicial o administrativo contra la decisión de 
conformidad con el ordenamiento jurídico nacional en 
la materia» ( 194). 

El enfoque que otorga a este tema nuestro ordenamiento es 
todavía inconcluso. Como ya se ha s.eñalado, se echa en falta 
una legislación de desarrollo semejante a la existente en otros 
Estados; que incorpore también· el contenido de la Direetiva 
aquí aludida. Por contra, la Constitución de 1978 es la única que 
ha abordado, aún sin mucha precisión, esta materia. 

Si nos referimos al ámbito municipal, la situación, sin 
embargo, es diferente, pudiéndose afil)llar que se dispone de 
normas de desarrollo. En efecto, la Ley de Bases de RégimeJJ 
Locar (195) se ocupa del derecho de los vecinos a la informa­
ción y regula la infotmación y la participación ciudadanas con­
juntamente en un capítulo específico. 

Así, el artículo 18  de la citada Ley ·de Bases dispone lo 
siguiente: 

«Son derechos y deberes de los vecinos: ( . . .  ) e) ser 
informado previa petición razonada, y dirigir solicitudes 
a la Administración municipal en relaci�n a todos los 
expedientes y doc;;umeritación municipal, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 105 de la Constitución». 

Por su parte, en el capítulo IV de esta misma norma, dedica­
do íntegramente a arbitrar mecanismos de participación ciuda­
dana, se declara: 

«Las Corporaciones locales facilitarán la más amplia 
información sobre su actividad y la participación de todos 
los ciudadanos en la vida local» ( 196). 

(194) art. 4 de la Directiva. 
( 195) ley 7/85 de 2 de abril. 
(196) art. 69. 1 .  
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• 

«Todos los ciudadanos tienen derecho a obtener copias 
y certificaciones acreditativas de los acuerdos de las Corpo­
raciones locales y sus antecedentes, así como a consultar 
los archivos y registros en los términos que disponga la 
legislación de desarrollo del artículo 105,  letra b) de la 
Constitución. La denegación o limitación de este derecho, 
en todo cuanto afecte a la seguridad y defensa del Estado, la 
averiguación de los delitos o la intimidad de las personas, 
deberá verificarse mediante resolución motivada» ( 197). 

Como puede verse, también aquí se está aludiendo a la.futu­
ra legislación de desarrollo del artículo 105 b ), pero, al menos, 
el acceso a los registros y archivos administrativos municipales 
se especifica ya como un derecho de los ciudadanos y se recoge 
en una norma de rango legal. En desarrollo de esta norma, el 
Reglamento de Organización, Funcionamiento y Rég�men jurí­
dico de las Entidades locales ( 198) dedica un capítulo ( 199) de 
su título VII (200) al mismo tema de la participación ciudadana, 
poniendo un énfasis muy especial en el acceso a la información. 
Concretamente, es el artículo 230 el que alude al acceso a los 
archivos y registros municipale.s: 

«2. La obtención de copias y certificaciones acreditativas de 
acuerdos municipales o antecedentes de los mismos, así 
como la consulta de archivos y registros,. se solicitarán a 
la citada Oficina que, de oficio, realizará las gestiones 
que sean precisas para que el solicitante obtenga la infor­
maeión requerida en el plazo más breve posible y sin que 
ello suponga entorpecimiento de las tareas de los · servi­
cios municipales. (. . . ) 

4. Las peticiones de información deberán ser razonadas, 
salvo que se. refieran a la obtención de certificaciones de 
acuerdos o resoluciones que, en todo caso,· podrán ser 
obtenidas mediante el abono de la tasa correspondiente». 

(197) art. 70.3 
(198) aprobado en real decreto 2.568/86 de 28 de noviembre. 
( 199) capítulo 11, Información y participación ciudadana, arts. 227 a 236. 
(200) título VII, Estatuto del vecino, art. 226 a 236. 
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Del;>e remarcars'e que la exigencia de que la petición de 
información deba ser razonada no implica la necesidad de acre­
ditar la titularidad de ningún interés directo en la 'materia. Como 
hemos visto ya, esto mismo es lo que ' dispone la Directiva 
comunitaria sobre acceso a la información ambiental. 

Es también destacable el' papel relevante que la legisla­
ción de ámbito municipal a la que nos estamos refiriendo 
otorga a las asociaciones constituidas para la defensa de los 
intereses generales o sectoriales de los vecinos, que son quie­
nes realmente podrían desempeñar una función participativa 
importante, fuera de los casos en que los particulares son 
afectados directamente (201). 

El gran vacío por cubrir que resta en nuestro ordenamiento 
es, pues, el del desarrollo legislativo del acceso a los registros y 
archivos admi�istrativos cuando éstos pertenecen a las Adminis­
traciones central, autonómica o institucional, con la excepci<?n 
correspondiente a las materias que comprenda la redacción de la 
Ley Patrimonio Histórico. La reivindicación de esta normativa 
se ve reforzada para el caso de la materia de la protección 
ambiental, por cuanto la Directiva de 7 de junio de 1990 debe ser 
incorporada en un breve plazo en nuestro ordenamiento. 

· 

Sin embargo, mientras esta adecuación se produce, es fun­
damentalmente la doctrina quien, por una parte, nos ofrece las 
pautas que han de seguirse en la aplicación directa del artículo 
105 b) de la Constitución y, por otro lado, realiza las proposi­
ciones que se estiman acertadas para inspirar· la redacción de la 
futura legislación de desarrollo. 

La primera cuestión que debemos planteamos acerca de la 
virtualidad del artículo 105 b) es la de la definición de la natura­
leza jurídica del acceso de los ciudadanos a los registros y 
archivos administrativos .. A pesar de que la Constitución no 
entra en especificaciones, nuestra opinión, apoyada tanto en la 
legislación comparada, como en las opiniones doctrinales, es la 
de considerar el acceso comó un auténtico derecho. 

(201) arts. 72 de la LBRL y 232 a 236 del ROF. 

254 



En esta línea, es interesante aludir a la opinión de Castells 
Arteche, quien, al hablar del derecho a la información de los 
ciudadanos, realiza las siguientes consideraciones: «Derecho a 
la información que posee dos vertientes en citado ámbito 
Administración- administrados: 1) la posibilidad para éstos de 
conocer los datos personales que de algún modo les afecten y 
2) la necesaria posibilidad de consultar por el común de los 
administrados aquellos documentos públicos que puedan pre­
sentar un interés general. Pues bien, siguiendo al propio Brai­
bant, el primero constituiría una libertad individual que perte­
necería como tal a los derechos de la persona, y el segundo por 
su parte, sería una libertad pública a disposición de los ciuda­
danos; bifurcándose en un derecho de acceso a la documenta­
ción pública referido a la libertad individual .Y el derecho · pro­
piamente a la información, el de la libertad pública, siendo 
ambos elementos del derecho a saber» (202). La consideración 
del acceso como un derecho de los ciudadanos parece ser algo 
generalmente admitido. En este sentido se pronuncia· el mismo 
Castelles Arteche (203) ,  Alvarez Rico (204), Cruz Mundet 
(205) ,  Bermejo Vera (206) o Parada Vázquez (207),  entre 
otros. Este último autor establece así el marco en el que hoy 
tiene cabida el estudio del acceso a los documentos administra­
tivos: «Al margen de la actuación en procedimientos formali­
zados en que existen partes privadas o interesadas, en que, 
insistimos, el secreto es incompatible con el derecho de éstas a 
recibir información, la cuestión se plantea en la actualidad en 
términos más ambiciosos, como un derecho de los ciudadanos 
a acceder y conocer y dar conocimiento. a otros de cualquier 
actuación de cualquiera Administr�ción pública y ef deber de 

(202) CASTELLS ARTECHE, El derecho de acceso a la documentación de · 

la Administración pública, p. 1 38.  
(203) CASTELLS ARTECHE, op. cit., p. 146. 
(204) ALVAREZ RICO, El derecho de acceso a los documentos administrati­

vos, p. 1 12. 
(205) CRUZ MUNDET, El derecho de acceso a la documentación pública, 

p. 1 10. 
(206) BERMEJO VERA, El secreto en las administraciones públicas. 
(207) PARADA :VAZQUEZ, Comentarios al ar�. 1 05 de la Constitución, 

p. 3 10. 
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ésta es facilitarla». Garrido Falla, por otro lado, parece reforzar 
la naturaleza jurídica del acceso como un derecho subjetivo, 
ligando el artículo 105 b) de la Constitución con el artículo 20 
d) del mismo texto constitucional, en el_ que se establece el 
derecho fundamental a comunicar o recibir libremente informa­
ción veraz por cualquíer medio de difusión (208). 

Entrando en el análisis de los elementos esenciales de este 
derecho de acceso a la- información adrriinistrativa, resulta, a nues­
tro juicio, desafortunado el término ciudadanos que en la redac­
ción del artículo 105 b) se emplea para aludir al sujeto del de�­
cho. En efecto, una lectura restrictiva de este término puede elimi­
nar de su ámbito tanto a los extranjeros como a las personas jurídi­
cas (209). En ninguno de ambos supuestos resultaría deseable 
dicha eliminación. Por un lado, como ya se ha señalado, es ésta 
una vía participativa particularmente interesante para ser ejercida 
por parte de colectivos o asociadones que, sin tener un interés 
directo en el tema, defienden determinados intereses generales o 
colectivos, como los de orden ambiental. De esta forma, el costo, 
tanto económico como temporal, que puede suponer el ejercicio 
de este derecho de acceso a la información administrativa es 
soportado por dichos colectivos, sin que sirva apenas de factor 
disuasorio, lo que sí podría suceder par,a el caso de individuos que 
no van a verse directamente fav_orecidos con su participación. 

En segundo lugar, es conveniente también que el derecho se 
reconozca a los ciudadanos extranjeros, que pueden igualmente 
ostentar intereses en la materia. El temor a facilitar a un indivi­
duo o a un colectivo extranjero determinada información de 
modo inoportuno no tiene razón de ser, desde el momento en 
que en el propio precepto constitucional se especifican unos 
límites adecuados al ejercicio de este derecho, límites que deben 
resultar suficientes en este sentido. 

-

Sería deseable, por tanto, que en la nueva regulación de 
desarrollo del artículo 105 b) de la Constitución se clarificara el 

(208) GARRIDO FALLA, Comentarios a la Constitución, p. 1 .453. 
(209) CRUZ MUNDET, El derecho de acceso a la documentación pública, 

p. 1 10. 

256 



acceso a los registros y archivos administrativos como un dere­
cho correspondiente a toda per�ona física o jurídica. Ello tam­
bién acercaría nuestro sistema a los establecidos en otros Esta­
dos de nuestro entorno. 

Por otra parte, como señala Alvarez Rico, este derecho de 
acceso «se concede a los ciudadanos en cuanto tales, y ello no 
uti singulis,, es decir, ·como partes o interesados en un procedi­
miento administrativo, sino uti cives, es decir, como simples 
ciudadanos, miembros de una comunidad y que por pertenecer a 
ella gozan· del disfrute de determinados derechos y libertades» 
(2 1 0) .  Para reconocer el derecho de información uti singuli 
existe, como hemos visto, el artículo. 62 de la Ley de Procedi­
miento Administrativo. 

Por lo que se refiere al objeto del derecho, esto es, a lo que 
puede ser accedido por los ciudadanos, la Constitución utiliza la 
repetida locución archivos y registros administrativos, siendo 
deseable una interpretación de la misma adecuada a la ofrecida 
por la Directiva de 7 de junio de 1 990 para la materia am­
biental. Concretamente, él artículo 2 de la mencionada norma 
europea señala: 

«A los efectos de la presente Directiva, se entenderá 
por: a) Información sobre medio ambiente: cualquier 
información disponible en forma escrita, visual, oral o en 
forma de base de datos sobre el estado de las aguas, el 
aire, el suelo, la fauna, la flora, las tierras y los espacios 
naturales, y sobre las actividades (incluidas las que oca­
sionan molestias, como el ruido) o medidas que les afec­
ten o puedan afectarles, y sobre las actividades y medidas 
destinadas a protegerlas, incluidas las medidas adminis­
trativas y los programas de gestión del medio a�biente». 

En relación también con el ámbito objetivo del derecho de 
acceso, Alvarez Rico intenta delimitar el objeto del acceso mani­
festando que «a nuestros efectos, teniendo en cuenta lo que es y 

(21 0) ALVAREZ RICO, El derecho de acceso a los documentos administrati­
vos, p. 1 12. 
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lo que debe ser el derecho a la información, cabe considerar 
como válida la definición según la cual documento administrati­
vo es todo objeto material, fundamentalmente escrito, que obra 
en poder de la Administración y que sea elemento o medio de 
conocimiento de la actividad administrativa» (2 1 1 ). Como señala 
Castelles Arteche, el empleo de las �xpresiones archivos y regi�- • 

tros «responde al deseo de aclarar que el acceso facultativo de 
los ciudadanos es tanto a los archivos, considerados como cen­
tros donde se conservan los documentos, como a los registros, 
entendidos como instrumentos de control de dichos documentos 
cuando entran, ciiculan o salen de las oficinas públicas. Se ase­
gura de esta manera la información requerida por los administra­
c:Ios al hacerse alusión a las instancias concretas que agotan prác­
ticamente el circuito por el que di�curren, y se guardan los docu­
mentos públicos, abar.cando la variedad documental que la 
Administración genera, conserva y difunde» (212) .  

Finalmente, en el análisis de este derecho ha de hacerse 
también alusión a las limitaciones del mismo, avanzadas en la 
propia redacción del artículo 105 b) de la Constitución. En este 
precepto, se exceptúan del acceso de los ciudadanos a los archi­
vos y registros administrativos los casos en que tal información 
afecte a la seguridad y defensa del Estado, la �veriguación de 
los delitos y la intimidad de las personas. El tema es reconduci­
ble a la problemática del secreto administrativo, resultando así 
que el espectro abarcado por la documentación en manos de la 
Administración se divide eri dos campos opuestos. Uno de ellos 
es el de libre acceso por parte de los ciudadanos. En el otro, sin 
embargo, residen las informaciones que, por enmarcarse en uno 
de estos tres supuestos constitucionalmente fijados, no pueden o 
no deben ser puestas a disposición de los particulares. Respecto 
a la primera de las parcelas regiría, en consecuencia, el princi­
pio de publicidad, mientras que el principio de secreto prevale­
cería en el segundo sector. ' 

(21 1) ALVAREZ RICO, El derecho de acceso a los documentos administrati­
vos, p. 1 15.  

(2 1 2) CASTELLS ARTECHE, El derecho de acceso a la documentación de 
· 

la Administración pública, . 146. 
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De cualquier manera, lo que ha de quedar definitivamente 
aceptado es el hecho de la prevalen�ia del principio de publici­
dad sobre el de secreto que, en cualquier Estado democrático de 
Derecho, debe revestir carácter excepcional y tasado. Así debe 
deducirse también deJ texto constitucional en sus artículos 9, 20 

y 1 05. No en vano, ha sido la norma fundamental la que ha pro­
duddo un giro �opemicano en cuanto al principio que debe 
regir el acceso a la información, respecto al modelo previgente. 
«En t�rminos generales, el significado de la Constitución espa­
ñola de 1978 respecto al problema aquí analizado resulta muy 
positivo, desde varias vertientes. Básicamente, porque sus plan­
teamientos dogmáticos constituyen una seria revisión _de los 
principios dominantes en la etapa inmediatamente anterior. Los 
principios y valores; en efecto, que el texto constitucional reco­
ge y ampara son radicalmente incompatibles con las interpreta­
ciones restrictivas de la transparencia y publicidad de las accio­
nes gubernamentales» (2 1 3). 

Por lo tanto, además de impulsar una legislación de desarro­
llo que regule generosamente el derecho de acceso de los ciuda­
danos a los documentos administrativos de su interés, el artículo 
1 05 b) está invitando al legislador a modificar la legislación 
existente eri materia de secretos oficiales (214), dotándola de un 
espíritu muy distinto al que la inspiró durante etapas anteriores 
y, sobre todo, considerando el secreto como un evento excep­
cional. En este sentido, y aludiendo a la limitación referente a la 
intimidad de las personas Pitarch acaba formulando una pro­
puesta de regulación en la que ,se conjuguen convenientemente 
los objetivos de «garantizar la publiddad» y, al tiempo, «salva­
guardar la privacidad» (2 15). 

En cualquier caso, la legislación de desarrollo del artículo 
1 05 b) debería, en primer lugar, concretar los casas en que la 
información pueda ser denegada por parte de las autoridades 
administrativas por incluirse en uno de los tres campos opácos 
constitucionalmente previstos. En segundo término, la nueva nor-

(213) BERMEJO VERA, El secreto en las administraciones públicas. 
(214) GARRIDO FALLA, Comentarios a la Constitución, p. 1 .453. 
(215) PITARCH, Per una Administració transparent, p. 160 y ss. 

259 



mativa debe también obligar a la administración correspondiente 
a motivar su resolución denegatoria. Por Óltimo, debe reconocer­
se en todo caso, el derecho del particular solicitante a recurrir, 
tanto en vía administrativa como jurisdiccionalmente, la decisión 
por la que se le niega el acceso a la información deseada. 

{ 
Todos estos extremos han sido contemplados, como sabe­

mos, por la Directiva de 7 de junio de 1990, referida exclusiva­
mente a la materia ambiental. La transposición de esta norma 
comunitaria a nuestro ordenamiento debe �er, pues, una oportu­
nidad excelente para la adecuación legislativa de nuestro Dere­
cho a esta cuestión, especialmente en el sector de la protección 
ambiental que nos. ocupa. Con ello se pondría fin a la etapa 
actual de aplicabilidad directa de la Constitución y al riesgo de 
una interpretación de ésta no todo lo abierta que sería de desear, 
especialmente para· temas de tanta relevancia social como el de 
la protección del entorno, en el que muchas vías de participa­
ción ciudadana tienen como presupuesto inexcusable el ejerci­
cio de una información pública, completa y puntual. 

6. Recapitulación 

La configuración del derecho al ambiente como un derecho 
de participación en las cuestiones públicas relacionadas con el 
medio ambiente se proyecta con una especial intensidad en el 
ámbito de las tareas llevadas a cabo desde la Administración. Es 
preferentemente en el campo de actuación de este poder público 
donde el derecho a disponer de un medio ambiente adecuado 
proclamado en la Constitución puede vertebrarse cOmo un dere­
cho de participación ciudadana, si para ellos se instauran las 
normas y la práctica administrativa necesarias. Ello deriva, en 
primer lugar, de las cada vez más numerosas y. trascendentes 
tareas que, en relación con el entorno natural, está obligada a 
desarrollar la Administración. Por otra parte, tampoco puede 
negarse que son hoy los administrativos los entes públicos con 
los que el ciudadano de a pie mantiene una relación más profusa 
y cercana. No en vano, la fuente habitual de conflicto ambiental 
entre particulares y sujetos públicos es la actuación; activa o 
pasiva, del poder ejecutivo y de las Administraciones públicas. 
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Por todo ello, merece la pena analizar también de modo glo­
bal, y no sólo por sectores de actuación la virtualidad de los 

. mecanismos participativos hoy previstos sobre las funciones 
administrativas ambientales. Junto a esto, si es posible, deben 
señalarse los aspectos y los niodos en que la participación ciu­
dadana puede ser reforzada, acudiendo para ello a la práctica 
seguida en otros Estados de nuestro entorno y elaborando un 
esquema de las vías participativas que en el ámbito administra­
tivo ofrece nuestro sistema. 

Para la configuración de esta recapitulación seguiremos 
los criterios de García de Enterría y Tomás Ramón Fernán­
dez sobre la participación ciudadana en las funciones admi­
nistrativas (2 1 6). Como señalan estos autores, la participa­
ción popular a nivel administrativo tiene su fundamento 
jurídico en la propia Constitución, en cuyos artículos 9.2 y 
23 . 1  se reconoce el principio y el derecho a la participación 
en los asuntos públicos. A ello hemos de añadir, en nuestro 
caso, las referencias hechas en los preceptos 1 05 y 1 29 . 1  de 
la propia ley fundamental, respecto al derecho a la audien­
cia y a la partidpación ciudadana en la actividad de los 
organismos públicos cuya función afecte directamente a la 
calidad de vida, concepto éste, como sabemos; citado tam­
bién en el artículo 45. 

La actuación ciudadana sobre las funciones administrativas 
se articula en tres niveles diferenciados. En primer lugar, existe 
una participación orgánica en los supuestos en que el ciudada­
no mismo se incorpora a los órganos administrativos corres­
pondientes. En segundo lugar, hablamos 'de actuación funcio­
nal, cuando el particular actúa funciones administrativas desde 
su propia posición privada. Fialmente, la participación . coope­
rativa es aquella mediante la cual el ciudadano apoya con su 
actuación privada el camino que la Administración propugna 
en orden a defender el interés general. En el primer caso existe 
incorporación plena del particular en la Administración. En la 

(21 6) GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ. Curso de Derecho admi­
nistrativo. Tomo JI. Madrid: Civitas, 1989, 2.• edic.; p. 76 y ss. 
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participación funcional no se produce tal incorporación, si bien 
el sujeto privado actúa funciones administrativas. Por último, 
en el caso de la actuación cooperativa, no existe incorporación, 
ni tampoco ejercicio de funciones administrativas sino coope­
ración voluntaria del administrado desde el ejercicio de funcio­
nes estrictamente privadas. 

Recopilando las distintas manifestaciones de las técnicas de 
colaboración social que en las diferentes tareas administrativas 
sobre el medio ambiente hemos venido señalando, podemos 
configurar el siguiente listado: 

1) Mecanismos de participación orgánica 

1 . 1 )  Participación en la composición de los patronatos y 
juntas rectoras que colaboran a la gestión de los Espacios Natu­
rales Protegidos. A este respecto, ya hemos visto cómo la legis­
lación vigente en materia de espacios protegidos prevé la cons­
titución, como órganos de participación, de un patronato o junta 
· rectora que en cada espacio natural, cuya composición vendrá 
determinada en la disposición reguladora del mismo. En estos 
órganos administrativos tienen cabida individuos y colectivos 
particulares afectados en alguna medida por la creación de la 
respectiva zona protegida. 

1 :2) Participación en la composición de los Consejos Secto­
riales de Medio Ambiente que puedan ser creados en los muni­
cipios. En efecto, de acuerdo a los artículos 130 y 1 3 1  del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento (2 17), el Pleno 
de la corporación puede articular el establecimiento de consejos 
sectoriales, cuya función será la de canalizar la participación del 
ciudadano y de sus asociaciones en los asuntos municipales. De 
este modo, pueden crearse Consejos Sectoriales de Medio 
Ambiente que, pese a disponer sólo de facultades informativas, 
pueden incorporar a los colectivos vecinales dedicados parcial o 
exclusivamente a los problemas ambientales. 

' 

(217) Reglamento aprobado por decreto 2.568/86 de 28 de noviembre. 
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2) Mecanismos de participación funcional 

2. 1 )  La . Información Pública: A través de este trámite, la 
Administración hace públicos sus proyectos, invitando a los 
ciudadanos a emitir su opinión al respecto. Se trata, probable­
mente, del mecanismo participativo más extendido y está pre­
sente tanto en la elaboración de planes y programas, como en 
las EvaluaCiones de Impacto Ambiental, o en las concesiones de 
licencias y autorizaciones. El principal desafío de este trámite es 
conseguir que las propuestas presentadas por los ciudadanos 
obliguen a la Administración a motivar so consideración cbn 
base en los aspectos ambientales de las mismas. 

2.2) Acciones populares. El ejercido ·de las mismas supone 
otra vía de participación funcional abierta a todos los ciudada­
nos. Nuestra legislación reconoce acciones populares en las nor­
mas de diversos sectores como, por ejemplo, pesca fluvial, caza, 
suelo o costas. 

2.3) Peticiones'. El ejercicio del derecho de petición es tam­
.bién posible ante el poder ejecutivo y la Administración en 
parecidos términos a los vistos respecto al poder legislativo. 
Hoy día el derecho de petición es un derecho fundamental reco­
gido en el artículo 29 de la Constitución y regulado por la ley 
92/60 de 22 de diciembre. 

2.4) Iniciativas y sugeren�ias·. Por un·a parte, pueden formu­
larse iniciativas por los administrados en virtud de lo estableci­
do en el artículo 34 de la Ley de procedimiento Administrativo. 
Por otro lado, el derecho .a la audiencia en la elaboración de dis­
posiciones de carácter general (2 18) puede también dar lugar a 
la presentación de sugerencias y propuestas de los particulares. 

2 .5)  Actuación del particular como coadyuvante de la 
Administración en los procesos contencioso-administrativos 
motivados por conflictos ambientales (21 9) .  

2.6) Denuncias. La presentación de denuncias es un cauce 
partic.ipativo en relación éon la función de policía ambiental. 

(218) art. 105 de la Constitución. 
(2 1 9) art. 30 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa. 
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Los principales obstáculos que pueden atrofiar la virtualidad de 
este· mecanismo derivan, por un lado, de la inactividad adminis­
trativa ante la presentación de la denuncia y, en segundo lugar, 
de la negativa de la Administración a informar al denunciante 
del estado de la instrucción y del expediente sancionador 
correspondiente. 

2. 7) Encuestas. Mediante este trámite, la Administración 
recaba la opinión de determinados agentes sociales relevantes 
ante la elaboración de u plan o programa ambiental o en virtud 
de un procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental. 

3) Mecanismos de participación cooperativa 

3 . 1 )  Elaboración deplanes y programas ambientales no vin­
culantes, sino meramente indicativos para el sector privado. 

3.2) Fomento de la Administración ambiental a los particu­
lares a través de estímulos e incentivos económicos . 

. 

A través de estos mecanismos es como se articula en nues-
tro sistema la participación ciudadana en las tareas ambientales 
administrativas. Como puede observarse, la principal parte de 
los instrumentos habituales pertenece a lo que denominamos 
participación funcional, siendo las fórmulás orgánicas y coope­
rativa� relativamente menos frecuentes. Este dato nos ofrece 
una primera idea para realizar un análisis de este cuadro de 
mecanismos participativos. No en vano, un modelo avanzado de 
participacion ciudadana en materia de medio ambiente se carac­
teriza por. la existencia de un elenco amplio de instrumentos de 
participación funcional, junto a una abundante participación 
cooperativa. La imagen que nuestro sistema ofrece por el 
momento es, pues, la de encontrarse en una etapa aún previa a 
la real interiorización del componente participativo como un 
valor fundamental de la política ambiental. Al escaso margen 
concedido a la participación de carácter cooperatfvo hay que 
sumar l¡is trabas que aún encuentran algunos mecanismos fun­
cionales pata hacer efectiva su utilización. 

En cuanto a la realidad de los sistemas vigentes en países de 
nuestro entorno, podemos afirmar que existe una gran diversidad 
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en las legislaciones de los diferentes Estados en relación con la 
participación ciudadana en las funciones adminístrativas de 
medio ambiente. En cualquier caso, la tónica general no apunta 
tampoco a un excesivo desarrollo de la proyección participativa 
del derecho al ambiente en decisiones administrativas (220). 

Tres ideas p!Jeden señalarse con respecto al Derecho com­
parado. En primer lugar, cabe señalar que el sistema que proba­
blemente ofrece mayores posibilidades participativas es el 
vigente en Estados Unidos, · donde los mecanismos de participa­
ción gozan de una mayor tradición. En Europa, los sistemas de 
Reino Unido, Alemania o Países Bajos ofrecen, a primera vista, 
máyore·s posibilidades que los de los Estados latinos como 
.Francia, Italia o España. • · 

Por lo que respecta al tratamiento dispensado a las asociacio­
nes y colectivos ecologistas como vehículo de representación de 
los intereses ambientales de la población, en algunos casos se 
reconoce a los grupos más representatívos como tales a todos los 
efectos (221 ) . En otros países, sin embargo, cualquier colectivo de 
esta naturaleza puede participar en los procedimientos administra­
tivos siempre que cumpla las condiciones legalmente establecidas. 

Por último, también merece señalarse que es no�a común a 
todas las legislaciones variar las condiciones de participación 
ciudadana según el sector de medio ambiente de que se trate. 
Así, si bien es frecuente que se impulse la participación en 
materia de espacios naturales protegidos o en la elaboración de 
planes ambientales, resulta habitualmente más problemático dar 
entrada a los particulares en materias ·como el control de la con­
taminación originada por la energía nuclear. 

Respecto a nuevas figuras o mecanismos que podrían ser 
incorporados a nuestro sistema, nombraremos, en primer lugar, 
como técnica de participación orgánica, los Jurados administra­
tivos ambientales. Para Pérez Moreno, «la escasa aplicación de 
los Jurados se deja sentir sobre todo en asuntos como el urba-

(220) GOSALBO BONO. El Derecho del medio ambiente a la luz del ·dere­
cho Comparado. En Poder Judicial, n.º IV, 1989, p. 144 y ss. 

(221 )  Es el caso, por ejemplo, pe Dinamarca. 
· 
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nismo y el medio ambiente» (222) . La instauración de estos 
órganos, donde se dieran cita expertos y representantes sociales, 
podría significar una importante prevención de litigios ambien­
tales, que serían resueltos sin tener en cuenta las rigideces del 
Derecho procesal. 

Por lo que se refiere a la participación funcional, sería posible 
un perfeccionamiento · de la técnica de las encuestas, lo que las 
acercaría a los «hearings» anglosajones (223). A su vez, el meca­
nismo de los debates públicos sobre ciertos proyectos afectantes 
al entorno no supondría sino una nueva modalidad de encuesta, 
tendente a informar a los sujetos previsiblemente afectados por el 
proyectó y a evitar en lo posible el surgimiento de futuros litigios. 

. Sin embargo, como anteriormente se ha señalado, el mayor 
impulso participativo ha de producirse mediante un aumento en 
la utilización de las técnicas de participación cooperativa. Hoy 
día estamos viendo, por ejemplo a través de los reglamentos que 
en su momento denominamos concertados, que «las soluciones 
negociadas y los procedimientos por convenio tienden a sustituir 
a las tradicionales determinaciones administrativas de carácter 
unilateral y a veces variable» (224). En efecto, «a través de fór­
mulas de administración concertada, basadas en el principio de 
colaboración ( . . .  ) puede actuarse flexible y eficazmente en los 
planos más diversos de la protección del medio ambiente». 

Para finalizar la presente recapitulación de la participación 
ciudadana en las labores administrativas sobre el entorno, ha de 
hacerse una referencia a la filosofía que inspira la Recomenda­
ción 16 de 1987 del Comité .de Ministros del Fonsejo de Europa, 
«Sobre los procedimientos administrativos que afectan a un gran 
número de personas» (225). En este sentido, la Recomendación 

' 

(222) PEREZ MORENO. Crisis de lá participación administrativa. En RAP 
n.º 1 19, 1989, p. 1 89. 

(223) JADOT, Benoit. Les procédures garantis.sant le droit a l'environnement. 
En Environnement et droits de l' homme. París: UNESCO, 1987, p. 54. 

(224) ESCRIBANO COLLADO, LOPEZ GONZALEZ, PEREZ MORENO, 
Constitución y medio ambiente: bases para un programa legislativo, 
Universidad de Sevilla, 1982, p. 63. 

(225) Adoptada por el Comité de Ministros el 17  de septiembre de 1 987. 
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supone un primer paso en la configuración de determinados dere­
chos sociales, cuya defensa como derechos sustantivos es proble­
mática, como derechos de participación, en cuanto al ámbito 
administrativo se refiere. De esta forma, la elaboración de actos 
administrativos no normativos afectantes al ambiente, sería lleva­
da a cabo en el seno de un procedimiento de participación, en el 
que las personas afectadas son informadas obre los efectos posi­
bles que recaerían en sus dereéhos, libertades e intereses (226). 
La Recomendación prevé diferentes modahdades para el ejercicio 
de esta participación' (227), obligando a la autoridad a tener en 
cuenta los hechos, argumentos y medios de prueba presentados 
por los interesados durante el procedimiento (228) . .  En cualquier 
caso, éste finalizaría con una amplia publicidad del acto adoptado 
(229), siendo en todo momento posible su control por la jurisdic­
ción o cualquier otro órgano independiente (230). 

La asunción de esta idea participativa expresada en la Reco­
mendación es básica para lograr la efectividad de los derechos 
difusos en el ámbito administrativo, mediante su reconversión 
en derechos de participación. El incremento de los mecanismos 
participativos estudiados y la ausencia de restricciones interpre­
tativas en el ejercicio de los mismos son, pues ,  condiciones 
indispensables para ayudar a la configuración del' derecho a dis­
frutar de un medio ambiente adecuado, no como un derecho 
sustantivo, sino como un derecho de participación en las cues­
tiones admínistrativas relacionadas con el medio ambiente. 

(226) Sección I.I de la Recomendación. 
(227) Sección I.IV de.la Recomendación. 
(228) Sección LV de la Recomendación. 
(229) Sección LVI de la Recomendación. 
(230) Sección LVII de la Recomendación. 
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LA PARTICIPACION EN El,. PODER "JUDICIAL 

Para completar el estudio de las formas de participación ciu­
dadana en las decisiones públicas relativas al medio ambiente, 
resta por dedicar un .apartado a la labor desempeñada por el 
poder judicial. Lógicamente, el tema de la participación en este 
poder se centrará principalmente en la capacidad de los cíuda­
danos de acceder a los tribunales para sus demandas en conflic­
tos ambientales. Por ello, el estudio de las formas de participa­
ción popular en el poder judicial se centra primordialmente en 
el estudio de la legitimación activa en este tipo de contenciosos. 

Como sabemos, el poder judicial en nuestro país queda 
es_tructurado en cuatro órdenes jurisdiccionales, de los que son 
tres los que van a afectar de una u otra forma a las materias de 
corte ambiental. De estos tres órdenes referidos, "el civil, el penal 
y el contencioso-administrativo, es, sin embargo, este último el 
que hoy por hoy conoce la mayor proporción de conflictos 
ambientales,  y el que más interrogántes plantea sobre la accesibi� 
lidad de determinadas demandas ambientales de los ciudadanos a 
sus órganos, todo lo cual justifica un tratamiento más extendido 
de la legitimación activa ante los tribúnales de ésta jurisdicción. 

De modo paralelo, y aun no tratándose de un órgano perte­
neciente al poder judicial, ha de hacerse aquí también una refe­
rencia al Tribunal Constitucional y al acceso de los ciudadanos 
al mismo en materia de medio ambiente. Pese a que, como 
sabemos, el derecho al medio ambiente está recogido en el artí­
culo 45 de la Constitución, y por tanto fuera de los preceptos 
susceptibles de ser alegados en la presentación del recurso de 
amparo, este Tribunal ha reconocido en alguna ocasión la posi-
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bilidad de que los ciudadanos planteen a través de este recurso 
demandas ambientales, relacionándolas con alguno de los dere­
chos fundamentales de la sección primera. Concretamente, nos 
estamos refiriendo a los supuestos en que el entorno habitual de 
una o varias personas se ve afectado por perturbaciones causa­
das por ruidos o sonidos excesivos. El Tribunál Constitucional 
admite en su Sentencia 22/84 de 17 de febrero, la posibilidad de 
plantear recurso de amparo por transgresión del derecho a la 
inviolabilidad del domicilio, recogi\io en el rutículo 18 .2 de la 
Constitución ( 1). ' Sin embargo, a pesar de que resultaría suma­
mente interesante la existencia de esta vía para intentar impedir 
Una de las agresiones ambientales más frecuentes y dafünas de 
nuestra sociedad, es preciso reconocer también que ·1a presente 
línea jurisprudencia! aún no ha sido definitivi;i.mente confirmada 
por este Tribunal (2). 

· 

l. Jurisdicción civil 

Durante el siglo pasado, los primeros instrumentos jurídicos 
incorporados por los ordenamientos , europeos para la protección 

· del entorno tenían la doble característica de "ser mecanismos de 
orden jurisdiccional y de naturaleza privada. La defensa del 
medio estaba en sus orígenes ligada a la del derecho de propie:­
dad y podemos decir que revestía un marcado cariz individualis­
ta. Ello derivaba en la importancia del juez civil ·en las labores de 
prot�cción ambiental. Lógicamente; este esquema jurídico res­
ponde a un modelo de sociedad diferente del actual, en el que el 
maquinismo y la industrialización eran aún recientes o simple­
mente inexistentes. El Estado disponía de un peso mucho menor 
del que actualmente ostenta en la vida social y la Administración 
no asumía como propias muchas de las funciones ,que hoy le atd­
buimos en la defensa del entorno. Fundamentalmente, se trata de 
una etapa en la que los bienes y derechos resultan fácilmente 
individualizables, e igualmente aparece como sencillo determi­
nar en la mayoría de los casos al agente productor del daño 

(1)  Sentencia citada, fundamento jurídico 5.º 
(2) A este respecto, MARTIN RETORTILLO. La defensa frente al ruido ante 

el Tribunal Coqstitucional. En RAP n.º 1 15, 1988. 
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ambiental correspondiente. La escasa magnitud de los problemas 
relativos a la contaminación no hacía necesario el desarrollo de 
políticas preventivas en esta materia y, al contrario, los remedios 
establecidos desde los tribunales lOgraban, en la mayoría de los 

, supuestos, reestablecer el equilibrio ambiental inicial. La conoci­
da evolución posterior de los acontecimientos económicos y 
sociales ha producido, como es notorio, importantes cambios en 
los ordenamientos, hasta el punto en que hoy día podemos afir­
mar la creciente importancia de lo público sobre

.
lo privádo y de 

lo colectivo o difuso sobre lo estrictamente individual. Esta. evo­
lución, si cabe, es aun más palp�ble respecto al sector del Dere­
.cho que. se ha preocupado de regular el ambiente y su protec­
ción. Hoy en día, como sabemos, la parcela nuclear del Derecho 
ambiental se encuentra en la vertiente pública del ordenamiento. 
En segundo lugar, la realidad impone la necesidad de elaborar un 
Derecho y una política ambientales fundamentalmente preventi­
vos, antes que reparadores. Por último, los intereses implicados 
en los conflictos ambientales son, en su mayoría, de naturaleza 
supraindividual y afectantes a colectivos amplios no fácilmente 
delimitables. Estos tres factores han provocado que en la actuali­
dad la antigua importancia del juez civil en cuanto a la protec­
ción del entorno, se vea extraordinariamente reducida. Por una 
parte, porque la política de protección del medio ha necesitado 
pasar de la reparación a la prevención, esto es, de la jurisdicción 
a la administración y la legislación. Por otro lado, porque la con­
cepción mayoritaria del contencioso ambiental como un conflic­
to de intereses individuales dejó de existir hace tiempo, derivan­
do los problemas que afectan al entorno al ámbito de los intere­
ses �olectivos, difusos y generales, protegidos y regulados desde 
el campo del Derecho público. 

Esto no obstante, la jurisdicción civil sigue ejerciendo hoy 
día funciones de tutela ambiental, cuya importancia no puede 
ser menospreciada y en la que podrán participar aquellos que 
encuentren un título de legitimación para poder accionar los 
órganos de este orden jurisdiccional. 

\ 
Los campos concretos de intervención de los tribunales 

civiles en los conflictos ambientales vienen determinados en 
virtud de las acciones que obran en mano de los particulares y 
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que tienen por objeto la restauración de los intereses o dere­
chos ambientales supuestamente afectados. Entre estas accio­
nes se encuentran, fundamentalmente, la derivada de las nor­
mas que regulan las relaciones de vecindad (3); la ejercida ante . 
un abuso de derecho o un ejercicio antisocial del mismo (4); 
las acciones que derivan del incumplimiento de un pacto o con­
trato; y la acción de responsabilidad extracontractual (5). A .  
estos supuestos habría que añadir el  de la  posibilidad de inter­
posición de interdictos para la paralización de construcciones 
que interfieran en el derecho al ambiente. Por último, los tribu­
nales civiles también pueden conocer de problemática ambien­
tal en el caso de que una persona física o jurídica no esté de 
acuerdo con el desarrollo normativo o con la interpretación que 
se viene realizando de una Directiva que versa sobre la mate­
ria, a efectos civiles. 

Los límites del campo de actuaeión de la jurisdicción civil en 
la materia ambiental, sin embargo, ilo resultan tan extremada� 
mente claros como podrían parecer tras observar los supuestos 
anteriores. Quiéi:;ase o no, se producen inevitables fricciones entre 
los diferentes órdenes jurisdiccionales también en esta materia, 
fundamentalmente entre el orden civil y la jurisdicción contencio­
so-administrativ�. Ello ha dado lugar a que los propios tribunales 
se pronuncien a veces acerca de la extensión de su propia juris­
dicción en este campo. En este sentido, desde el orden civil, 
resulta interesante resaltar la sentencia del Tribunal Supremo de 3 
de diciembre de 1987 (6), que en su St?gundo fundamento de 
derecho aborqa precisamente el tema del deslindamiento entre las 
facetas pública y privada del Derecho ambiental: 

«a) La legislación sobre el medio ambiente y sus efectos 
es de inspiración, esencialmente, administrativa, corres­
pondiendo a las administraciones estatal, autonómica y 
local .su regulación y organización, lo que no es óbice para 
que el ordenamiento jurídico-privado pueda y deba ínter-

(3) Véanse los arts. 590, 1 .908 y l .909 del Código Civil. 
(4) art. 7.2 del Código Civil. 
(5) arts. 1 .093 y 1 .902 del Código Civil. 
(6) Ref. Ar. 9.176. 
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venir en cuantos problemas o conflictos se originen en el 
ámbito de las relaciones de vecindad, en los supuestos d'e 
culpa contractual o extracontra�tual y .en aque!los otros 
que impliquen un abuso del derecho o el ejercicio antiso­
cial del mismo, situación a la que alude el artículo 7 .2 del 
Código Civil, b) el precitado ordenamiento tiene primacía 
en los casos de conflictos entre personas físicas y jurídicas 
de naturaleza privada ( . . .  ) y c) el procedimiento adminis­
trativo está en función de la existencia de un acto adminis­
trativo» (7) .  

A este respecto; cabe- señalar también que son varias las sen­
tencias. que invocan la vis atractiva de la jurisdicción civil por 
ser ésta «fuente o raíz de todas las demá,s jurisdiccienes» (8). 

De todos los supuestos de intervención de los tribunales 
civiles en la materia ambiental, como fácilmente puede supo­
nerse, es el de la responsabilidad extracontractual el que posee 
una mayor extensión e importancia. 

Como es sabido, hoy día la responsabilidad por culpa no 
ofrece un sóJ:!do fundamente para la reparación de daños; even­
tualmente ambientales, producidos en virtud de las característi­
cas de una sociedad industrial. Entra aquí la labor correctora de 
la Jurisprudencia que hace evol\lcionar la concepción originaJ 
del Código Civil en materia de responsabilidad extracontractual 
hacia posturas más útiles para la actual realidad social (9). Va 
imponiéndose de esta fonna la Teoría del Riesge, resultante, en 
grandes lfnea , de un traslado en el ámbito subjetivo de Ja carga 
de la prueba� Pese a esta evolución, parece claro que el terreno 
ambfontal constituye un campo abonado para la instauración de 
Ja respon abilidad objetiva. De hecho, muchos de los daños que 

(7) El mismo tema de la competencia de la jurisdicción civil en conflictos 
ambientales se trata en las sentencias .de 1 2  de diciembre de 1980 (Ar. 
4.747) y 16 de enero de 1989 (Ar. 101 ). 

(8) Entre otras, sentencias de 1 de febrero de 1966 (Ar. 304), 8 de julio de 
1968 (Ar. 3.633), 5 de junio de 1 976 (Ar. 2.63 1) y 1 2  de diciembre de 
1 980 (Ar. 4.747). 

(9) CONDE PUMPIDO.La responsabilidad civil por daños al medio ambien-
te. En RDA n.2 5, 1990. 

-
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afectan al entorno tienen su causa en acontecimientos difícil­
mente imputables a ningún sujeto determinado. De esta forma, 
la mayoría de los ordenamientos de nuestro entorno han intro­
ducido la responsabilidad objetiva respecto a determinados sec­
tores y, por otro lado, el principio «quien contamina paga», pro­
clamado hoy día desde la norma básica de las Comunidades 
Europeas, nos ac rea también a este tipa de responsabilidad. La 
legislación adminiStrati,va es por ello La encargada de instaurar 
la responsabilidad objetiva con efectos c iviles en sectores 
ambientales, como pueden ser el de la energía nuclear o el de 
los residuos tóxicos y peligrosos. 

En la vfa jurisdiccional civil, sin embargo se encuentran 
mayare obstáculos a la hora de pretender lograr una reparación 
de daños ambientales extra.contractuales. Es preci o para ello, 
en primer lugar acreditar la existencia de un daño de caráct-er 
patrimonial. No cabe la acción de responsabilidad civil cuando 
no se produce un perjuicio con trascendencia económica inme­
diata. En segundo lugar, es también necesaria la identificación 
de los sujetos contaminante y perjudicado. Las reclamaciones 
no pueden prosperar si el agente productor del daño no se halla 
individualizado. Por último, y quizás aquí radica la mayor difi­
cultad de la responsabilidad extracontractual por daños al entor­
no, es preceptivo probar el nexo causal entre el hecho contami­
nante y el perjuicio causado. Estos mismos requisitos son enu­
merados por el Tribunal Supremo en su jurisprudencia, de la 
que extraemos aquí una.referencia. En concreto, la sentencia de 
27 de octubre de 1 9  O ( 1 0) diferencfa entre elementos fácticos y 
elementos jurídicos nece ario para la existencia de un supuesto 
de responsabil idad extra.contractual: 

«Nos encontramo por tanto ante un supuesto de res­
ponsabilidad extra.contractual contemplado en el artículo 
1 902 del Código Civil, y para cuya existencia la juri pru­
dencia de esta sala ha exigido uno elementos puramente 
fácticos -acción u omisión causante y resultado dañoso-­
Y otros factores jurídicos -valoración de la conducta, y 

( 10) Ref. Ar. 8.053. 
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relación de causalidad entre la acción humana y el 'resul­
tado producido-» ( 1 1 ) 

En la misma sentencia el Tribunal se encarga de aclarar su 
concepción de la relación de causalidad, estableciendo con fir­
meza la necesidad de prueba terminante del nexo causal: 

«Es prnciso aplicar Ja doctrina jurisprudencíal definido­
ra de1 principio de l� causación adecuada, que exige; -para 
apreciar la culpa deJ agente, que el resultado sea una cónse­
Cl1encia natural, adecuada y suficiente de la determinación 
de la voluntad; debiéndose entender por consecuencia natu­
ral, aquella que propicia, entre el acto inicial y el resultado 
dañoso, una relación de necesidad, conforme a conocimien­
tos normalmente aceptados; debiendo valorarse en cada 
caso concreto, si el acto antecedente, que se presenta como 
causa, tiene virtualidad suficiente para que del mismo se 
derive, como consecuencia necesaria, el efecto lesivo pro­
ducido; no siertdo suficiente las simples conjeturas, o la 
existencia de datos fácticos, que por ilna mera coincidencia 
induzcan a pensar en una posible interrelación de esos 
acontecimientos, sino que es preciso la existencia de una 
prueba terminante relativa al nexo entre la conducta del ·. 

agente y la producción del daño» (12). 

Pese a este pronunciamiento, que parece querer endurecer 
los re@isitos de acceso a la reparación ex�acontraotual de daños 
ambientales, lo cierto es que el Tribunal Supremo también arbi­
tra con frecuencia técnicas de protección a los dañados. En pri­
mer lugar, encontramos la ya citada inversión de la carga de la 
prueba, presente, por ejemplo, en sentencias como las de 1 1  de 
abril de 1984 ( 13), 13  de mayo de 1985 ( 14), 10- de julio de 1985 
( 15) o 31 de enero de 1986 ( 16). En segundo lugar, el alto tribu­
nal ha repetido con profusión que el cumplimiento por parte del 

( 1 1 )  Fundamento de derecho l .  Q 
( 12) Fundamento de derecho 2.Q 
( 13) Ref. Ar. l .956. 
( 14) Ref. Ar. 2.272. 
( 15) Ref. Ar. 3.965. 
( 16) Ref. Ar. 444. 
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agente contaminante de la normativa que le era aplicable no · 

sirve para exonerar a éste d.e su posible responsabilidad extra� 
contractual (17) .  Concretamente, en su pronunciamiento de 1 6  
de enero de 1989, el Tribunal Supremo señala claramente que: • 

«El acatamiento y observancia de las normas admi­
nistrativas no colocan al obligado al abrigo de la corres­
pondiente acción civil de los perjudicados o interesados 
en orden a sus derechos subjetivos lesionados, puesto que 
si aquéllos contemplan intereses públfcos sociales, ésta 
resguarda el interés privado exigiendo, en todo caso, el 
resarcimiento del daño y en su caso la adopción de medi­
das p!ifa evitarlo o ponerle fin» ( 18). 

En sus decisiones, los tribunales civiles, en ocasiones, ade­
más de la reparación correspondiente al daño causado, imponen 
la adopción de medidas correctoras. Ello se debe � que en la 
sentencia, además de reestablecer el equilibrio perdido, debe 
procurarse poner fin a la causa productora de los daños, lo cual, 
en prineipio, sería una atribución administrativa. No obstante, 
resulta lógico que el tribunal mismo sea quien se preocupe de la 
no repetición del perju.icio, con lo que incorpora un importante 
elemento preventivo a su función. Por otra parte el Tribunal 
Supremo ba indicado con firmeza que la impo ición de tal� 
medidas no implica una extralimitación en las atribuciones de la 
jurisdicción civil. Así lo señala, entre otras, la sentencia de 12 
de diciembre de 1980 ( 19), en su C<?nsid.erando sexto: 

«No invaden los Tribunales el campo de la Adminis­
tración al imponer la ejecución de medidas correctoras 
contra los daños ocasionados por inmissio ( . . .  ). Una cosa 
es el permiso de instalación de una industria y la indica­
ción de los elementos que deben ,ser acoplados para evitar 
daños y peligros, cometido propio de la Administración, 

( 17) Véanse, entre otras, las sentencias de 17 de marzo de 1981 (Ar. 1 .009), 
3 1  de enero de 1986 (Ar . .  444), 16 de. enero de 1989 (Ar. 101), y 14· de 
febrero de 1989 (Ar. 834). 

( 1 8) Fundamento jurídico 5.º 
(19) Ref. Ar. 4.747. 
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y otra bien distinta que cuando por no cumplir los requi­
sitos ordenados o porque los elementos empleados sean 
deficientes o adolezcan de insuficiencia, se produce un 
daño en la propiedad de tercero y se sigue un conflicto, 
su conocimiento competa a los órganos de la jurisdicción 
civil» (20). 

.. 

El alcance de estas medidas correctoras impuestas desde los tri-
bunales civiles puede comprender también el eventual cierre de la 
instalación en la que se lleva a cabo la actividad contaminante (21). 

En cualquier caso, el Derecho civil no deja-de ser un ámbito 
jurídico limitado para la eficacia de la responsabilidad de daños 
producidos al entorno. Los requisitos precisos para llevar ade­
lante esta vía chocan en ocasiÓnes con las exigencias de la 
sociedad actual en la que los perjuicios ambientales afectan a 
colectivos no fácilmente identificables, a la vez que son produ­
cidos por agentes de dificultosa individualización. El camino 
natural á recorrer por la responsabilidad ambiental extracontrac­
tual es el de una progresiva implantación de la responsabilidad 
objetiva y el de la creación de patrimonios comunes que respon­
dan de los daños producidos sin culpa; socializándose así los 
riesgos y, si es posible, trasladando paulatinamente dicha socia­
lización al ámbito internacional. 

Por último, cabe recordar que el Estado puede ser también 
civilmente re�ponsable cuando, en la vida civil, por su culpa se 
producen daños cuantificables a sujetos individuales. 

Como se ha señalado anteriormente, las llamadas· relacio­
nes de vecindad constituyen un campo de intervención de los 
tribunales civiles en relación con los daños que se producen 
en el medio. En este caso, la responscrbilidad se fundamenta 
en una actividad inicialmente legítima realizada en un deter­
minado predio, pero. que trasciende a otros predios diferentes 
provocando daños con contenido patrimonial. Los ordena-

(20) En la misma línea, otras sentencias más antiguas: 5 de abril- de 1960 
(Ar. 1 .670), 23 ·de diciembre de 1952 (Ar. 2.673) y 1 4  de mayo de 
1963 (Ar. 2.699). 

(21 )  Sentencia de 14 de febrero de 1989 (Ar. 834). 
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. .  

mientas han ido creando para estos supuestos derechos de 
defensa que, en el caso de los orde.namientos latinos,  tienen 
su génesis en el concepto de lnmissio (22). Con todo, las 
posibilidades que se ofrecen en nuestro ordenamiento con 
respecto a esta vía son realmente escasas. Los .dos preceptos 
representativos de las relaciones de vecindad, en lo que con­
cierne a injerencias en el ambiente, son los artículos 590 y 
1908 del Código <;ivil : 

art. 590: «Nadie podrá construir cerca de una pared 
ajena o medianera pozos, cloacas, acueductos, hornos, 
fraguas, chimeneas; establos, depósitos de materias corro­
sivas, artefactos que se muevan por el vapor, o fábricas 
que por sí mismas o por sus productos sean peligrosas y 
nocivas, sin guardar las distancias prescritas por los 
reglamentos y usos del lugar, y sin ejecutar las obras de 
resguardo necesarias con sujeción en el modo, a las con-
diciones· que los mismos reglamentos prescriban». 

· 

art. l .908:«1gualmente responderán los propietarios 
de los daños causadps: 

1 º Por la explosión de máquinas que no hubiesen sido 
cuidadas con la debida diligencia, y la inflamación de 
sustancias explosivas que no estuviesen colocadas en 
lugar seguro y adecuado. 

2º Por los humos excesivos, que sean nocivos a las 
personas o a las propiedades. · 

3º Por la caída de árboles colocados en sitios de trán­
sito cuando no sea ocasionada por fuerza mayor. 

4º Por las emanaciones de cloacas o depósitos de 
materias infectantes, construidos sin las precauciones . 
adecuadas al lugar en que estuviesen>�, · 

Como puede observarse, el artículo 590 abre una puerta a la 
normativa administrativa, c'uyo incumplimiento provoca necesa-

(22) En Common Law la interferencia ilegítima responde a la voz nuisance, 
que puede revestir naturaleza pública o privada. 

278 



riamente responsabilidad. El precepto 1 .908, por su parte, está 
incluido en el capítulo referido a las obligaciones que nacen de 
culpa o negligencia, si bien hay que entender hoy en día que, 
tratándose de instalaciones industriales que funcionan en bene­
ficio del titular del predio, tiene plena cabi�a la llamada teoría 
del riesgo. Se ejerce en estos supuestos la acción negatoria. En 
cualquier caso, la responsabilidad por incumplimiento de las 
hormas de vecindad supone la necesidad de que concurran los 
requisitos anunciados anteriormente para cualquier supuesto de 
responsabilidad ambiental extracontractual (23). 

También pueden conocer los tribunales civiles de la materia 
ambiental cuando los ciudadanos presentan una acción ex con­
trato. La responsabilidad contractual en el campo dela protec­
ción del entorno puede surgir ed virtUd del principio de libertad 
de pacto que se establece en el artículo 1 .255 del Código Civil. 
Así, los contratantes pueden pactar, por ejemplo, un determina­
do nivel máximo de ruido o la no realización de determinada 
actividad molesta. La violación de cualquiera de estas cláusulas 
legitima a la parte contraria para acudir al orden civil. 

Más específicamente, la responsabilidad contractual por 
daños al ambiente también está prevista en la vigente Ley de 
Arrendamientos Urbanos (24), cuyo artículo 1 14.8 permite la 
resolución del contrato en caso de acreditarse por el propietario 
la realización en el local arrendado de actividades peligrosas, 
incómodas o insalubres (25). 

La posibilidad de acceder a la jurisdicción civil presentando 
interdictos destinados a paralizar construcciones que puedan per­
judfoar el propio ambiente ha sido también debatida por la doctri-

(23) En este ámbito destaca el libro de FERNANDEZ RODRIGUEZ. El 
medio ambiente urbano y las vecindades industriales. Madrid: IEAL, 
1973; así como su artículo Las vecindades industriales y su impacto en e¡. 
medio ambiente. En Ordenación del territorio y medio ambiente. Oñate: 
IVAP, 1988. 

(24) Texto refundido, aprobado por Decreto 4. 104/64 de 24 de diciembre. 
(25) También cabe responsabilidad' contractual en virtud de la Ley de Propie­

dad Horizontal por la realización de actividades no previstas en los esta­
tutos de la Comunidad. 
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na (26). Esta posibilidad ha. sido defendida por Sainz Moreno, 
para el caso de las obras que se ejecutan con infracción de las 
normas urbanísticas. Para ello, este autor basa su exposición en la 
sentencia de 12 de noviembre de 1974 de la Audiencia provincial 
de Madrid. En este pronunciamiento, el referido· tribunal aceptó la 
oportunidad de la interposición del interdicto de obra nueva (27) 
como medida cautelar destinada a suspender la· ejecución de una 
obra urbanística. Dicha suspensión es fundamentada por la 
Audiencia como medida tendente a evitar el perjuicio directo 
sufrido por los demandantes en su entorno: 

«No parece posible que hoy la belleza del paisaje 
pueda ser defendida por un interdicto privado de obra 
riueva, pero en el momento actual la pureza del ambiente, 
la tranquilidad, el silencio y el transitar sin agobiantes 
aglomeraciones, son bienes patrimoniales que la econo­
mía moderna tiene en cuenta y valora en dinero. Al 
menos, no es posible discutir que al aumentar la densidad 
de poblac.ión en la zona, el metro cuadrado que ·antes dis­
frutaba, v. gr. , un vecino de la colonia, ahora lo tendrán 
que disfrutar uno y medio, dos o los que sean, y que al 
aumentar los usuarios de manera no convertida aumenta­
rán los gastos de conservación de los servicios, de calles, 
alcantarillado, et�. ,  que hoy pesan entre ellos sobre la 
entidad actora». 

De esta forma, se justifica la utilización de este instrumento 
jurídico para la defensa del propio ambiente, aun en el supuesto, 
dice la Audiencia, de que la construcción ,se llevara a cabo con la 
correspondiente licencia municipal. Sainz Moreno, por su parte, 
añade nuevos argumentos a la sentencia citada: «La vía interdic­
tal como medio de defensa frente a las obras que infringen él 
derecho urbanístico, responde a la misma técnica que en el dere­
cho privado se sigue contra los actos perturbadores de las relacio­
nes de vecindad, de servidumbres y de distancias mínimas. ( . . . ) 

(26) SAINZ MORENO. La vía interdictal como medida cautelar contra las, 
obras que se ejecutan con infracción manifiesta de las normas urbanísti­
cas. La protecciqn del ambiente. En REDA n.º 5, 1975. 

(27) Regulado en los arts. 1663 a 1675 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
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En estos casos, es indudable que las obras ejecutadas con infrac­
ción de los Reglamentos u Ordenanzas pueden ser paralizadas, 
como de hecho sucede con frecuencia, por la vía interdictal». 

' Por otro lado, dado qµe en virtud del artículo 236 del vigen­
te Texto Refundido de la Ley del Suelo, los tribunales ordina­
rios tienen la facultad de ordenar la demolición de las obras e 
instalaciones que vulneren las normativas tendentes a asegurar 
el derecho al ambiente de los propietarios y titulares de los 
derechos reales (28) ,  resulta lógico pensar que estos mismos 
afectados tienen legitimación suficiente para pedir la mera para­
lización de las obras, destinada precisamente a evitar el costo 
económico de una posterior demolición. Si el tribunal civil 
puede, por tanto, decretar la demolición, hay que entender que 
podrá exigírsele igualmente la paralización de la construcción. 

En cualquier caso, esta posibilidad de utilizar la vía interdic­
tal como defensa del ambiente ante la jurisdicción civil, no es 
habitualmente utilizada en nuestro ordenamiento (29). 

Es también posible que los ciudadanos acudan a los tribuna­
les ordinarios para plantear cuestiones relativas a la incorpora­
ción de Directivas comunitarias sobre la materia ambiental que 
tengan efectos civiles. En estos casos, una persona física o jurí­
dica puede invocar ante un tribunal, a efectos civiles, que la 
legislación nacional que incorpora una determinada Directiva · 

ambiental no es confonne a ella. También puede cualquier per­
sona plantear la cuestión acere¡¡, de si una detenninada interpre­
tación de la Directiva es confonne a ésta. En ambos supuestos, 
el tribunal debe �plicar la qormativa comunitaria (30). 

(28) art. 236: «los propietarios y titulares de derechos reales, además de lo pre­
visto en el artículo anterior y en el 229, podrán exigir ante los tribunales 
ordinarios la demolición de las obras e instalaciones que vulneraren lo 
estatuido respecto a la distancia entre construcciones, pozos, cisternas o 
fosas, comunidad de elementos constructivos u otros urbanos, así como las 

. disposiciones relativas .a usos. incómodos, ins.alubres o peligrosos, que 
estuviesen difectamente encaminadas a tutelar el uso de las demás fincas». 

(29) En Alemania, esta posibilidad se incluye en los artículos 906.2 y 1 .004 
del Código Civil. Para Suiza, art. 679 del Código Civil. 

(30) GOSALBO BONO. El Derecho del medio ambiente a la luz del Derecho 
comparado. En Poder Judicial, n.2 IV, 1989, p. 152. 
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Por último, cabe también el acceso a la jurisdicción civil 
cuando se pretenda la defensa del propfo entorno frente a una 
actuación ajena calificable como abuso del derecho o como 
ejercicio antisocial del mismo. 

En conclusión, la participación ciudadana en el orden juris­
diccional civil con respecto a cuestiones relativas al medio 
ambiente puede ser definida como limitada. En todos los 
supuestos planteables la posible intervención de los particula­
res ante los tribunales civiles tiene un marcado cariz individua­
lista y busca la protección o de.fensa de derechos o intereses 
propios frente a los de carácter · general. Las dificultades más 
permanentes son las concernientes a la determinación de los 
sujetos résponsabies, así como la necesidad de prueba del ·nexo 
causal en el caso de la responsabilidad extracontractual. La 
participación Ciudadana en la defensa del entorno en el ámbito 
del poder judicial presenta, en consecuencia, su más genuina 
faceta, en los órdenes jurisdiccionales que permiten una 
ampliación de la legitimación activa por ocuparse de parcelas 
públlcas del ordenamiento. La jurisdicción civil, por tanto, no 
ejerce sino una función muy estrecha en la configuración del 
ambiente como un derecho de participación. 

2. Jurisdicción contencioso�administrl,ltiva 

Como consecuencia del carácte:r: fundamentalmente colecti­
vo 'de los intereses ambientales y de la configuración del Dere- . 
cho ainbiental como una rama del O!denamiento público, el 
orden jurisdiccional contencioso-administra,ivo va a �esultar el 
principal .protagonista en la resolución judicial de los conflictos 
afectantes al entorno. No en vano, el Derecho ambiental, aun 
siendo un sector conformado desde diferentes carJ')pos del orde­
namiento jurídico, sitúa hoy su núcleo central en ·el ámbito del 
Derecho administrativo, lo que conduce inmediatamente a resi­
denciar fa mayoría de los conflictos a que da lugar ep la esfera 
de la jurisdicción contenciosa. 

El principal aspecto a arializar respecto a la participación 
popular en el poder judicial en materia de protección ambiental, 
es lógicamente el del acceso a las diferentes jurisdicciones por 
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parte de individuos y colectivos, esto es, la legitimación de los 
demandantes .  La experiencia comparada nos anuncia que el 
ámbito de dicha

. 
legitimación en la jurisdicción contencioso-­

administrativa suele revestir mayor o menor dimensión en fun­
ción de las posibilidades participativas que respecto a los mis­
mos sujetos ofrece el poder ejecutivo. Con todo, antes de abor­
dar más específicamente las cuestiones relacionadas con fa legi­
timación procesal para la materia ambiental, será preci!¡o .reali­
zar una visión, siquiera general, del campo material en el que la 
jurisdicción que ahora estudiamos ejerce su función. Hemos 
señalado con anterioridad que el orden contencioso es el que 
atiende un mayor número de controversias relacionadas con la 
protección del medio, por lo que se impone en primer lugar un 
intento de sistematización de los posibles aspectos y cuesti.ones 
cuyo tratamiento judi('.�al le corresponde abordar. 

Dentro de los posibles conflictos ambientales que entran en 
la esfera de actuación de la jurisdicción contencioso-administra­
tiva podemos hacer una distinción. inicial diferenciando tres 
grandes supuestos. En primer lugar, los tribunales contenciosos 
tienen la facultad de controlar la legalidad de la actuación de las 
administraciones públicas en relación con la materia que nos 
ocupa. En segundo lugar, como reverso del supuesto recién cita­
do, la jurisdicción contencioso-administrativa es también compe­
tente para enjuiciar la oportunidad de la omisión de intervención 
administrativa. Por último, entra también en este orden jurisdic­
cional la determinación de la responsabilid¡id patrimonial de la 
Administración por daños que pudiera ocasionar al medio. 

Siguiendo el esqueina de las funciones ejercidas por la 
Administración con respecto al medio ambiente, también pode­
mos elaborar un ·listado paralelo conteniendo los campos. de 
intervención judicial en la misma materia. Así, en primer lugar, 
respecto a la función normativa, la jurisdicción contenciosa 
controla la legalidad del contenido y del procedimiento de ela­
boración de los reglamentos y ordenanzas · ambientales. En lo 
referente a las actuaciones públicas directas· sobre el entorno, 
como es el caso, por ejemplo: de las obras públicas, los tribu­
nale� contencioso-administrativos serán los qÚe determinarán, 
en su caso, la existencia de la responsabilidad patrimonial de la 
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Administración. En la realización de la gestión y la prestación 
de los servicios públicos ambientales, los tribunales controla­
rán tanto la legalidad de la actuación administrativa, como la 
omisión en el ejercicio de los deberes que competen a las 
administraciones. Por .último, gran parte de la intervención 
judicial en materia de protección ambiental está dedicada al 
enjuiciamiento de la actuación u omisión de la Administración 
en el ejercicio de la función de policía, tanto en su vertiente 
controladora. como sancionatoria. 

Entrando más profundamente en cada uno de estos supues­
tos, podemos afirmar, en consecuencia, que el primer campo de 
intervención de los tribunales contencioso-administrativos en 
la materia, es el del control del ejercicio de la función adminis-

J trativa de normación. En este control se incluye, tanto el análi­
sis de la legalidad del contenido de los reglamentos, ordenan­
zas y normas con rango inferior a la ley elaboradas desde las 
instancias administrativas, como la supervisión de los procedí� 
mientas de elaboración de las mismas, siendo en este punto 
relevante a los efectos participativos, el control del trámite de 
audienda a los interesados en la elaboración: de dichas disposi­
ciones de carácter general, especialmente cuando se trata de 
colectivos y asociaciones. 

Respecto a la función administrativa de actuación no nor­
mativa, el problema central consiste en la determinación de la 
posible responsabilidad patrimonial de la Administración. Este 
mismo tema de la responsabilidad patrimonial administrativa en 
materia ambiental se encuentra como aspecto importante en 
relación con la prestación pública de servicios y gestión del 
entorno. Esta responsabilidad puede derivar de daños produci­
dos, bien específicamente por una Administración pública con­
creta, bien a través de una determinada empresa pública que 
presta determinado servicio o de un concesionarió que ejecuta 
una obra concreta por encargo de la Administración. En el pri­
mero de los supuestos, cuando se producen daños a los particu­
lares por la Administra<;:ión, cabe alegar la responsabilidad obje­
tiva de ésta ante los tribunales contencioso-administrativos. Así 
se anuncia claramente en el artículo 40 de la Ley de Régimen 
Jurídico de la Administración del Estado y 106.2 de la Constitu-
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ción. Por lo que respecta a los titulares de concesiones adminis­
trativas, cabe actuar contra ellos en virtud del precepto 121  de la 
Ley de Expropiación Forzosa, debiendo residenciarse tales con-

. flictos también ante este orden jurisdiccional. 

En cuanto a la omisión de la Administración respecto a la 
prestación de los servicios públicos ambientales a que queda 
obligada por las leyes, los tribunales contenciosos son también 
los órganos encargados para atender en vía jurisdiccional el 
establecimiento de dichos servicios. Ello es meridianamente 

· claro para el caso de la Administración local, por cuanto el artí­
c.ulo 1 8 . 1 :  g) de la Ley de Bases de Régimen Local establece el 
derecho de los vecinos a exigir la prestación del serVicio públi­
co correspondiente en el supuesto de constituir una competencia 
municipal propia de carácter obligatorio (3 1 ). Ello, sin embar­
go, no debe entenderse restringido al ámbito local, sino que la 
posibilidad de residenciar. esta exigencia en los tribunales con­
tenciosos se extiende a las demás administraciones. En este sen­
tido se expresa recientemente Loperena Rota, cuando afirma 
que <das leyes sectoriales constituyen también a la Administra­
ción estatal y, eventualmente, a la autonómica en la obligación 
de prestar los servicios en ella previstos. El incumplimiento de 
la ley por omisión debe abrir también la puerta a la sentencia 
condenatoria a la ejecución de lo legalmente preceptuado, por 
una vía análoga a la prevista para la Administración local. La 
moderna.doctrina del Tribunal Supremo y del Tribunal Consti­
tucional flexibilizando los criterios de legitimación procesal 
pueden facilitar la apertura ele estas·vías» (32). 

Pero es seguramente la función administrativa de policía 
ambiental la que genera un mayor número de conflictos atendi­
dos por la jurisdicción c.ontencioso-administrativa. La interven­
ción de los tribunales contenciosos en este campo de actuación 
administrativa puede venir motivada, fundamentalmente, bien 

(3 1 )  QUINTANA LOPEZ. El derecho de los vecinos a la prestación y esta­
blecimienlo de los seniicios públicos municipales. Madrid: 1987. 

(32) LOPERENA ROTA. Protección de 111 salud y medio ambiente adecuado. 
En Libro de homenaje a García de Enterr(a. Madrid: Civitas, 1 99 1 ,  
p .  1 .459 
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porque se pretende la revisión de las medidas correctoras pre­
vistas desde la Administración, bien porque se busca una mayor 
intervención administrativa respecto a determinadas activida-, 
des, o bien porque se cuestiona la adecuación de la actividad 
sancionatoria de la Administración a los principios del Derecho 
sancionatorio admiriistrati vo. 

Los supuestos que aquí pueden plantearse son numerosos. 
Para el caso de actividades 'afectantes al entorno, y que sean de 
nueva implantación, los tribunales contenciosos pueden interve­
nir, en primer lugar, ante la impugnación por parte de particulares 
de una licencia o autorización concedida por la Administración 
(33). El orden contencioso-administrativo es aquí competente no 
sólo para enjuiciar la legalidad de la actuación administrativa en 
el procedimiento autorizador, sino también para establecer nuevas 
medidas correctoras o mejorar las ya previstas en orden a evitar 
daños al medio ambiente. En el primer caso, el tribunal declarará, 
si ha lugar, la nulidad de la licencia (34) y en el segundo, fijará 
las medidas pertinentes, llevando a cabo así una función que, en 
rigor, sería de competencia de la Administración (35). En estos 
supuestos el tribunal puede también suspender temporalmente la 
actividad. Se incluyen en este apartado los casos de apertura de 
establecimientos públicos sin realizarse la preceptiva visita previa 
de comprobación (36). En este supuesto, se considera improce­
dente el otorgamiento de la licencia de apertura (37). 

Cuando las actividades que supuestamente afectan al entor­
nó. no son de nueva implantación, nos encontramos, en primer 
lugar, con la existencia de actividades no autorizadas o clandes­
tinas. En tales supuestos, la autoridad municipal viene obligada 
a adoptar, con efectividad inmediata, la medida cautelar de la 
clausura del establecimiento o la paralización de la actividad. 

(33) Véanse, por ejemplo, las sentencias de 1 de febrero y 1 de abril de 1971 
(34) Sentencia de 9 de abril de 1985 (Ar. 1 .800). 
(35) Sentencias de 27 de abril de 1978 (Ar. 1 .605), 16 de octubre de 1978 (Ar. 

3.688) y 23 de marzo de 1983 (Ar. 1 .5 1 1 ). 
(36) art. 34 del Reglamento de actividades molestas. 
(37) Sentencias de 1 2  de marzo de 1991  (Ar. 2 . 179) y 6 de junio de 1991  

(Ar. 5 . 108). 
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Este es el criterio establecido por el Tribunal Supremo y cuyo 
cumplimiento puede perseguirse a través del acceso a la juris­
dicción contencioso-administrativa (38). Para el caso de activi­
dades· con autorización inicial que con el tiempo dejan de apli­
car las medidas correctoras o transgreden los niveles de emisión 
reglamentarios, resulta lógico que sean los tribunales contencio­
sos los competentes no sólo para la adopción de medidas caute­
lares, sino también para el establecimiento de las nuevas medi­
das correctoras necesarias y para la determinación de las res­
ponsabilidades a que hubiera habido lugar. En este sentido, el 
tribunal puede ordenar la clausura temporal o definitiva de la 
instalación correspondiente (39). También es competencia de 
este orden jurisdiccional la fiscalización de las inspecciones de 
dichas actividades en funcionamiento ( 40), así como la adop­
ción._ de las nuevas medidas correctoras que deben ser estableci­
das (41). Por último, para la determinación de las responsabili­
dades patrimoniales a que hubiera lugar, puede también acudir­
se a la vía judicial, en la que se estudiará paralelamente la posi­
bilidad de establecimiento de un canon de compensación a las 
industrias que dañen persistentemente el medio ambiente. Dicho 
canon de compensación puede, en su caso, compatibilizarse con 
las indemnizaciones que resulten oportunas (42). 

Finalmente, el tercer supuesto de actividades en funciona­
miento con afección sobre el medio ambiente es el de aquellas ins-

(38) Sentencias de 19 de noviembre de 1984 (Ar. 6.222), 1 5  de octubre de 
1985 (Ar. 5.3 1 2), 24 de abril de 1987 (Ar. 3 . 158), 1 de febrero de 1988 
(Ar. 669), 10 de junio de 1988 (Ar. 4. 195) y 27 de noviembre de 1990 
(Ar. 9.355). 

(39) Sentencias de 17 de abril de 1 978 (Ar. 1 .605), 24 de septiembre de 
1982 (Ar. 5 .508), 20 de abril de 1983 (Ar. 2.834) y 21 de enero de 
1985 (Ar. 828). 

. 

(40) Sentencias de 4 de diciembre de 1978 (Ar. 3.891), 24 de septiembre de 
1982 (Ar. 5.�08), 20 de abril de 1983 (Ar. 2.834), 2 1  de enero de 1985 
(Ar. 828) y 30 de mayo de 1985 (Ar. 3 . 192). 

(41 )  Sentencias de 17 de abril de 1978 (Ar. 1 .605), 24 de mayo de 1978 (Ar. 
2.126), 16 de octubre de 1978 (Ar. 3 .688), 10 de febrero de 1981 (Ar. 
1 .063), 23 de marzo de 1983 (Ar. 1 .5 1 1 )  y 9 de abril de 1 985 (Ar. 1 . 800). 

(42) Sentencias de 7 de diciembre de 1977 (Ar. 4.883), 24 de mayo de 1978 
(Ar. 2. 126) y 18 de febrero de 1980.(Ar. 997). 
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talaciones o industrias que poseen la correspondiente licencia o 
autorización y que, a la vez, cumplen con las medidas correctoras 
que en su día se les impuso, pero que, por el paso del tiempo, fun­
cionan en la práctica en condiciones ambientales sensiblemente 
diferentes a las iniciales, siendo necesario por tanto, una adecua­
ción de las mismas a las nuevas circunstancias. En estos casos, el 
ciudadano afectado puede solicitar a la Administración la revisión 
de las medidas correctoras o, en su caso, la retirada de la licencia. 
Una respuesta negativa o insatisfactoria de la Administración,- o 
simplemente su silencio, facultan el planteamiento del problema 
ante los tribunales de la jurisdicción contenciosa (43). 

Dentro de la función de policía .ambiental cabe también el 
supuesto de que la Administración incurra en responsabilidad 
patrimonial. Tal sería el caso de la Administración que autoriza 
una determinada industria o instalación que posteriormente 
genera daños o que simplemente no ejerce la actividad inspecto­
ra con la diligencia necesaria, dando lugar su negligencia a la 
producción de daños. Estos supuestos de responsabilidad patri­
monial de la Administración, también fundamentados en el artí­
culo 106.2 de la Constitución y en el artículo 40 de la Ley de 
Régimen Jurídico de la Administración del Estado, son igual­
mente residenciables ante esta jurisdicción (44). 

Por último, como hemos señalado anteriormente, también 
son considerados en este orden los casos en que se pretende la 
fiscalización de la actuación s.ancionatoria de la Administra� 
ción, y su sometimiento a los · principios de Derecho adminis­
trativo sancionatorio (45). 

Fuera ya de los diferentes campos de actuación de las admi­
nistraciones públicas con respecto al medio ambiente, encontra­
mos otros aspectos conflictivos más generales que también 
deben ser abordados por los tribunales de la jurisdicción conten-

(43) Sentencias de 4 de diciembre de 1978 (Ar. 3.891) y 30 de mayo de 1985 
(Ar. 3.,192). 

(44) Sentencia de la Audfoncia provincial de Barcelona de 20 de febrero de 
1988. 

(45) Sentencias de 16 de octubre de 1978 (Ar. 3.688), 21 de enero de 1985 (Ar. 
828), 2 1  de marzo de 1985 (Ar. 1 .623) y 14 �e junio de 1985 (Ar. 3.234). 
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ciosa. En primer lugar, es materia que afecta a este orden juris­
diccional la determinación de una: buena parcela de las compe­
tencias de ejecución que corresponden a las diferentes adminis­
traciones (46). Por otra parte, con respecto al Derecho comunita� 
rio europeo, y al igual que sucedía en el caso de los tribunales 
civiles, una persona física o.jurídica puede invocar ante un tribu­
nal contenc10so-administrativo que la legislación nacional que 
incorpora una determinada Dire�tiva ambiental no es conforme a 
ella o que una determinada interpretación de la Directiva no se 
ajusta a su espíritu. Por último, los tribunales contencioso-admi­
nistrativos son los órganos naturales en los que se residencian las 
diferentes acciones populares que en relación con el cuidado del 
entorno, se prevén en fa legislación administrativa. . 

· 

Para completar el panorama de' las materias comprendidas 
en el campo de actuación de la jurisdicción contencioso-admi­
nistrativa en relación con la materia ambiental, es preciso seña­
lar que la delimitación del objeto del recu,rso no es siempre sen­
cilla. La Administración se presenta en todo caso corno parte 
demandada y para acceder a los tribunales ha de impugnarse 
una determinada actuación de la misma. Cuando aquello que 
pretende denunciarse es precisamente la inactividad de los entes 
públicÓs cabe provocar pot parte del ciudadano un acto admi­
nistrativo denegatorio de su petición o bien, ante la reiterada 
pasividad de la Administración, acudir a los tribunales a través 
de la técnica del silencio administrativo (47). 

Analizados los campos y supuestos en que los ciudadanos 
pueden plantear controversias en este orden jurisdiccional, 
debemos a continuación estudiar las dificultades con que aqué­
llos pueden encontrarse a la hora de participar en la actuación 
de este poder público. Concretamente, el tema se centra en 
estudiar el ámbito de la legitimación de los demandantes. «Para 
ser parte en un concreto proceso de esta clase se necesita estar 
legitimado activamente, es decir, encontrarse en una detenni-

(46) Véanse� por ejemplo, las sentencias de 4 de diciembre de 1978 (Ar. 
3.891), 10 de febrero de 1982 (Ar. 1 .063), 29 de octubre de 1982 (Ar. 
6.467), 12 de noviembre de 1984 (Ar. 5.769) y 9 de abril de 1985 (Ar. 
1 .800). 

. 

(47) arts. 94 y 95 de la LPA 
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nada relación previa con un acto o disposición administrativa 
que haga legítima la presencia de un determinado sujeto en el 
concreto proceso en el que se impugna este acto o disposi­
ción.» ( 48). Es en este punto, en consecuencia, donde se va a 
dilucidar la mayor o menor entrada de posibilidades participati­
vas que desde este poder se ofrece a los particulares, ya sea 
individual o colectivamente. 

Como nos anuncia Sánchez Morón, las dificultades para la 
participación también van a ,  asomarse aqµí desde un primer 
momento. El ciudadano que de una forma u otra resultare afecta­
do por la acción antijurídica de la Administración, su negligencia 
e incluso su funcionamiento normal 'puede acudir a los tribunales 
contenciosos solicitando un pronunciamiento que obligue a la 
Administración a corregir su actuación y a, en su caso, reparar los 
daños causados. «Pero también en este caso (el ciudadano) ha de 
superar algunas barreras no desdeñables. En especial, no será 
fácil que los tribunales le reconozcan legitimación para recurrir si 
actúa como titular de un simple interés difuso. Es decir, se puede 
demandar si se demuestra haber sufrido un daño individualizado 
en la propia per8ona o bienes, pero no es tan sencillo hacerlo ale­
gando un daño genérico y poco individualizable, como, por ejem­
plo, el deterioro general de la salud que deriva de una atmósfera o 
de unas aguas éontaminadas, o bien un interés abstracto o ideoló­
gico en que se cumpla determinada normativa» (49). 

Como puede verse, el tema de la legitimación no se plantea 
en todo conflicto residenciado ante los tribunales. El precepto 
de referencia obligado en nuestro ordenamiento al abordar el 
tema de la legitimación en el orden contencioso-administrativo 
es, sin duda, el artículo 28 de la Ley de la Jurisdicción (50), 
cuyo tenor literal es el siguiente: 

(48) GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ. Curso de Derecho Adminis­
trativo. Madrid: Civitas, 1981 ,  Tomo 11, 2.º ed., p. 531 

(49) SANCHEZ MORON. La participación del ciudadano en la protección y 
gestión del medio ambiente: En Derecho y Medio ambiente. Madrid: 
MOPU, 1981 ,  p. 1 72. 

(50) Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa de 27 de 
diciembre de 1956. 
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« 1 .  Estarán legitimados para demandar la declaración de no 
ser conformes a Derecho, y en su caso, la anulación de 
los actos y disposiciones de la Administración: a) Los 
que tuvieren interés directo en ello ( . . .  )» 

Este precepto, lógicamente, debe hoy ser completado por 
el artículo 24. 1 del texto constitucional,, que establece el dere­
cho a la tutela judicial efectjva de todas las personas, en el 
ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, expresión esta 
última, que en leétura del Tribunal Constitucional abarca un 
campo semántico mayor al contenido en la voz «inter�s direc­
to» utilizada por la ley jurisdiccional (50). En cualquier caso, 
lo que en este punto interesa es observar la doble vía de 'acce­
so a la jurisdicción contenciosa. Ante ésta puede el ciudadano 
legitimarse en su pretensión defendiendo, bien un .derecho 
derivado del ordenamiento, bien un simple interés. Sin duda, 
el conflicto sobre las posibilidades de acceso a esta jurisdic­
ción en cuestiones medioambientales se centra en los cas9s, 
por. otra parte mayoritarios, en que se pretenden defender inte­
reses. Y dentro de éstos, cuando se busca la protecci<?n judi­
cial. dt'< intereses que dejan de ser cJaramente directos y que se 
integran más bien en el grupo de los llamados intereses colec­
tivos o difusos, cuya receptividad en la jurisprudencia va a 
marcar el grado de participación aceptada hoy día en el poder 
judicial respecto .al tema que nos ocupa. · 

En el ámbito del Derecho comparado europeo, un análisis 
sornen;> de la cuestión de legitimación en litigios ambientales 
cuando se afecta a intereses no muy directos, nos lleva a con­
cluir que el grado de facilidad con que estos intereses pueden 
acceder a los tribunales suele ser inversamente proporcional a la 
extensión de la competencia revisora de los actos de la Admi­
nistración. La revisión judicial no siempre afecta al fondo del 
asunto y cuando esto sucede sude darse simultáneamente una 
ampliación en el campo de la legitimación activa. «De esta 
forma, los Estados que otorgan a sus tribunales amplias compe­
tencias de revisión administrativa no coinciden con los que 
adoptan una posición liberal en cuanto al ius standi o legitima­
ción activa para interponer los recursos pertinentes. Por lo tanto, 
se puede concluir afirmando que la competencia revisora redu-
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cida y las condiciones estrictas y redu'cidas en cuanto al ius 
standi spn mecanismos equivalentes funcionalmente» (5 1 ). 
Así, mientras en unos países es el control administrativo el que 
prevalece en los problemas ambientales, en otros Estados la 
revisión fundamental se realiza en sede jurisdiccional. 

Dentro ya del ordenamiento español es obligado el recurso 
a la jurisprudencia, tanto del Tribunal Supremo como del 
Constitucic;mal. Los altos tribunales son los que van modelan­
do en la práctica el alcance de la legitimación exigida en la ley 
rituaria,. Si hubiera que catalogar nuestro sistema, en relación 
con 10s de los ·países vencinos, como de control predominante­
mente administrativo o jurisdiccional, posi"lemente habría 
que decantarse por la segunda hipótesis, si bien no pueden 
olviqarse tampoco las restricciones que, por un lado, afectan a 
los intereses difusos cuya defensa procesal no siempre se 
acepta y, ppr Qtra parte, retraen a los ciudadanos de servirse 
del poder judicial en muchos supuestos, fundamentalmente 
por su carestía y lentitud. 

En cualquier ca.so, es claro que el requisito del interés direc­
to exigido en la ley jurisdiccional para la existencia de legitima­
ción ha experimentado una evolución, tanto por la interpreta­
ción que del mismo ha ido asumiendo el Tribunal Supremo, 
como por la propia promulgación del texto constitucional. 

Esta interpretación generosa y abierta del concepto de inte­
rés directo llevada a cabo por el Tribunal Supremo es, sin 
embargo, anterior a 1978. Como prueba de ello baste incluir 
aquí una cita del propio Tribunal en una de sus sentencias, en 
la que reduce la exigencia del artículo 28 de la Ley de la juris­
dicción a la presencia de un mero interés personal, entendiendo 
por tal el existente cuando por el éxito del recurso se asegura 
un beneficio material o jurídico al recurrente. En concreto, el 
cuarto considerando de la sentencia de 1 9  de diciembre de 
1968 (52), dispone: 

(51) GOSALBO BONO, El derecho del medio ambiente a la luz del Derecho 
comparado. 

(52) Ref. Ar. 5.805. 

292 



«No es conforme al espítitu de la Ley Jurisdiccio­
nal una interpretación restrictiva del concepto «interés 
directo» a que se refiere el mencionado precepto de su 
Ley reguladora,' por lo que ha de entenderse que 
exige, únicamente, un interés personal en el éxito de 
la pretensión deducida en la demanda contencioso­
administrativa, ya porque le represente un beneficio 
material o jurídico efectivo, o porque, por el contra­
rio, la persistencia de . la situación fáctica creada, o 
que puediera crear el acto administrativo impugnado, 
originaría un perjuicio al recurrente; sin que sea posi­
ble exigir que el interés se halle respaldado por un 
precepto legal concreto.» 

En el mismo sentido se expresan otros pronunciamientos 
de la época (53). El Tribunal Supremo va declarando en su 
jurisprudencia que para estimar como directo el interés alega­
do, éste ha de guardar cierta proximidad con la ·  disposición 
recurrida, no debiendo ser esta relación lejana, derivada ni 
indirecta (54). Se precii:;a básicamente que la declaración jurí­
dica pretendida por el demandante produzca a éste un determi-

' nado beneficio sin que ello haya de ser forzosamente seguro 
(55). Con base en ello, se reconocen como posibles intereses 
legitimadores los de carrera, los profesionales o los de vecin­
dad, no bastando en ningún caso las meras expectativas para 
plantear el recurso (56) . En resumen, el Tribunal proclama rei­
teradamente .que el concepto de interés directo no consiente 
una interpretación restrictiva (57). 

Es claro que esta línea evolutiva se vio muy reforzada con 
la entrada en vigor del artículo 24. 1  del texto constitucional. No 

(53) Sentencias de 21 de junio de 1963 (Ar. 3.271),  6 de julio de 1959 (Ar. 
3.326) y 1 8  de marzo de 1968 (Ar. 1 . 121 ). 

(54) Sentencia de 22 de octubre de 1966. 
'(55) Sentencia de 22 de noviembre de 1965. 
(56) Sentencia de 13 de marzo de 195. 
(57) Sentencias de 21  de junio de 1963, 1 8  de marzo de 1 968, 1 9  de diciem­

bre de 1968,' 23 de octubre de 1969, 2 de diciembre de 1 969, 19 de enero 
de 1970, 5 de julio de 1972 y 1 1  de octubre de 1976. 

' 1  
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en vano, este precepto proclama con claridad la tutela de los 
derechos e intereses legítimos: 

«Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela 
efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus 
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, 
pueda producirse indefensión.» 

Como puede observarse, ello amplía inmediatamente el 
campo de legitimación establecido en la ley jurisdiccional, pues, 
tal y como ha reconocido el propio Tribunal Constitucional, el 
concepto de interés legítimo supera .en amplitud. al de interés 
directo (58). 

Que el artículo 24. 1 ha ayudado a .una interpretación más 
flexible del requisito de la legitimación activa en el orden con­
tencioso-administrativo, puede probarse citando la propia doc­
trina del Tribunal Supremo. En este sentido, la Sentencia de 25 
de mayo de 1987 (59) proclama: 

«Concepto éste del interés directo que ha sido 
interpretado jurisprudencialmente de un modo laxo y 
flexible para no cerrar el paso a la revisión de la juris­
dieción los actos de la Administración, siendo sufi­
ciente un interés directo de cualquier clase que sea 
para que haya legitimación para demandar ante esta 
Jurisdicción la anulación de un acto o disposición de la 
Administración. ( . . .  ) Es necesario adoptar un criterio 
interpretativo amplio en materia de inadmisibilídad 
dentro del proceso contencioso-administrativo por 
imperativo no sólo de lo expresado en la Exposición de 
Motivos de sú Ley reguladora sino y muy primordial­
mente por el derecho que toda persona tiene a l� pleni­
tud de la jurisdicción con arreglo al artículo 24. 1 de la 
Constitución,» (60) · 

(58) Sentencia del ·Tribunal Constitucional 60/82 de 1 1  de octubre, funda­
mento 3.2 

(59) Ref. Ar. 7.133. 
(60) Fundamento de derecho 2. º 
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Este mismo razonamiento está presente en las Sentenciás de 
3 de marzo de 1983 (6 1) ,  3 de febrero de 1986 (62) y 10  de 
febrero de 1987 (63). 

Todo ello, sin en;ibargo, no quiere decir, ni mucho menos . •  

que la legitimación por interés se plantee hoy de modo ilimita­
do. Al contrario, el propio Tribunal Supremo, como comple­
mento a su interpretaeión flexible del interé.s legitimador ha 
querido también fijar los contornos máximos de éste, señalando 
que, en cualquier caso, no basta para recurrir la existencia de un 
simple interés por la legalidad (64). Por otra parte, la exigencia 
del carácter directo del interés, con ampliarse generosamente, 
no queda desvanecida, señalando en la sentencia de 1 O de febre­
ro de 1987, antes citada, que: 

«Ello nunca puede significar que haya de prescindirse 
de la comprobación de si existe el exigido presupuesto pro­
cesal, constituido por la precisa condición de que ese interés 
surja directamente del concreto acto impugnado, o en otros 
términos totalmente equivalentes, que exista un inescindido 
nexo causal entre lo resuelto · por la Administración y el 
efecto que con su impugnación se t;rata de impedir, ya se 
pretenda con ello evitar un perjuicio derivado del manteni­
miento del acto, o la consecución de un beneficio, también 
de cualquier carácter, consiguiente a la anulación de aquél;> 

Por último, �s también interesante aludir a la opinión que el 
Tribunal Constitucional expresa en su sentencia de 22 de 
diciembre de 1988 (65), · respecto al alcance de 'la expresión 
interés legítimo: 

«La expresión 'interés legítimo' utilizada en nuestra 
Norma fundamental, aun cuando sea un concepto diferen­
te y más amplio que el de 'interés directo' ,  ha de enten­
derse referida .a un interés en sentido propio, cualificado 

(61 )  Ref. Ar. 1 .368. 
(62) Ref. Ar. 1 .220. 
(63) Ref. A�. 2.955'. 
(64) Sentencia de 25 de mayo de 1987. 
(65) Sentencia 257/88 de 22 de diciembre, fundamento 3.º 
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o específico. No cabe, pues, confundirlo con el intert!s 
genérico en la preservación de derechos que ostenta todo 
ente u órgano de naturaleza política, cuya actividad está 
orientada a fines generales». 

Para completar este análisis que acerca del requisito de la 
legitimación por interés venimos realizando, hay que afirmar 
que el artículo 28. l .  b) de la ley jurisdiccional, que restringe la 
legitimación para impugnar disposiciones generales de la Admi­
nistración central, es entendido hoy día como derogado por el 
artículo 24 del texto constitucional. Esta es una opinión extendi­
da en la doctrina (66) y presente también en varios pronuncia,. 
mientos del Tribunal Supremo (67). 

Finalmente, es también relevante señalar el principio de que, 
recono�ida en· vía administrativa la legitimación de un recurren­
te, no es posible para la Administraciqn negar tal legitimación 'en 
sede jurisdiccional (68). Lógicamente, sí lo podrá hacer el tribu­
nal, que en el análisis de este requisito no queda vinculado por el 
comportamiento de las partes, pero lo cierto es que los tribunales 
muy rara vez proceden a declarar la falta de legitimación del 
demandante cuando la Administración no se lo pide. Por otra 
parte, como señala García de Enterria, «aunque es cierto que por 
tratarse de procedimientos procesales es al Tribunal al . que 
corresponde decidir sobre su existencia con plena libertad, no lo 
es menos· que el reconocimiento hecho de los mismos por la 
Administración ha creado una apariencia que justifica la atribu­
ción al recurrente del beneficio de la duda y que por ello postula · 
en favor del mantenimiento del mismo en l_a vía jurisdiccional en 
aplicación del prindpio pro-actione» (69). 

Debemos a continuación trasladar todo este análisis sobre la 
participación ciudadana en el orden jurisdiccional contencioso-

(66) GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ, Curso de Derecha adminis­
trativo, p. 535. 

(67) Por ejemplo, sentencias de 14 de octubre de 1981 ,  14 de enero de 1982 o 
20 de septiembre de 1986. -

(68) Por ejemplo, Sentencia de 16 de octubre de 1978 (Ar. 3 .688). 
(69) GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ; Curso de Derecho adminis­

trativo, p. 537. 
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administrativo al ámbito material específico de la protección del 
medio ambiente. Dentro de éste, los supuestos en los que el ciu­
dadano pueqe precender acceder a los tdbunales son diferentes. 
En primer lugar, lbs particulares pueden plantear u acceso a la 
jurisdicción mediante la invocación de un derecho subjetivo. En 
segund0 térnürto, la misma intención puede concretarse mediante 
la alegación de un interés directo e� el conflicto ambiental pre­
sentado. Una tercera vía de acceso es el ejercicio de una acción 
popular prevista en la legislación administrativ� de protección 
ambiental. Por último, accederán a los tribunales los conflictos en 
los que los demandantes defiendan un interés más difuso, pero 
que logre situarse dentro del concepto de interés legítimo. 

Respecto al primern de estos supuestos, esto es, el de la 
invocación de un derecho subjetivo ambiental, fácilmente se 
comprende que reviste carácter excepcional. El ordenamiento 
ambiental, como sabemos, no es proclive a, proclamar derechos 
de inmediato ejercicio, sino que más bien se dedica a la defensa 
de intereses colectivos o individuales frente a las agresiones ile­
g(timas que puedan recibir del exterior. Es cierto que el Tribunal 
Supremo ha empleado en alguna ocasión expresiones como 
«derecho ciudadano a un natural medio ambiente» (70) 6 «dere­
cho ciudadano a un medio ambiente» (7 1 ), pero, como dice 
Martín Mateo, «se trata de pronunciamientos genéricos, obiter 
dictum, ya que los fallos se limitan a aplicar estrictamente el 
Derecho positivo» (72). Respecto al artículo 45 de la Constitu­
ción, la Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de abril de 1989 
(73) justifica, a primera vista, la legitimación del demandante 
con base directa en este precepto: 

«De manera que ese artículo 45, como los, demás del 
expresado capítulo, tienen valor normativo y vinculan a 
los poderes públicos, cada uno en · su respectiva esfera; a 
hacerlos eficazmente operativos. Por todo ello, es claro 

(70) Sentencia de 16 de octubre de 1978 (Ar. 3.68.8) Considerando 3.0 
(7 1 )  Sentencia de 30 de abril de 1 979 (Ar. 1 594) Considerando 3.0 
(72) MARTIN MATEO. Tratado de Derecho Ambiental. Madrid: Trivium, 

1 991 ,  p. 153 .  
(73) Ref. Ar. 3.233. 
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que el recurrente tiene legitimación sobrada para acceder 
a los tribunales dé justicia a plantear la  cuestión a:quí 
debatida» (74) 

Sin embargo, el m ismo Ma.rUn Mateo, in despreciar la 
importancia de e te pronunciamiento, niega la legitimación 
directa !i tnwé del artículo 46 de la Constilución: «pero {la en­
tencia) e m�nos revolucionaria de lo que puede aparecer y no 
da pie desde luego a una aplicación direeta y única de la Consti­
tución en materia ambiental ni al acceso a la jurisdicción sólo 
en esta base de los demandantes. En realidad, la técnica que uti­
liza es la deJ reconocimiento de un interés legítimo a la apertura 
del proceso (75). 

En consecuencia, la vía del
.
derecho derivado del ordenamien­

to corno cauce para acceder a los tribunales en conflictos· de mate­
ria ambiental es un camino reducido que, por otra parte, cuando se 
presenta no plantea problemas de cara a la legitimación. 

Tampoco plantea problemas en este sentido el ejercicio de 
las diferentes acciones populares recogidas en la legislación 
administrativa de protección del entorno. En estos .. casos, 
cualquier sujeto individual o colectivo queda legitimado para 
el planteamiento del conflicto ante ios tribunales de esta juris­
dicción, siempre y cuando este contencioso sea encuadrable 
en el supuesto previsto en el precepto legal concreto que esta­
blece la acción popular. 

Pueden también plaritearse conflictos en esta materia que 
afecten de modo directo a los intereses de determinados indivi­
duos o colectivos. Cuando la pretensión que el demandante 
plantea respecto al hecho ambiental produddo busca la obten­
ción directa de un beneficio, de ·orden material o moral, o bien 
la erradicación de un perjuicio, podemos señalar que está en 
juego un inter:és directo de ·carácter ambiental. El caso prototí­
pico de estos conflictos en sede contencioso-administrativa 
sería el de la actuación, positiva o negativa, de .la Administra-

(74) Fundamento de Derecho 3.º 
(75) MARTIN MATEO. Tratado de Derecho ambiental. Madrid: Tribium, 

1991 , p. 154. 
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ción que provoca un perjuicio inmediato al afectado, bien eco­
nómicamente bien inmaterialrriente, siendo este segundo caso 
quizás más frecuente cuando se altera el entorno concreto de 
un ciudadano en forma de ruidos, olores, vibraciones u otras 
molestias análogas. En estos no poco frecuentes casos, el 
demandante legitima su participación en el poder judicial con 
un interés directo. 

Pero un bloque mayoritario de razones para acudir a los 
tribunales ante conflictos ambientales, y con una mayqr tras:.. 
cendencia social, es el de los intereses no directos, general­
mente defendidos colectivamente y que tienden a la evitación 

, de futur.os perjuicios ambientales cuya relación directa con 
intereses . individuales no es fácilmente defendible. Se trata de 
intereses' que alegan un daño genérico, quizás futuro, que af ec­
taría a un púmern indeterminado de ciudadanos. Entre estos 
estarían, por ejemplo, las acciones entabladas contra la conta­
minación causada por los vehículos motorizados que circulan 
por una ciudad o las presentadas para que sea efectivo el cum­
plimiento de determinada normativa ambiental. Entramos así 
de lleno en el ámbito de los llamados intereses difusos, de los 
cuales un gran sector de los intereses ambientales suele ser 
anunciado como ejemplo típico. 

Respecto a la invocación de estos intereses de carácter difu­
so para lograr el acceso a los tribunales, hemos de concluir·que, 
en nuestro ordenamiento, constituirán título suficiente· de legiti­
mación activa todos aquellos intereses ambientales difusos que 
puedan ser encuadrados en la parcela semántica de la expresión 
intereses legítimos, recogida en el artículo 24 de la Constitu­
ción. Ello, claro está, siempre que no sea posible el recurso a 
una acción popular establecida en la ley. 

Como puede adivinarse, la línea fronteriza entre los intereses 
ambientales difusos válidos para acceder a la tutela judicial y los 
que no lo son, dista mucho de constituir una barrera nítida. Son, 
al fin y al cabo, intereses de alcance colectivo con dificultades 
procesales notables, que precisan de una respuesta más evoludo­
nada del ordenamiento con la que poder articular el derecho al 
ambiente recogido en la Constitución como un derecho de parti-
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cipación, también a nivel jurisdiccional. Para ello, es de especial 
relevancia que la defensa judicial de estos intereses se abra a la 
participación de particulares, al menos de asociaciones naturalis­
tas homologadas de alguna forma por el ordenáiniento. 

Hoy por hoy es éste, sin duda, el campo de batalla en el que 
se decide el grado de participación . en las labores del poder 
judicial con respecto al medio ambiente. Salvando los conflic­
tos cuyos resultados pueden fácilmente individualizarse, es en 

· derechos sociales y económicgs, como el del disfrute de un 
medio ambiente adecuado, donde realmente tiene trascendencia 
una admisión a trámite generalizada de las demandas, por 
cuanto se trata de problemas de carácter fundamentalmente 
comunitario o que, por lo menos, afectan a un número indeter­
minado de sujetos, y de los que el Estado no puede ostentar el 
monopolio de su defensa. Por ello entendemos que, . a priori, la 
mayoría de los habitualmente llamados intereses difusos son en 
realidad reconvertibles en intereses legítimos y, por tanto, 
capaces de ser invocados con éxito por los demandantes en la 
vía contencioso-'administrativa. 

Junto a ello, es preciso hoy buscar fórmulas que permitan 
una progresiva ampliación de los márgenes de legitimación en 
la defensa procesal de estos intereses, sin que ello signifique 
que sea posible ni acertado llegar en todo caso a la acción popu­
lar. Antes bien, una fórmula más qué aceptable es la de recono­
cer la legitimación a determinados colectivos ciudadanos intere­
sados en la defensa de est<;>s intereses de protección del entorno 
y homologados por el Órdenamiento para esta finalidad. Estas 
asociaciones cualificadas estarían así capacitadas para intervenir 
en aquellos supuestos no individualizables y gue, es de suponer 
que, ningún ciudadano aislado va a plan,tear ante los tribunales. 

' Este sistema. propuesto de reconocimiento de determinados 
colectivos para la defensa del ambiente no. deja de plantear pro­
blemas en una sociedad en la que aún no �e han estmcturado 
grupos ambientalistas con verdadera presencia. Sin embargo, 
una solución de este género, además de. ampliar las funciones 
judiciales en relación con el medio, fomentaría ese asociacionis­
mo ecologista que, a su vez, daría lugar a un debate ambiental 
más frecuente y responsable. En cualquier caso, no se trataría de 
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una novedad a nivel comparado, por cuanto podría basarse en 
gran medida en el modelo vigente hoy en Italia (76). 

Finalmente, no podemos olvidar que, independientemente 
del ámbito objetivo abarcado por los tribunales de la jurisdic­
ción contenciosa y de la mayor o menor facilidad de que dis­
pongan los particulares para residenciar sus aspiraciones en 
dicha sede, otros factores referidos primordialmente al funcio­
namiento del propio poder judicial tienen también un efecto 
más que notable en el grado real de participación ciudadana, 
tanto en éste como en otros temas. Por un lado, el elevado costo 
.e'conómico que el acceso a los tribunales puede suponer para el 
actuante sitve de freno para éste en no pocas ocasfones y acaba 
por asegurar que, en la defensa de intereses difícilmente indivi:.. 
dualizables, solamente una intervención colectiva es en la prác­
tica viable. En segundo término, el excesivamente lento funcio­
namiento de la Administración de Justicia es un problema espe­
cialmente grave cuando estamos hablando de una materia sobre 
la que la política fundamental no es otra que la preventiva. A 
ello se añaden las dificultades de ejecución de las sentencias 
cuando éstas son contrarias a la Administración. Estos probie., 
mas básicos de funcionamiento con los que se topa el ciudadano 
en su acceso al poder judicial, con independencia del sistema 
que para dicho acceso se establezca, deben en cualquier caso ser 
corregidos, si realmente se persigue que los derechos sociales 
puedan plasmarse más que individualmente, a través de los cau­
ces de participación social en los diferentes poderes públicos. 

3. Jurisdicción penal 

Como ya se señaló al hablar del del'echo al ambiente como 
derecho constitucional, el apartado tercero del artículo 45 de la 
Constitución de 1978 se encarga de prever la existencia en el 
ordenamiento de sanciones destinadas a aquellos que infrinjan 
los objetivos y deberes . ambientales qtie se establecen en el 
mismo precepto . constitucional. Dichas sanciones, que fijará la 

(76) En Italia se ha reconocido la legitimación a determinadas asociaciones 
cualificadas por Decreto de 20 de febrero de 1987. 
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ley, pueden revestir naturaleza perial o administrativa. Las san­
ciones administrativas, como sabemos, son encuadrables en la 
función de policía, ejercida directamente desde las administra­
ciones públicas y con sujeción al Derecho administrativo. La 
sanción penal, por el contrario, nos remite a otro s�ctor d�l 
ordenamiento jurídico, cuya aplicación sólo compete al poder 
judicial por medio de su jurisdicción correspondiente. 

En efecto, para que pueda imponerse una sanción de carác­
ter penal se precisa una declaración judicial de un tribunal com­
petente y, paralelamente, la previa existencia de un tipo penal 
re.cogido en una norma con rango de ley orgánica, en el que 
pueda subsumirse la conducta que se entiende como nociva. 

-
. 

Es por ello que la previsión constitucional de sanciones pena­
les para las infracciones ambientales precisaba por parte del legis­
lador la instauración de uno o varios tipos en las leyes penales 
referentes a los ilícitos ambientales de mayor gravedad y cuya 
prevención meramente administrativa se entendiera insuficiente. 

Siguiendo esta línea, el legislador estatal introdujo en 1983 
(77) en el Código Penal el comúnmente llamado delito ecológico, 
que hoy se contiene en el ,artículo 34 7 bis de esta norma. Este pre­
cepto se ubica dentro del capítulo segundo del título quinto del 
libro segundo del Código Fenal, referido a los delitos de riesgo en 
general, siendo su redacción la que a continuación se detalla: 

«Será castigado con la pena de arresto mayor y multa 
de 50.000 a 1 .000.000 de pesetas el que, contraviniendo 
las Leyes o Reglamentos protectores del medio ambiente, 
provocare o realizare directa o indirectamente emisiones 
o vertidos de cualquier clase, en la atmósfera, el suelo o 
las aguas terrestres o marítimas, que pongan en peligro 
grave la salud de las personas, o puedan perjudicar grave­
mente las condiciones de la vida animal, bosques, espa­
cios naturales o plantaciones útiles . .  

Se impondrá la pena superior en grado si la industria 
funcionara clandestinamente, sin haber obtenido la pre-

(77) Ley Orgánica 8/83 de 25 de junio. 
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ceptiva autorización o aprobación administrativa de sus 
instalaciones, o se hubiere desobedecido las órdenes 
expresas de la autoridad administrativa de corrección o 
suspensión de la actividad contaminante, o se hubiere 
aportado información falsa sobre los aspectos ambienta­
les de la misma o se hubiere obstaculizado la actividád 
inspectora de la Administración. 

También se impondrá la pena superior en grado si los 
actos anteriormente descritos originaren un' riesgo de 
deterioro irreversible o catastrófico. 

En todos los casos previstos en este artículo podrá 
acordarse la clausura temporal o definitiva del estableci­
miento, pudiendo el Tribunal proponer a la Administra­
ción que disponga la.intervención de la empresa para sal­
vaguardar los derechos de los trabajado�es». 

Hoy por hoy, éste viene a ser el único artículo del Código 
Penal que se refiere expresamente a la problemática ambiental. 
Sin embargo, la descoordinación legislativa existente en la mate­
ria ha provocado que junto a este precepto coexistan otros de 
antigüedad mayor, recogidos en leyes especiales, y que se refie­
ren a sanciones penales par� determinados ilícitos ambientales, 

Dentro de este grupo, encontramos en primer lugar la Ley de 
Pesca Fluvial de 20 de febrero de 1942, que prevé dos tipos 
penales que pudiéramos considerar ambientales. Por una parte, 
se castiga con prisión menor la teneo.cia de explosivos para la 
.actividad de la pesca y, ''en segundo lugar, se dispone la misma 
sanción para el uso de dichos ·explosivos (78). En la Ley de 
Energía Nucl.ear (79) también se contienen varios tipos penales 
con referencia al entorno. Así, el artículo 84 de esta'norma seña-

. la la pena de reclusión mayor para la éonducta de liberación 
intencional de energía nuclear, que ponga en peligro la vida o la 
salud de las personas o sus bienes. En el mismo precepto se esta­
blece que se castigará con prisión mayor la perturbación inten­
cionada del funcionamiento de una iristalación nuclear. El artícu-

(78) art. 60. a). 
(79) Ley 25/64 de 29 de abril. 
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lo 85, por su parte, describe el delito de exposición intencionada 
de personas a radiaciones ionizantes, para el que dispone la pena 
de reclusión menor. Por último, en la Ley de Caza de 4 de abril 
de 1970, también se describen sendos tipos penales. Por una 
parte, se castiga la entrada sin autorización en terrenos sometidos 
a régimen cinegético especial portando armas o medios de caza 
(80). Por otro lado, también es punible la caza en los mismos 
terrenos ((Uando se realiza sin la debida autorización (8 1 ). 

Es claro que, pese a la existencia de estos tipos claramente 
referidos a la temática ambiental, no puede descartarse que otras 
conductas ilícitas atentatorias contra �l entorno ecológico 
encuentren acomodo en otros tipos más generales previstos en 
el Código Penal, �orno puede ser muy bien el caso de los delitos 
de incendio (82) o los delitos contra la salud pública (83). 

Toda esta normativa penal ambiental, y en particular el artí- , 
culo 347 bis del Código Penal han provocado una abundante 
literatura (84). Aunque no constituye un objeto de nuestro traba­
jo hacer un análisis del Derecho penal ambiental actualmente 
existente en nuestro ordenamiento, no puede dejar de señalarse 
que la postura de la doctrina es, en líneas generales, particular-

(80) art. 42. 1 .  e). 
(81) art. 42. 1 .  f). 
(82) arts. 547 a 556. 
(83) art. 341 y SS. 
(84) Sobre el artículo 347 bis del Código Penal y la protección penal del 

ambiente, pueden verse: PRATS CANUT. El delito· ecológico. En Jorna­
das sobre el delito ecológico. Barcelona: 1 989; CONDE-PUMPIDO. 
Protección penal del medio ambiente. Cuestiones generales. En Poder 
Judicial, n.2 IV, 1989; BELTRAN BALLESTER. El delito ecológico. En 
la misma revista; MARTIN MATEO. El delito ambiental: reflexiones 
desde el Derecho administrativo. En REALA, n.2 238, 1 988; RODRI­
GUEZ RAMOS. Delitos contra el medio ambiente. En Comentarios a la 
legislación penal. Madrid: 1985, tomo V, vol. 2; PERIS. Delitos contra 
el medio ambiente. Valencia, 1984; VERCHER. Comentarios al delito 
ecológico.,, Madrid, 1986; del mismo autor, Comentarios al delito epoló­
gico. Breve estudio de Derecho comparado entre España y los Estados 
Unidos. Madrid: Ministerio de Justicia, 1986; ESER. Derecho Ecológi­
co. En RDP, 1985; MARTIN MATEO.Tratado de Derecho Ambiental. 
Madrid: Trivium, 1991 ,  pp. 217  y ss. 
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mente crítica con la forma en que hoy se protege penalmente el 
ambiente, señalándose el carácter insuficiente que esta normati­
va presenta para los fines que se pretenden conseguir y la nece-
sidad de una reforma urgente de la misma. 

· 

En lo que toca a la participación ciudadana en este orden 
jurisdiccional, e�to es, a las posibilidades de acceso a los tribu­
nales penales por parte de los particulares cuando estos estimen 
que se ha producido una conducta atentatoria contra el medie,> 
ambiente y tipificada por la legislación penal, cabe señalar que 
aquí la· cuestión se simplifica enonnemente respecto a lo con­
templado en las jurisdicciones civil o contencioso-administrati­
va. Ello es debido fundamentalmente a que en nuestro ordena­
miento penal casi todos los delitos, y por supuesto también los 
que se producen como resultado de una actividad antijurídica 
contra el entorno ecológico, son de naturaleza pública. Para la 
persecución de los delitos públicos la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal reconoce la existencia de acción popular, lo cual nos 
lleva a la consecuencia de que cualquier persona, individual o 
colectivamente, y con independencia de la acreditación de un 
derecho o interés directo, está legitimada para presentar la 
correspondiente denuncia con la que se iniciará la instrucción 
del supuesto y, en su caso, el enjuiciamiento del mismo. En rea­
lidad, se parte de la consideración de que toda lesión de un bien 
jurídico público penalmen'te protegido afecta directamente al 
interés de cualquier persona, por lo que todos están legitimados 
en el ·orden penal para ejercer la accióri que pone en funciona­
miento la maquinaria judicial. Por la misma razón, al defender­
se mediante la denuncia intereses comunes a todo el cuerpo 
social, el actor en este caso no podrá, una vez interpuesta la 
denuncia, detener el procedimiento renunciando al derecho o 
retirando la acción, por lo que podemos concluir que, tratándose 
de delitos públicos, como es aquí el caso, la legitimación resulta 
amplísima, si bien la participación popular se limita a la capaci­
dad de abrir el procedimiento, siendo notablemente restringida a 
partir de dicho momento inicial. 

En estos términos,  todo parece señalar que la legitimación 
activa no encuentra obstáculos por tratarse del ejercicio de una 
acción popular y que, por tanto, en el orden jurisdiccional 
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penal, la participación ciudadana a la hora de abrir el proceso 
es tan amplia como pudiera desearse. Sin embargo, determina­
das restricciones al acceso ciudadano a los tribunales penales 
pueden plantearse. de modo indirecto si se pretende, como en 
ocasiones sucede, que la interposición de una denuncia vaya 
acompañada por la prestación de una fianza por parte del suje­
to actuante. El Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de 
pronunciarse sobre este supuesto en su Sentencia 62/83 de 1 1  
de julio. Siguiendo las argumentaciones ofrecidas por este alto 
tribunal cabe señalar en primer lugar, que el ejercicio de la 
acción popular, cuando ésta se interpone por delitos contra la 
salud pública entendida como un bien común, equivale a la 
defensa de la salud personal de los ciudadanos y es, por lo 
tanto, un interés cuya tutela judicial efectiva queda garantiza­
da en el artículo 24. 1 de la

' 
Constitución. A este respecto es 

conveniente recordar la ubicación actual del llamado «delito 
ecológico» en el Código Penal, precisamente situado dentro de 
la sección dedicada a los delitos contra la salud pública y el 
medio ambiente. Esta argumentación la ofrece el Tribunal en 
su fundamento jurídico segundo: 

«Entendemos que el bien jurídico protegido en los 
delitos de riesgo en general contra la salud pública es el 
bien común en que la misma consiste, que se refleja en 
definitiva en la salud personal de los ciudadanos, por lo 
que estamos en un supuesto en el qQe la defensa del bien 
coinún es la· forma de defender el interés personal, o,  
como antes decíamos, en que la defensa de ese interés se 
hace sosteniendo el interés común; au� cuando en el caso 
de que se trata el interés personal no sea directo.» 

En segundo lugar, visto que el ejercicio de la acción popular 
en delitos contra la salud en general, incluyendo los delitos con­
tra el ambiente, es enmarcable en el derecho a la tutela judicial 
recogido en el artículo 24 de la Constitución, cabe preguntarnos 
a continuación si la exigencia de una fianza como requisito para 
la. interpOsición de la denuncia es o no contraria a Derecho. En 
este sentido, el Tribunal Constitucional considera que la peti­
ción de fianza no es en sí misma contraria al contenido esencial 
del derecho a la tutela judicial efectiva, sino que es conforme a 
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d�recho siempre y cuando su cuantía no impida u obstaculice 
gravemente la acción popular, considerados los medios econó­
micos de quienes pretendan ejercitarla. Así lo señala el Tribunal 
en el. tercer fundamento jurídico: 

«Debemos afirmar que la exigencia de una fianza no 
es en sí misma contraria al contenido esencial del dere­
cl)o, siempre que su cuantía, en relación a los medios de 
quienes pretenden ejercitarlo, no impida u obstaculice 
gravemente su ejercicio, pues ello conduciría en la prácti­
ca a la indefensión que prohíbe el artículo 24. 1 de la 
Constitución.» 

En cualquier casó, a nuestro entender, la exigencia de fian­
zas debe tender radicalmente a su desaparición en este tipo de 
acciones populares, por cuanto limitan por vía indirecta la par­
ticipación sin ofrecer a cambio ventajas que no puedan obte­
nerse de otro modo, por ejemplo, mediante una normativa 
rigurosa para las acciones interpuestas temerariamente o con 
mala fe. En parecida línea se pronuncia el Tribunal Constitu­
cional, si bien éste se limita a aconsejar que se aumenten las 
facilidades para el ejercicio de este derecho fundamental a

'
la 

acción popular, reduciendo, se entiende, las cuantía� de las 
fianzas exigidas : 

«El artículo 280 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi­
nal ha de interpretarse, de conformidad con la Constitu­
ción, en el sentido de dar prioridad a la efectividad del 
derecho fundamental, lo que puede exigir que se limite la 
cuantía de la fianza . que resulte de la valoración de las 
posibles resultas del juicio.>> -

En cualquier caso, puede señalarse con claridad que el 
orden jurisdiccional penal es aquel que ofrece mayores posibili­
dades de participación en el sentido de provocar el funciona­
miento de la maquinaria judicial. Es claro �ambién que el ámbi­
to objetivo que cubre el Derecho penal ambiental resulta extra­
ordinariamente más reducido que el contenido en el Derecho 
administrativo, lo que explica, sin duda, la hasta ahora relativa 
escasez de pronunciamientos de los tribunales p

.
enales sobre· 

conflictos ambientales. Sin embargo, el hecho de que la vigilan .. 
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cia ambiental sea compartida entre los poderes públicos y los 
particulares aumenta las posibilidades de defensa de los valores 
ambientales por parte de éstos y, por tanto, su participación en 
las labores de protección del medio. 

Para que esta participación se incremente y resulte también 
más eficaz es acúnsejable que se produzca igualmente un aco­
modo de los tipos penales ambientales a las diferentes realida­
des dañinas que pueden afectar al entorno, lo cual pasa inexora­
blemente por un lento camino legislativo. 

Con todo, la amplitud de acceso, aunque no de objeto, a los 
tribunales penales en este tema, es un dato positivo, por cuanto 
el procedimiento penal resulta usualmente más barato y rápido, 
lo cual, unido a la fuerza de la sentencia penal, puede servir de 
acicate para que progresivamente se vaya produciendo un incre.: 
mento de la vigilancia y denuncia de ios ataques al entorno por 
parte de los ciudadanos y, especialmente, a través de las asocia­
ciones civiles cuyo fin principal consiste en la defensa de un 
ambiente adecuado. 
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CONCLUSION 

La ·consideración del derecho al ambiente como un dere­
cho de participación es todavía una concepción que, en gran 
parte, no ha sido asumida por nuestro ordenamiento. Ello no 
obstante, y según hemos visto a lo largo de este recorrido por 
los diferentes poderes del Estado, la progresiva potenciación 
del elemento participativo respecto a los aspectos ambientales 
no crearía problemas jurídicos de importancia, siendo preciso, 
en realidad, tan solo un correcto y más generoso desarrollo de 
la idea de participación que la propia Constitución encierra. 
Los mecanismos participativos ya previstos pueden ser fácil­
mente reconvertidos con solo cambiar la práctica que de los 
mismos se sigue, especialmente en el ámbito administrativo. 
Es de esperar, por lo tanto, que el Derecho evolucione en esta. 
línea y que la

· 
conciencia colectiva sobre l o s  problemas 

ambientales, cada vez más formada, contribuya a la adecua­
ción del ordenamiento a los distintos intereses ambientales, lo 
cual puede lograrse, en gran parte, a través del impulso del 
principio de participación. 

Parece adecuado resumir aquí, una vez analizado el orde­
namiento vigente, algunas ideas sobre este modelo participati­
vo que respecto al derecho al ambiente se propone. En primer 
lugar, debe cuestionarse el propio concepto de participación. 
Indudablemente, la utilización de este término puede encerrar 
significados diferentes respecto a su alcance y a su traducción 
jurídica, que es preciso concretar. Cuando se aboga por la cre­
ación de un derecho de participación se está h.aciendo referen­
cia a una intervención del ciudadano en cuanto particular en 

.determinadas acciones y labores acometidas por los poderes 
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públicos de un Estado afectantes a la materia que constituye el 
objeto del derecho en cuestión. En palabras de Sánchez Blan­
�o, «el principio de participación constituye el inexcusable 
factor. operativo de la idea de democracia, con paso de conte­
nidos puramente plebiscitarios a presencia y seguimiento de 
individuos y grupos en las plurales instancias decisorias» ( 1 ). 
Más gráfica y adeéuada nos parece la descripción que ofrece 
Sánchez Morón de la participación ciudadana: «Cuando habla­
mos de participación ciudadana nos estamos refiriendo a una 
forma o modo específico en que se realiza un proceso decisio­
nal. Frente a otros modos de gestión, en especial en nuestros 
días el de tipo burocrático o tecnoburocrático puro, el modelo · 
participativo implica una apertura del proceso decisorio a una 
pluralidad de sujetos portadores de intereses diversos que actú­
an, que «toman parte» en el mismo o intentan influir en su 
resultado desde posiciones autónomas,. es decir, no integradas 
apriorísticamente en el aparato institucional» (2). 

Podemos decir, por tanto, que mediante la participación, lo 
que antes era una actuación pública, de carácter decisorio o eje­
cutivo, realizado exclusivamente por agentes públicos, pasa a 
ser compartido en su gestación, en mayor o menor medida con, 
individuos que están actuando como meros particulares. En 
resumen, se trata de dejar de entender el ideal ariibiental como 
un interés general cuya tutela es monopolio del Estado para 
considerarlo �orno un objetivo último, en cuya plasmaCión 
deben colaborar tanto los agentes públicos como los ciudadanos 
privados. La defensa de muchos intereses supraindividuales no 
puede, por tanto, depender exclusivamente de la tutela que el 
Estado realice de los mismos. Como dice Postiglione, «la parti­
cipación viene aquí considerada no sólo como una oportunidad 
económica, política y social o como una legítima aspiración cul­
tural, sino como presupuesto indispensable para la tutela de la 

(1) SANCHEZ BLANCO. La participación como coadyuvante del Estado 
social y democrático de Derecho. En RAP n.º 1 19, 1989,_p. 162. 

(2) SANCHEZ MORON. La participación del ciudadano en la protección y 
gestión del medio ambiente. En Derecho y medio ambiente. Madrid: 
MOPU, 198 1 ,  p. 172. 
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persona humana y como expresión de la obligación de solidari­
dad social impuesta eri la Constitución» (3). 

En segundo lugar, debemos cuestionarnos acerca de cuáles 
son los requisitos o pilares básicos sobre los que se puede apo­
yar la efectividad .de un derecho de participación. Lógicamente, 
el factor más relevante será la voluntad inequívoca de lo's pode­
res públicos de hacer de la protección del entorno una materia 
participada por la ciudadanía. Sin embargo, además de ello, 
deben darse fundamentalmente tres elementos (4). Como primer 
requisito, ha de instaurarse uo.a práctica inform.ativa adecuada 
sobre la materia ambiental al cuerpo social. La información 
veraz, completa y puntual es el mejor pórtico a una participa­
ción fluida y eficaz. El problema: se presenta con fresuencia no 
sólo en la ausencia de información, sino también en la falta de 
una metodología adecuada para transmitir esa información a la 
ciudadanía, o en la manipulación de la misma, bien desde ins­
tancias públicas o bien desde otros s.ectores privados. Como 
segundo requisito, debe existir una legislación que prevea clara­
mente la participación y, si es posible, la: adecúe a la materia 
ambiental. De lo contrario, abrir el debate sin tener previsto el 
procedimiento, puede producir efectos más perjudiciales que su 
propia inexistencia. ·Por último, resulta también fundamental el 
reconocimiento de una legitimación suficiente tanto en la vía 
administrativa como en la jurisdiccional para la discusión de los 
problemas relativos al medio. En este sentido, se trata de reco­
nocer que los intereses ambientales colectivos pueden ser abor­
dados desde instancias particulares y que su tutela no constituye 
un monopolio para los. poderes púplicos. 

Dicho esto, cabe también hacer una referencia a las posibili­
dades subjetivas de la participación en las tareas relacionadas 
con el medio ambiente. Desde el punto de vista del sujeto, la 
participación popular ofrece dos versiones: una, la individual, 
en la que el particular actúa, bien como tal, o bien en función de 

(3) POSTIGLIONE. /l diritto ali' ambiente. Napoli: Jovene editore, 1982, p. 24 
(4) GOSALBO BONO. El derecho del medio ambiente a la luz del Derecho 

comparado. En Poder Judicial, n.º IV; 1989, p. 143. 
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su cualificación técnica; otra, la colectiva, en la que un conjunto 
de particulares se organizan para intervenir, ya sea ágotando su 
actuación conjunta en un asunto concreto, o atendiendo a los 
diferentes pi;oblemas que puedan surgir en un ámbito material o 
geográfico determinado. «Nos referimos a toda persona en 
cuanto que ciudadano "de a pie". Ahora bien. Este puede actuar 
individualmente, ya sea como experto en una determinada 
materia relacionada con nuestro tema, o como simple ciudadano 
que emite una declaración de. voluntad formalizada en virtud de 
un voto, una alegación en un procedimiento consultivo, una 
denuncia

· 
administrativa, una demanda judicial, etc . ,  o bien 

puede actuar colectivamente a través. de organizaciones consti­
tuidas para la defensa de intereses colectivos, como pueden ser 
las asociaciones ecologistas, culturales, de vecinos, los sindicá­
tos, etc. En todo caso, estos sujetos se caracterizan porque no 
actúan sólo en beneficio propio, síno también como portadores 
de un interés social más general, de un grupo concreto o de una 
colectividad difusa e indeterminada» (5). 

Finalmente, tampoco puede olvidarse que la participación 
plantea igualmente inconvenientes, que pueden ser provocados 
por una mala concreción de la misma o por evidenciarse deter­
minadas carencias sociales. No en vano, si en crisis se encuentra 
el modelo de democracia representati'va, no es menos cierto que 
también es época pasada el tiempo en que se produjo uria eufo­
ria participativa (6). Esta se ha visto últimamente cuestionada 
por el incremento de la distancia entre la Administración y el 
ciudadano, así como por las nuevas tendencias centralizadoras 
que, como hemos visto, afectan también a la materia ambiental. 
Una muestra de esta crisis participativa también puede ser el 
escaso desarrollo que el principio de participación proclamado 
en la Constitución de 1978 ha experimentado. Pór otra parte, el 
impuro funcionamiento del sistema, con la presencia de grupos 
de presión influyentes al nivel de altos intereses económicos o 

(5) SANCHEZ MORON. La participación del ciudadano en la protección y 
gestión del medio ambiente, p. 166. 

(6) PEREZ . MORENO. Crisis de la participación administrativa. En ·RAP 
n.º 1 19, 1 989. 
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políticos, no genera sino la pérdida de confianza del ciudadano 
en sus propias posibilidades participativas. Por último, es nece­
sario también reconocer que, si bien es cierto que los particula­
res no encuentran en muchas ocasiones una respuesta en el 
ordenamientO a sus demandas de participación en los temas 
ambientales, no lo es menos que, a nivel general, la sociedad no 
acaba de vertebrarse con claridad en tomo a esta problemática, 
sino para casos .muy puntuales en los, que se mueven intereses 
muy concretos. En efecto, la respuesta que los particulares han 
dado a posibilidades abiertas desde la Administración ha sido 
más bien irregular. Por ello, no está de más proclamar que la 
adecuación de un derecho como derecho d'e participación 
requiere no sólo un esfuerzo desde los ·poderes públicos en asu­
mirlo como tal, sjno también un cambio en determinados com­
portamientos de una sociedad que se presenta aún como poco 
comprometida con fos problemas públicos. 

A pesar de todo, la asunción de una nueva concepción del 
derecho al ambiente en el sentido de considerarlo un derecho 
cuya efectividad ha de lograrse, en gran parte, gracias a la parti­
cipación popular, constituye una alternativa interesante a la 
situación actual. Paralelamente, este modelo participativo puede 
también resultar adecuado para la plasmación de la r.nayoría <.le 
los derechos de orden económico, social ó cultural, cuya verte­
bración como derechos sustantivos resulta, cuando menos, difí­
cil. De este modo, junto a unos derechos más inmediatos y con­
cebidos como derechos subjetivos típicos, coexistirían otra serie 
de intereses protegidos por el ordenamiento que, reflejando 
ciertos ideales pretendidos por la sociedad, intentan ser defendi­
dos, ante todo, con mecanismos y cauces de participación popu­
lar, tendentes tanto a evitar su vulneración, como a orientar la 
política de Jos distintos poderes del Estado. Este formidable 
impulso a la participación social complementaría, además, la 
legitimación tradicional de la democracia representativa, abrien� 
do quizás una salida a la crisis que, en su vertiente social, vive 
hoy el Estado democrático de Derecho. 
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LA NUEVA LEY DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO COMUN Y LOS DERECHOS 
DE PARTICIPACION 

La @ntrada en vigor de la Ley 30/1992, de 27 de noviembre, _ 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común debe servii para incidir 
positivamente, si bien de forma limitada, en la vertebración de 
la participación popular en las tareas públicas. En este sentido, 
determinados derechos de carácter social, como el derecho al 
ambiente, pueden ver reforzadas sus posibilidades participativas 
en lo que se refiere, concretamente, al acceso de los ciudadanos 
a las labores del poder ejecutivo. 

Esta incidencia positiva se vehicularía a través de tres con­
ductos diferenciados y basados en sendos tramos del articulado 
de este cuerpo legal. El primero de ellos se refiere a la posible 
ampliación del concepto de interesado. En segundo lugar, se 
encuentra el aparta<;lo relativo al derecho de acceso de los ciuda­
danos a los archivos y registros administrativos. Por último, en 
tercer lugar, nos referimos a la instauración en la ley de deter­
minados cauces de participación de los interesados en el proce­
dimiento administrativo. 

' 
. 

El artículo 3 1  de la nueva norma define el concepto de intere-
sado en el procedimiento administrativo del siguiente tenor literal: 

« 1 .  Se consideran interesados en el procedimiento 
administrativo: 

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos 
o intereses- legítimos individuales o colectivos. 
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b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, ten­
gan derechos que puedan resultar afectados por la 
decisión que en el mismo se adopte. 

c) Aquéllos cuyos intereses legítimos, individuales o 
colectivos puedan resuitar afectados por la resolu­
ción y se personen en el procedimiento, en tanto 
no haya recaído resolución definitiva. 

2. Las asociaciones y organizaciones representativas 
de intereses económicos y 'sociales, serán titulares de 
intereses legítimos colectivos en los términos la Ley 
reconozca. 

3 .  Cuando la condición de interesado derivase de 
alguna relación jurídica transmisible, el derecho 
habiente sucederá en tal condición� cualquiera que sea 
el estado del procedimiento.» 

Como puede fácilmente deducirse de la comparación de este 
precepto con el artículo 23 de la Ley de Procedimiento Admi­
nistrativo de 1958, son realmente escasas las novedades que en 
el concepto de interesado ha introducido la nueva norma. Con­
cretamente, el único aspecto que .la ley de 1992 incorpora es la 
especificación final sobre la doble naturaleza, individual o 
colectiva, que pueden revestir los intereses legítimos. 

Esta novedad no supone en realidad la incorporación de nin­
gún concept� jurídico nuevo al ordep.amiento, ya que no hace 
si:110 recoger lo que por vía jurisprudencia! o doctrinal había 
sido ya anteriormente especificado. En cualquier caso, la recien­
te ley del procedim'iento administrativo común no viene a aña­
dir ninguna nueva vía de párticipación con respecto a lo que ya 
señalamos en el momento de referimos a la legitimación y al 
concepto de interesado en nuestro Derecho administrativo. 

Entrando en el tema del derecho de acceso a los archivos y 
registros administrativos, encontramos en la ley 30/1992 una 
importante novedad, a saber, la de la incorporación explícita de 
tal derecho como genuino derecho de los ciudadanos frente a las 
administraciones públicas. Efectivamente, el artículo 35 recoge 
en su apartado h) el derecho del administrado al ·  acceso a los 
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registros y archivos de las administraciones públicas, en los tér­
minos reconocidos por la Constitución y las leyes. Dentro del 
mismo precepto, y bajo la misma perspectiva participativa, debe 
agradecerse también la explicitación que se efectúa en el aparta­
do a) del derecho de los ciudadanos a conocer en cualquier 
momento el estado de la J:ramitación de los procedimientos en 
los que tengan la condición de interesados; así como a obtener 
copias de los documentos contenidos en ellos. 

El derecho de acceso reconocido en el artículo 35 h) aparece 
posteriormente pormenorizado en el precepto 37 de la nueva 
ley, cuyo tenor literal es el siguiente: 

« 1 .  Los ciudadanos tienen derecho a acceder a los 
registros y a los documentos que, formando parte de 
un expediente, Óbren en los archivos administrativos, 
cualquiera que sea la forma de expresión gráfica, 
sonora o en imagen o el tipo de soporte material en 
que figuren, siempre que tales expedientes correspon­
dan a procedimientos tenninados en la fecha de la 
solicifüd. 

2. El acceso a los documentos que contengan datos 
referentes a la intimidad de las personas estará reser­
vado a éstas, que; en el supuesto de observar que tales 
datos 'figuran incomptetos o inexactos, podrán exigir 
que sean rectificados o completados; salvo que figu­
ren en expedientes caducados por el transcurso del 
tiempo, conforme a los plazos máximos que determi­
nen los dife.rentes proce�imientos ,  de los que no 
pueda derivarse efecto sustantivo alguno. 

3. El acceso a los documentos de carácter nominati­
vo que sin incluir otros datos pertenecientes a la inti­
midad de las personas figuren en los procedimientos 
de aplicación del derecho, salvo los de carácter san­
cionador o disciplinario, y que, en consideración a su 
contenido, puedan hacerse valer para el ejercicio de 
los derechos de los ciudadanos, podrá ser ejercido, 
además de por sus titulares, por terceros que acrediten 
un interés legítimo y directo. 
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4 .  El ejercicio de los derechos que establecen los 
apartados anteriores podrá se denegado. cuando preva­
lezcan razones de interés público, por intereses de ter­
ceros más dignos de protección o cuando así lo dis­
ponga una Ley, debiendo, en estos casos, el órgano 
competente dictar resolución motivada. 

5. El derecho de acceso no podrá ser ejercicio res­
pecto a los siguientes expedientes: 

a) Los que contengan información sobre las actua­
ciones del Gobierno del Estado o de las Comuni­
dades Autónomas, en el ejercicio de sus compe­
tencias constitucionales no sujeta's a Derechos 
Administrativo. 

b) Los que contengan información sobre la Defensa 
Nacional o la Seguridad del Estado. 

c) Los tramitados para la investigación de los delitos 
cuando pudiera ponerse en peligro la protección de 
los derechos y libertades de terceros o las necesida­
d�s de las .investigaciones que se estén realizando. 

d) Los relativos a. las materias protegidas por el 
secreto comercial o industrial. 

e) Los relativos a actuaciones administrativas deriva­
das de la política monetaria. · 

6. Se regirán por sus disposiciones específicas: 

a) El acceso a los archivos sometidos a la normativa 
sobre materias Clasificadas. 

b) El acceso a documentos y expedientes que conten­
gan datos sanitarios personales de los pacientes. 

e) Los archivos regulados por la legislación del régi­
men electoral. 

d) Los archivos que sirvan a fines exclusivamente 
estadísticos dentro del ámbito de la función esta­
dística pública. 



e) El Registro Civil y el Registro Central de Penados 
y Rebeldes y los registros de carácter público cuyo 
uso esté regulado por una Ley. 

f) El acceso a los documentos obrantes en los archi­
vos de las Administraciones Públicas por parte de 
las persónas que ostenten la condición de Diputa­
do de las Cortes Generales, Senador, miembro de 
una Asamblea legislativa de Comunidad Autóno­
ma o de una Corporación local. 

· g) La consulta de fondos documentales e:xistentés en 
los archivos históricos. 

7. El derecho de acceso será ejercido por los particu­
lares de forma que no se vea afectada la eficacia del 
funcionamiento de los servicio� públicos debiéndose, 
a tal fin, formular petición inc;tividualizada de loa 
documentos que se desee consultar, sin que quepa, 
salvo para su consideración con carácter potestativo, 
formular solicitud genérica sobre una materia o con­
junto de materias. No obstante, cuando los solicitan­
tes, sean investigadores que acrediten un interés histó­
rico, científico o cultural relevante, se podrá autorizar 
el acceso directo de aquéllos a la consulta de los 
expedientes, siempre que quede garantizada debida­
mente lá intimidad de las personas. 

8 .  El derecho de acceso conlle�ará el de obt({ner 
copias o certificados de los documentos cuyo examen 
sea autorizado por la Administración, que se hallen 
legalmente establecidas. 

9. Será objeto de periódica publicación la relación de 
los documentos obrantes en poder de las Administra­
ciones Públicas, sujetos a un régimen de especial 
publicidad por afectar a la colectividad en su conjun­
to y cuantos otros puedan ser objeto de consulta de 
los particulares. 

10. Serán objeto de publicación regular las instruc­
ciones y respuestas a consultas planteadas por los 
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particulares u otros órganos administrativos que com­
porten una interpretación del derecho positivo o de 
los procedimientos vigentes, a efectos de que puedan 
ser alegadas por los particulares en sus relaciones cori 
la Administración.» 

Brevemente, puede comentarse sobre este artículo que resul­
:ta positiva, en primer lugar, la consideración que se hace de este 
derecho de acceso como instrumento de participación. Por otro 
lado, este precepto supone el e�perado desarrollo del artículo 
105 b) de la Constitución, si bien dicho desarrollo no es total, 
habida cuenta de la regulación que del mismo puede hacerse en 
otras leyes especiales, tal y como vien,en a reconocerse también 
en el anteriormente citado artículo 35 h) de la ley 30/1992. 

En cualquier caso, y desde las consideraciones que en su 
momento realizamos respecto del derecho de acceso a los regis­
tros y archivos administrativos, resultan criticables los aparta­
dos 4 y 5 del artículo 37 en lo que puedan suponer de restric­
ción al contenido esencíal de dicho derecho, cuyos límites obje­
tivos no pueden ser otros que los señalados en aquel capítulo. 
Por el contrario, debe esperarse que lo dispuesto en los aparta­
dos 9 y 10 del mismo precepto, en cuanto a publicaciones perió­
dicas de documentos y opiniones administrativas, resulte de 
efectivo cumplimiento y suponga un paso más en el proceso de 
hacer partícipes a los ciudadanos de las labores de las adminis­
traciones públicas . .  

Por último, ha de hacerse también una mención a la secCión 
cuarta del capítulo tercero del sexto título de la nueva ley, que 
lleva por título «Participación de los interesados». Dentro de 
dicha sección se incluyen tres artículos que regulan, con carác­
ter general, el derecho de audiencia y el trámite de información 
pública. Ninguno de ambos constituye un nuevo cauce de parti­
cipación popular, sino que son elementos fundamentales del 
procedimiento de elaboración de todo acto administrativo. En 
cualquier caso, debe destacarse como dato positivo que el artí­
culo 86 establece la obligación de la administración afectada de 
dar una respuesta r:azonada a las alegaciones u observaciones 
que se presenten eh todo período de información pública. 
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A modo de conclusión, debe señalarse que la entrada en 
vigor de la nueva ley reguladora del procedimiento administrati­
vo común, pese a incorporar �lementos positivos, no supone 
una sustancial alteración en cuanto a los mecanismos concretos 
ni ,al grado general de participación popular en las tareas de las 
administraciones públicas. Antes bien, el tímido carácter parti­
cipativo que revi te esta norma, nos hace pe�ar que la oportu­
nidad que supone la entrada en vigor de un nuevo texto para 
regular el régimen jurídico de las administ:raeiones públicas y u 
procedimiento común no ha s ido convenientemente aprovecha­
da desde la perspectiva del acceso de los ciudadanos no intere-
ados directamente al ejercicjo de las labores _públicas que afec­

tan a la colectividad. 
En este sentido, el ordenamiento jurídico sigue necesitando 

de· más radicales y profundas alteraciones para hacer posible la 
concreción de los derechos de naturaleza social mediante su 
conversión en derechos fundamentalmente participativos. 
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